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Cómo se usa este temario Léelo antes de empezar

Este es un temario en formato ley: reúne, tema a tema, el texto literal y vigente de los artículos que entran en el
programa oficial de Ingeniero/a Técnico/a Industrial (Temas generales) · Cabildo Insular de Fuerteventura. Son 14
normas, en el orden de tus 12 temas y sin los artículos derogados. No trae resúmenes ni explicaciones de los temas: es
la ley, ordenada y señalada.

Este temario incluye solo «Temas generales»: 12 de los 60 temas del programa oficial. No incluye «Temas
específicos» (48 temas).

La barra amarilla
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones 
Públicas son nulos de pleno derecho en 
los casos…

Un artículo con barra amarilla a su izquierda es uno de los más 
preguntados: tiene 20 preguntas de examen real o más. En este temario 
son 50 artículos. Que un artículo no lleve barra no significa que no 
pueda caer: entra en tu programa.

La cuenta sale de las preguntas de exámenes reales de Administraciones Públicas españolas clasificadas por ley y artículo en

HazteFuncionario.com. Cuenta cerrada en octubre de 2026.

Cómo encontrar un artículo
1 Por el tema: el índice se puede pulsar y los marcadores del PDF llevan a cada tema y, dentro, a cada norma.

2 Por la página: la cabecera dice en qué tema estás y qué artículos hay en esa página, como en un diccionario.

3 Por lo que más se pregunta: cada tema abre con sus artículos más preguntados, y la lista de la página 5 reúne 
los de todo el temario con su página.

Cómo estudiarlo
1 Lee el tema entero una vez y marca la casilla de la 1.ª vuelta.

2 En la 2.ª vuelta, ve directo a los artículos con barra amarilla.

3 Haz las 5 preguntas del final. En la página siguiente está cada solución, con su explicación y el artículo del que 
sale.

4 Sigue practicando: el código del final abre el test de ese tema en haztefuncionario.com.

Créditos y aviso legal. © 2026 OposicionesExpress. Licencia de uso personal: no se permite su reventa ni su difusión pública. Publicación 
sin carácter oficial. Basado en datos de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (https://www.boe.es) y del boletín o la sede oficial de las 
demás normas. Los textos de las normas son textos consolidados de carácter meramente informativo: el único con validez legal es el 
publicado en los boletines oficiales. El de cada norma se reproduce según su versión consolidada en la fecha que figura al empezar esa 
norma en cada tema; una reforma posterior no figura. Programa: el de las bases de la convocatoria de Ingeniero/a Técnico/a Industrial 
(Temas generales) · Cabildo Insular de Fuerteventura. Edición de octubre de 2026.
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Lo más preguntado de este temario Por dónde empezar la segunda vuelta

50
artículos llevan barra amarilla: 
tienen 20 preguntas de examen o 
más

71
artículos concentran 8 de cada 10 
preguntas de examen del temario

25
son los de esta lista: los más 
preguntados, con su tema y su 
página

Artículo De qué trata Preguntas de examen Tema Página

1 Art. 1 CE Constitución Española 100 Tema 1 pág. 6

2 Art. 137 CE Constitución Española 83 Tema 1 pág. 7

3 Art. 140 CE La Constitución garantiza la autonomí… 73 Tema 1 pág. 8

4 Art. 9 CE Constitución Española 70 Tema 1 pág. 7

5 Art. 112 LPACAP Objeto y clases 67 Tema 6 pág. 48

6 Art. 8 TREBEP Concepto y clases de empleados públi… 58 Tema 9 pág. 103

7 Art. 125 LPACAP Objeto y plazos 55 Tema 6 pág. 52

8 Art. 4 LPACAP Concepto de interesado 54 Tema 4 pág. 24

9 Art. 122 LPACAP Plazos 49 Tema 6 pág. 52

10 Art. 16 LCSP Contrato de suministro 49 Tema 7 pág. 58

11 Art. 4 LPRL Definiciones 46 Tema 8 pág. 71

12 Art. 10 TREBEP Funcionarios interinos 46 Tema 9 pág. 103

13 Art. 141 CE Constitución Española 45 Tema 1 pág. 8

14 Art. 68 LPACAP Subsanación y mejora de la solicitud 45 Tema 5 pág. 37

15 Art. 124 LPACAP Plazos 45 Tema 6 pág. 52

16 Art. 107 LPACAP Declaración de lesividad de actos anul… 44 Tema 6 pág. 47

17 Art. 5 LPACAP Representación 42 Tema 4 pág. 25

18 Art. 67 LPACAP Solicitudes de iniciación en los proced… 38 Tema 5 pág. 36

19 Art. 121 LPACAP Objeto 33 Tema 6 pág. 51

20 Art. 7 LOPDGDD Consentimiento de los menores de edad 33 Tema 11 pág. 118

21 Art. 12 TREBEP Personal eventual 32 Tema 9 pág. 105

22 Art. 106 LPACAP Revisión de disposiciones y actos nulos 31 Tema 6 pág. 46

23 Art. 69 LPACAP Declaración responsable y comunicación 28 Tema 5 pág. 37

24 Art. 109 LPACAP Revocación de actos y rectificación de… 28 Tema 6 pág. 47

25 Art. 123 LPACAP Objeto y naturaleza 28 Tema 6 pág. 52

Preguntas de exámenes reales sobre cada artículo, según el banco de HazteFuncionario.com (octubre de 2026). Que un artículo no esté 
aquí no significa que no pueda caer.

Lo más preguntado de este temario
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TEMAS GENERALES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

1
La Constitución Española de 1978: Título preliminar. La organización 
territorial del Estado: principios generales, de la Administración local. 
Procedimiento de reforma de la Constitución.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 1 a 9, 137 a 142 y 166 a 169 · 19 artículos

19 artículos · empieza en la pág. 6

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 CE 100
Art. 137 CE 83
Art. 140 CE 73
Art. 9 CE 70
Art. 141 CE 45

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 472 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 1 a 9, 137 a 142 y 166 a 169 · 19 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

CE · arts. 1-4Tema 1 · La Constitución Española de 1978: Título preliminar. La organización territorial del Estado: principios generales, de la Ad…
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Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la
voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su
actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento
deberán ser democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO VIII DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO

CAPÍTULO PRIMERO PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 137.
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se
constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

Artículo 138.
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas
partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.

2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún
caso, privilegios económicos o sociales.

Artículo 139.
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.

CE · arts. 5-9, 137-139Tema 1 · La Constitución Española de 1978: Título preliminar. La organización territorial del Estado: principios generale…
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2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.

CAPÍTULO SEGUNDO DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

Artículo 140. La Constitución garantiza la autonomía de los municipios.
Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos
Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del
municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los
Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que
proceda el régimen del concejo abierto.

Artículo 141.
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de
municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de
los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica.

2. El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones u otras
Corporaciones de carácter representativo.

3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia.

4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos.

Artículo 142.
Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la
ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de
participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas.

TÍTULO X DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo 166.
La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo
87.

Artículo 167.
1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada
una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una
Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado por el
Congreso y el Senado.

2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y siempre que el texto
hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso, por mayoría de dos tercios,
podrá aprobar la reforma.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así
lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de
cualquiera de las Cámaras.

Artículo 168.
1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título preliminar, al
Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por
mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.

CE · arts. 139-142, 166-168Tema 1 · La Constitución Española de 1978: Título preliminar. La organización territorial del Estado: principios gen…
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2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que
deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación.

Artículo 169.
No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados
previstos en el artículo 116.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 1

1 Según la Constitución Española, el Estado se organiza territorialmente:

A) En municipios y en las provincias que reconozcan los estatutos de autonomía

B) En municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se constituyan

C) En municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que menciona la Constitución

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Madrid, 2025

2 ¿En quién reside la soberanía nacional según la Constitución?

A) En el Rey.

B) En las Cortes Generales.

C) En el pueblo español.

D) En el Gobierno.
Ayuntamiento de Guarromán

3 La Constitución española garantiza la autonomía de:

A) Los Ayuntamientos

B) Los Municipios

C) Las Provincias

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Madrid, 2025

4 Según la Constitución, los poderes del Estado emanan de:

A) Las Cortes Generales.

B) El Congreso de los Diputados.

C) La Corona.

D) El pueblo español.
Ayuntamiento de Premià de Dalt, 2021

5 Cuando el artículo 1.3 de la Constitución alude a la Monarquía parlamentaria del Estado español se refiere

A) Ninguna de las demás respuestas es correcta

B) La clase de soberanía,

C) La forma de estado.

D) La forma de gobierno.
Ayuntamiento de Serra

CE · arts. 168-169Tema 1 · La Constitución Española de 1978: Título preliminar. La organización territorial del Estado: principios generales, de…
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Soluciones — Tema 1 Cada una con su explicación y su artículo

1 B Art. 137 CE pág. 7 La organización territorial del Estado se asienta en tres niveles: el municipio, la provincia y
la comunidad autónoma. La norma fundamental emplea una fórmula abierta al referirse a las comunidades
autónomas «que se constituyan», porque su creación no estaba cerrada en el texto, sino que se dejó al ejercicio
del derecho a la autonomía. Por eso resulta incorrecto limitar las provincias a las que reconozcan los estatutos o
decir que la Constitución enumera nominalmente las comunidades.

2 C Art. 1 CE pág. 6 La soberanía pertenece al conjunto de los ciudadanos, no a una institución concreta: es el
pueblo quien constituye la fuente última del poder y de la que emanan todos los poderes del Estado. Por eso ni
la Corona, ni el Parlamento, ni el Gobierno son titulares de esa soberanía; actúan como órganos que ejercen
poderes derivados de la voluntad popular. Este principio democrático abre el texto constitucional y fundamenta
el resto del sistema institucional.

3 B Art. 140 CE pág. 8 La norma fundamental reconoce expresamente la capacidad de los municipios para
gestionar por sí mismos sus intereses, garantizándoles personalidad jurídica plena. El término clave es
municipio, que es la entidad territorial, no el ayuntamiento, que es solo su órgano de gobierno y administración.
Las provincias también gozan de autonomía, pero la fórmula literal de garantía expresa se refiere al municipio.
Conviene distinguir el municipio, entidad básica de la organización territorial, del ayuntamiento, que lo
gobierna.

4 D Art. 1 CE pág. 6 La soberanía nacional reside en el pueblo español, y de él emanan todos los poderes del
Estado. Este principio es la base del sistema democrático: el origen y la legitimidad de cualquier poder público
está en la ciudadanía, no en una institución concreta como el Parlamento o la Jefatura del Estado. Las Cortes, el
Gobierno o la Corona ejercen funciones, pero su autoridad deriva siempre de esa voluntad popular como fuente
última.

5 D Art. 1 CE pág. 6 La Monarquía parlamentaria describe cómo se organiza y ejerce el poder político: hay un rey
como jefe del Estado, pero quien gobierna y responde ante el Parlamento es el ejecutivo elegido. Eso define la
forma de gobierno, distinta de la forma de Estado, que atiende a la organización territorial del poder (unitario,
autonómico o federal). El texto constitucional la presenta como la fórmula política del Estado español,
encuadrándose en este plano del modo de gobernar.

Practica con más de 450 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/ing-industrial-a2-cabildo-fuerteventura
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TEMAS GENERALES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

2
Ley 3/2026, de 16 de junio, de Cabildos Insulares: competencias de los cabildos 
insulares: disposiciones generales; competencias de los cabildos insulares como 
órganos de gobierno, administración y representación de las islas: disposiciones 
generales.

Qué entra en este tema

L3-2026-CAN · Ley 3/2026, de 16 de junio, de Cabildos Insula…
arts. 5 a 9 · 5 artículos

5 artículos · empieza en la pág. 11

Preguntas de este tema

50
5 al final de este tema, con su explicación. El resto, en 
haztefuncionario.com.

L3-2026-CAN
Ley 3/2026, de 16 de junio, de Cabildos Insulares de Canarias
En este tema: arts. 5 a 9 · 5 artículos · texto consolidado a 25 de septiembre de 2026 · BOE-A-2026-17189

TÍTULO I COMPETENCIAS DE LOS CABILDOS INSULARES

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 5. Competencias de los cabildos insulares.
1. Los cabildos insulares como órganos de gobierno, administración y representación de cada isla, ejercen las
competencias propias que corresponden a las islas como entidad local y las que les sean delegadas por otras
Administraciones públicas, de acuerdo con lo establecido en la Constitución y la legislación de régimen local.

2. Como instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias, corresponde a los cabildos insulares el
ejercicio de las funciones, competencias y facultades que se determinan en el Estatuto de Autonomía de
Canarias, así como las competencias autonómicas que les sean atribuidas, transferidas o delegadas de entre
las asumidas por la Comunidad Autónoma de Canarias, de acuerdo con el Estatuto de Autonomía de Canarias
y el resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 6. Ámbitos materiales de competencias de los cabildos insulares como instituciones de la 
Comunidad Autónoma de Canarias.
1. En el marco de las competencias asumidas por la Comunidad Autónoma de Canarias, los cabildos insulares
ejercerán las competencias en los ámbitos materiales que se determinen en el Estatuto de Autonomía y por
ley del Parlamento de Canarias o, en su caso, por decreto ley.

2. En todo caso, en los términos de la presente ley y de la legislación reguladora de los distintos sectores de
actuación pública, en las materias que siguen se atribuirán a los cabildos insulares competencias y funciones
ejecutivas de carácter insular, en el marco y dentro de los límites de la legislación aplicable, en las siguientes
materias:

a) Demarcaciones territoriales, alteración de términos y denominación oficial de los municipios.

b) Ordenación del territorio.

c) Carreteras, salvo las que se declaren de interés autonómico, en el marco de lo que disponga la
legislación territorial canaria.

d) Transporte por carretera, por cable y ferrocarril.

e) Gestión de puertos de refugio y deportivos, salvo que se declaren de interés autonómico.
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f) Turismo.

g) Ferias y mercados insulares.

h) Defensa del consumidor.

i) Asistencia social y servicios sociales.

j) Policía de vivienda. Conservación y administración del parque público de viviendas. Promover la
construcción de viviendas protegidas y coordinar la intervención municipal en la gestión del parque
público de viviendas.

k) Las funciones propias de la Agencia de Extensión Agraria. Infraestructura rural de carácter insular.
Granjas experimentales.

l) Campañas de saneamiento zoosanitario.

m) Servicios forestales, vías pecuarias y pastos.

n) Protección del medio ambiente y espacios naturales protegidos. ñ) Acuicultura y cultivos marinos.

o) Artesanía.

p) Cultura, deportes, ocio y esparcimiento. Patrimonio histórico-artístico insular. Museos, bibliotecas y
archivos que no se reserve la comunidad autónoma.

q) Caza.

r) Residencias de estudiantes en la isla.

s) Promoción de residencias de estudiantes universitarios y de otras enseñanzas de grado superior en el
resto del archipiélago siempre que concurra un interés insular singular no susceptible de ser prestado en el
territorio de la isla y no se produzca afectación a las competencias propias de la Administración de la
Comunidad Autónoma de Canarias o de otros cabildos en su interés territorial insular.

t) Espectáculos.

u) Actividades clasificadas.

v) Igualdad de género.

w) Políticas públicas de inclusión y diversidad.

x) Aguas, en los términos que se establezcan en la legislación sectorial.

3. En las leyes reguladoras de los distintos sectores de la actuación pública sobre materias atribuidas a los
cabildos insulares en su condición de instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias, podrá
determinarse el ejercicio de la competencia atribuida por el cabildo insular en el resto del archipiélago
siempre que concurra un interés insular singular no susceptible de ser prestado en el territorio de la
respectiva isla y no se produzca afectación a las competencias propias de la Administración de la Comunidad
Autónoma de Canarias o de otros cabildos en su interés territorial insular. Sin perjuicio de lo que establezcan
las leyes reguladoras, cuando el ejercicio de la competencia del cabildo en su condición de instituciones de la
Comunidad Autónoma de Canarias pueda desplegarse fuera del ámbito de su respectiva isla, deberá mediar
comunicación a la consejería competente en la materia del Gobierno de Canarias y al cabildo de la isla
afectada y, si transcurridos dos meses no se manifiesta objeción, podrá llevarse a cabo la actuación. En el caso
de formularse objeción, corresponderá al Gobierno de Canarias coordinar la actividad de los cabildos
afectados de acuerdo con los artículos 122, 123 y 124 de la presente ley.

Artículo 7. Ejercicio de las competencias.
Todas las competencias de los cabildos se ejercen de acuerdo con el principio de lealtad institucional y con el
régimen jurídico que rige las relaciones entre Administraciones públicas y pueden ser objeto de coordinación
por parte del Gobierno de Canarias en cuanto afecte al interés general de la Comunidad Autónoma de
Canarias, de conformidad con el Estatuto de Autonomía y las leyes.
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CAPÍTULO II COMPETENCIAS DE LOS CABILDOS INSULARES COMO ÓRGANOS DE GOBIERNO, ADMINISTRACIÓN Y R

SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 8. Competencias de los cabildos como corporaciones locales: propias y delegadas.
1. Los cabildos insulares, como corporaciones locales, en cuanto órganos de gobierno, administración y
representación de las islas, ejercen las competencias propias que les atribuye la legislación de régimen local.
Dichas competencias se ejercerán bajo su propia responsabilidad, en el marco de las leyes y sin sujeción a
directrices o instrucciones, generales o concretas, con cargo a recursos propios y conforme a los principios de
sostenibilidad económica, social y ambiental de las infraestructuras, las dotaciones, los equipamientos y los
servicios públicos, así como de transparencia de toda la actividad insular.

2. La atribución de competencias propias atenderá a los siguientes principios:

a) Garantía de la autonomía insular.

b) Eficacia.

c) Eficiencia.

d) Máxima proximidad a la ciudadanía.

e) No duplicidad de competencias.

f) Estabilidad presupuestaria.

g) Suficiencia financiera.

3. Los cabildos insulares, en su condición de órganos de gobierno, administración y representación de las
entidades locales islas, y de acuerdo con el régimen establecido en la legislación de régimen local, ejercerán
las competencias que les sean delegadas por el Estado, por la Comunidad Autónoma de Canarias y por los
municipios de su isla.

4. Los cabildos insulares podrán delegar sus competencias propias en las entidades locales municipales de su
territorio, de acuerdo con el régimen previsto en la legislación de régimen local.

5. Los cabildos insulares, en su condición de órganos de gobierno, administración y representación de las
islas, podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las atribuidas por delegación, debiendo
obtener previamente los informes preceptivos y vinculantes de inexistencia de duplicidades y de
sostenibilidad financiera previstos en el artículo 7.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del
Régimen Local o norma que la sustituya. Dichos informes se solicitarán a los órganos autonómicos
competentes en materia de régimen local y de tutela financiera de las entidades locales, respectivamente, de
acuerdo con el procedimiento regulado reglamentariamente.

Artículo 9. Delimitación de las competencias propias.
Como órganos de gobierno, administración y representación de las islas, las competencias propias de los
cabildos insulares referidas en el primer inciso del artículo 70.1 del Estatuto de Autonomía de Canarias, son
las establecidas por la legislación básica de régimen local para las diputaciones provinciales, desarrolladas en
los artículos 10 a 15 de esta ley.
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Ponte a prueba 5 preguntas de refuerzo del Tema 2

Preguntas de refuerzo elaboradas por HazteFuncionario.com a partir del artículo que citan: este tema todavía no tiene preguntas de

examen oficial. No proceden de un examen real.

1 Entre los principios a los que debe atender la atribución de competencias propias a los cabildos insulares se 
encuentra:

A) La coordinación jerárquica con la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias.

B) La prevalencia de la iniciativa insular sobre la autonomía municipal.

C) La desconcentración de los servicios en las entidades locales municipales.

D) La máxima proximidad a la ciudadanía.
Refuerzo

2 En materia de carreteras, los cabildos insulares ejercerán competencias y funciones ejecutivas de carácter 
insular, salvo respecto de aquellas que:

A) Se declaren de interés municipal, conforme a la legislación territorial canaria.

B) Se declaren de interés estatal, conforme a la legislación territorial canaria.

C) Se declaren de interés provincial, conforme a la legislación territorial canaria.

D) Se declaren de interés autonómico, en el marco de lo que disponga la legislación territorial canaria.
Refuerzo

3 Cuando el ejercicio de la competencia de un cabildo insular, como institución de la Comunidad Autónoma 
de Canarias, pueda desplegarse fuera del ámbito de su respectiva isla, deberá:

A) Comunicarse a la consejería competente en la materia del Gobierno de Canarias y al cabildo de la isla afectada, 
pudiendo llevarse a cabo la actuación si transcurren dos meses sin objeción.

B) Solicitarse autorización previa al Gobierno de Canarias y al cabildo de la isla afectada, que deberán resolver en 
el plazo de un mes.

C) Comunicarse únicamente al Gobierno de Canarias, pudiendo iniciarse la actuación una vez transcurridos tres 
meses sin pronunciamiento.

D) Obtenerse el acuerdo favorable de los cabildos afectados antes de comunicar la actuación a la consejería 
competente.

Refuerzo

4 ¿De acuerdo con qué marco normativo ejercen los cabildos insulares las competencias propias de las islas 
como entidad local y las que les sean delegadas por otras Administraciones públicas?

A) Con arreglo a la legislación autonómica sobre cabildos insulares, exclusivamente.

B) Con arreglo al Estatuto de Autonomía de Canarias y a la legislación autonómica sectorial.

C) De acuerdo con la Constitución y la legislación de régimen local.

D) De acuerdo con la legislación básica estatal y la normativa insular que resulte aplicable.
Refuerzo
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5 Como instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias, a los cabildos insulares les corresponde 
ejercer:

A) Las funciones, competencias y facultades previstas en el Estatuto de Autonomía, así como las competencias 
autonómicas que les sean atribuidas, transferidas o delegadas.

B) Únicamente las competencias autonómicas que les sean transferidas, sin que puedan ejercer funciones 
previstas en el Estatuto de Autonomía.

C) Las competencias autonómicas atribuidas o delegadas, pero no las transferidas por la Comunidad Autónoma.

D) Las funciones y facultades previstas en la legislación de régimen local, así como las competencias estatales que 
les sean delegadas.

Refuerzo
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Soluciones — Tema 2 Cada una con su explicación y su artículo

1 D Art. art. 8 L3-2026-CAN pág. 13 La atribución de competencias propias a los cabildos insulares debe atender,
entre otros, a los principios de garantía de la autonomía insular, eficacia, eficiencia y máxima proximidad a la
ciudadanía. La coordinación jerárquica, la prevalencia sobre la autonomía municipal y la desconcentración no
figuran entre los principios enumerados.

2 D Art. art. 6 L3-2026-CAN pág. 11 Las carreteras forman parte de los ámbitos materiales en los que se
atribuyen a los cabildos competencias y funciones ejecutivas de carácter insular, pero quedan exceptuadas las
que se declaren de interés autonómico. La excepción debe entenderse en el marco de la legislación territorial
canaria, sin que la norma contemple declaraciones de interés municipal, estatal o provincial a estos efectos.

3 A Art. art. 6 L3-2026-CAN pág. 11 La actuación extrainsular exige comunicación a la consejería competente del
Gobierno de Canarias y al cabildo de la isla afectada. Si transcurren dos meses sin que se manifieste objeción, el
cabildo podrá llevarla a cabo; si se formula objeción, corresponde al Gobierno de Canarias coordinar la
actividad de los cabildos afectados. No se establece una autorización previa ni basta con comunicarlo
únicamente a la Administración autonómica.

4 C Art. art. 5 L3-2026-CAN pág. 11 Las competencias propias de las islas como entidad local y las delegadas por
otras Administraciones públicas se ejercen conforme a la Constitución y la legislación de régimen local. El
Estatuto de Autonomía y el resto del ordenamiento jurídico se relacionan con las funciones y competencias que
corresponden a los cabildos como instituciones de la Comunidad Autónoma.

5 A Art. art. 5 L3-2026-CAN pág. 11 En su condición de instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias,
los cabildos ejercen las funciones, competencias y facultades determinadas por el Estatuto de Autonomía,
además de las competencias autonómicas que les sean atribuidas, transferidas o delegadas. No se limita su
intervención a una sola de esas formas de asignación ni comprende, en este supuesto, competencias estatales.

Practica con más de 40 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/ing-industrial-a2-cabildo-fuerteventura
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TEMAS GENERALES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

3
Reglamento Orgánico del Cabildo Insular de Fuerteventura: órganos de Gobierno. El 
pleno: naturaleza y composición, atribuciones, sesiones, tipo de sesiones, celebración y 
convocatoria de las sesiones. La Presidencia: atribuciones, formas de las normas, actos 
y decisiones de la Presidencia, delegación de atribuciones.

Qué entra en este tema

REG-ORGANICO-FUERTEVE… · Reglamento Orgánico del Ca…
arts. 7 a 9, 11 a 16 y 31 a 33 · 12 artículos

12 artículos · empieza en la pág. 17

Preguntas de este tema

50
5 al final de este tema, con su explicación. El resto, en 
haztefuncionario.com.

REG-ORGANICO-FUERTEVENTUR
Reglamento Orgánico del Cabildo Insular de Fuerteventura
En este tema: arts. 7 a 9, 11 a 16 y 31 a 33 · 12 artículos · texto consolidado a 10 de 
octubre de 2026 · BOC-CAN-20191205-5b6b7d8c

TÍTULO PRIMERO ÓRGANOS DE GOBIERNO

Artículo 7. Órganos de Gobierno necesarios.
Son Órganos de Gobierno del Cabildo Insular de Fuerteventura:

a) El Pleno.

b) El Presidente o Presidenta.

c) Los Vicepresidentes.

d) El Consejo de Gobierno Insular.

CAPÍTULO I DEL PLENO

SECCIÓN 1ª DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 8. Naturaleza y composición.
a) El Pleno es el órgano de máxima representación política de los ciudadanos en el gobierno insular y de
control y fiscalización de todos los Órganos del Cabildo.

b) Estará integrado por todos los Consejeros Insulares, correspondiendo su dirección a quien ostente la
Presidencia, que en el desarrollo de sus funciones cuenta con la asistencia de la Secretaría General del Pleno y
la Junta de Portavoces, sin perjuicio de las funciones que la legislación de régimen local atribuya a otros
órganos.

Artículo 9. Atribuciones del Pleno.
Corresponden al Pleno las atribuciones enumeradas en el artículo 53 de la LCI, y en el artículo 123 de la
LRBRL, así como las contenidas en su desarrollo por este Reglamento.

SECCIÓN 2ª SESIONES DEL PLENO

Artículo 11. Tipos de sesiones.
1. Las sesiones del Pleno pueden ser:

a) Ordinarias.
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b) Extraordinarias.

c) Extraordinarias de carácter urgente.

2. Tendrán carácter de ordinarias aquellas sesiones que se acuerden celebrar con una periodicidad
preestablecida.

3. Serán extraordinarias las convocadas en cualquier momento por la Presidencia, con los requisitos
establecidos. Tendrán la consideración de urgentes si así se determina en la convocatoria, para el caso de que
razones de necesidad temporal de los asuntos a tratar, impidan su tratamiento y adopción de los acuerdos en
otras sesiones.

Artículo 12. Celebración de las sesiones.
1. Las sesiones ordinarias se celebrarán con la periodicidad preestablecida por el Pleno, debiendo realizarse
una sesión como mínimo con periodicidad mensual.

2. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los treinta días siguientes al de la sesión constitutiva de la
Corporación, por acuerdo del Pleno adoptado en sesión extraordinaria, se fijará la periodicidad inicial de las
sesiones, sin perjuicio de las modificaciones que puedan acordarse posteriormente.

3. A todos los efectos, se aplicará el régimen jurídico de las sesiones ordinarias a aquellas extraordinarias que
se celebren en sustitución de las primeras por razones motivadas que justifiquen su no celebración en la fecha
correspondiente, excepto en la adopción de acuerdos fuera del orden del día, en cuyo caso será de aplicación
lo dispuesto en el artículo 51 del texto refundido de las Disposiciones Legales Vigentes en materia de Régimen
Local.

4. El Pleno celebrará sesión extraordinaria cuando lo decida la Presidencia.

5. Podrá solicitar la celebración de un Pleno extraordinario de carácter monográfico una cuarta parte, al
menos, del número legal de miembros de la Corporación, sin que ninguna Consejera o Consejero pueda
solicitar más de tres (3) anualmente. En este último caso, la celebración del Pleno no podrá demorarse por
más de quince días hábiles desde que fuera solicitada, no pudiendo incorporarse el asunto al orden del día de
un Pleno ordinario con más asuntos, si no lo autorizan expresamente los solicitantes de la convocatoria. Si la
Presidencia no convocase el Pleno solicitado por el número de Consejeros indicado, dentro del plazo
señalado, quedará automáticamente convocado para el décimo día hábil siguiente al de la finalización de
dicho plazo, a las doce horas, lo que será notificado por la Secretaría General del Pleno a todos los integrantes
del mismo, al día siguiente de la finalización del plazo citado anteriormente. Fuera de dichos supuestos, el
Pleno solo podrá celebrar sesiones extraordinarias a petición del Consejo de Gobierno Insular, de la Junta de
Portavoces o de la mayoría absoluta de los miembros de la Corporación. En la petición deberá figurar el orden
del día que se proponga para la sesión extraordinaria solicitada.

6. Las sesiones podrán celebrarse en primera o segunda convocatoria. La segunda convocatoria será
celebrada dos días después de la señalada para la primera o al día siguiente hábil si coincidiese en festivo. En
este caso no será necesario el envío nuevamente del orden del día, pero sí la notificación de su celebración en
segunda convocatoria.

7. En el caso de las sesiones extraordinarias y urgentes deberá incluirse como primer punto del orden del día
la ratificación por el Pleno de la urgencia de la convocatoria. Si dicha urgencia no resultara apreciada por el
Pleno, se levantará la sesión.

8. Cualquiera que sea la clase de sesión, habrá de respetarse el principio de unidad de acto y se terminará el
mismo día de su comienzo. Si este terminare sin que se hubiesen debatido y resuelto todos los asuntos
incluidos en el orden del día, la Presidencia podrá levantar la sesión. De darse esta circunstancia, los asuntos
no debatidos habrán de incluirse en el orden del día de la siguiente sesión. Con carácter general, ninguna
sesión tendrá una duración superior a cinco (5) horas, salvo acuerdo de la Junta de Portavoces.
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9. El Pleno celebrará sus sesiones en la sede de la Corporación, salvo en los supuestos de fuerza mayor o en
aquellos casos excepcionales en los que la Presidencia, previo acuerdo de la Junta de Portavoces, lo convoque
en otro lugar. En estos casos, se hará constar al inicio de la sesión la motivación de dicha circunstancia.

Artículo 13. Convocatoria de las sesiones.
1. La Presidencia convocará a quienes ostenten la condición de Consejeros a sesión ordinaria o extraordinaria
mediando, entre la convocatoria y su celebración, al menos dos días hábiles, remitiendo junto con la
comunicación de la convocatoria el orden del día, en el que figurarán numerados y reseñados suficientemente
los asuntos a tratar.

2. La notificación de la convocatoria irá acompañada de la documentación necesaria para el debate y adopción
de acuerdos. En todo caso se deberá acompañar la siguiente documentación:

a) Orden del día.

b) Actas de las sesiones anteriores pendientes de aprobación.

c) Decretos de la Presidencia adoptados desde la última sesión ordinaria.

d) Acuerdos del Consejo de Gobierno Insular adoptados desde la última sesión ordinaria.

e) Dictámenes y propuestas de las Comisiones.

3. La notificación de la convocatoria y la documentación anexa se realizará de forma escrita, exclusivamente
por medios electrónicos a través del entorno cerrado de comunicaciones que establezca el propio Cabildo y en
su defecto al correo electrónico corporativo con aviso al sistema telefónico o dispositivo electrónico personal
en movilidad puesto a disposición de los miembros del Pleno.

4. No obstante, ante cualquier circunstancia extraordinaria que impida la notificación por el procedimiento
anterior, la convocatoria se considerará efectuada con la comunicación del orden del día y documentación
anexa a los Grupos Políticos integrantes del Pleno.

5. Los expedientes de los asuntos incluidos en el orden del día, estarán dispuestos en la Secretaría General del
Pleno al menos desde el momento de la convocatoria hasta la celebración de la sesión, accesibles a los
miembros de la Corporación por los medios electrónicos habilitados para ello por el Cabildo.

6. En el caso de solicitud por los miembros del Pleno de copia de parte o totalidad de los expedientes incluidos
en el orden del día o bien de cualquier otro expediente, se aportarán en formato o soporte electrónico.
Excepcionalmente se proporcionará copia total o parcial en soporte papel en el caso de que no fuera
materialmente posible la copia electrónica.

Artículo 14. Publicidad de las sesiones.
1. Con carácter general, las sesiones del Pleno serán públicas, salvo en el caso de las excepciones y con
requisitos previstos en la ley.

2. Para mejor cumplimiento del requisito de publicidad de las sesiones del Pleno previsto en la legislación
vigente, las sesiones del Pleno se llevarán a cabo preferentemente en fechas y horarios que faciliten la
asistencia de la ciudadanía.

3. Para posibilitar la mayor difusión del desarrollo de las sesiones del Pleno, con carácter general estas se
transmitirán en tiempo real por internet, mediante un sistema que posibilite la accesibilidad universal. No
obstante, esta previsión no constituye requisito de validez de las mismas.

4. El público asistente a las sesiones no podrá intervenir en éstas, ni tampoco se permitirán manifestaciones
de agrado o desagrado, pudiendo la Presidencia proceder a la expulsión del salón de toda persona que por
cualquier causa impida el normal desarrollo de la sesión.
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Artículo 15. Organización general de las sesiones.
Los miembros de la Corporación tomarán asiento en el Salón de Sesiones unidos a su Grupo Político. El orden
de colocación de los Grupos se determinará por la Presidencia, oída la Junta de Portavoces, teniendo
preferencia el Grupo formado por los miembros de la lista que hubiera obtenido mayor número de votos. En
cualquier caso, la colocación de los miembros corporativos tenderá a facilitar la emisión y recuento de los
votos.

Artículo 16. Dirección.
1. En su condición de órgano de dirección del Pleno, la Presidencia asegura la buena marcha de sus trabajos,
convoca y preside las sesiones, dirige los debates y mantiene el orden de los mismos.

2. Tanto la convocatoria como la Presidencia podrán ser ejercidas en cualquier momento por quien ostente
una Vicepresidencia, atendiendo a su orden de prelación.

3. La suplencia de la Presidencia podrá realizarse incluso durante el transcurso de las sesiones cuando aquel
deba ausentarse.

4. En todos los casos, la suplencia de la Presidencia se producirá sin necesidad de un acto declarativo expreso,
debiéndose dar cuenta al Pleno y constar en el acta del mismo dicha circunstancia.

5. Corresponde a la Presidencia cumplir y hacer cumplir el Reglamento, interpretándolo en los casos de las
dudas que se susciten en los debates.

CAPÍTULO II DE LA PRESIDENCIA

Artículo 31. Atribuciones de la Presidenta o Presidente.
1. En su calidad de Órgano de Gobierno del Cabildo corresponden a la Presidencia del Cabildo las atribuciones
enumeradas en el artículo 57 de la LCI y en el artículo 124 de la LRBRL, así como aquellas que sean
expresamente delegadas por el Pleno o por el Consejo de Gobierno Insular.

2. En su calidad de Órgano Superior corresponde a la Presidencia la dirección, coordinación e impulso de la
administración del Cabildo Insular, con el objetivo de la unificación de la dirección política y administrativa,
en ejercicio de las atribuciones que le confiere la LCI, la legislación básica de régimen jurídico y la legislación
básica del Estado de régimen local.

Artículo 32. Forma de las normas, actos y decisiones de la Presidencia.
1. Las normas y actos que dicte la Presidencia en su calidad de Órgano de Gobierno adoptarán la forma de
Decretos de la Presidencia del Cabildo Insular.

2. En su calidad de Órgano Superior de la dirección, coordinación e impulso de la administración del Cabildo
Insular, las decisiones de quien ostente la Presidencia adoptarán una de las siguientes la formas:

a) Instrucciones.

b) Órdenes de servicio.

Artículo 33. Delegación de atribuciones.
1. El Presidente o Presidenta, cuando lo estime conveniente, podrá delegar sus atribuciones en el Consejo de
Gobierno Insular, en cualquiera de sus miembros, en los demás Consejeros Insulares y, en su caso, en los
Órganos Directivos, salvo las establecidas en los apartados a), c) y h) del artículo 57 de la LCI y en apartado 5
del artículo 124 de la LRBRL, que serán indelegables.

2. Las atribuciones previstas en los apartados d), e) y f) del mismo precepto legal solo podrá delegarlas en el
Consejo de Gobierno Insular como órgano colegiado.

3. El Decreto de delegación contendrá el ámbito de los asuntos a que la misma se refiere, las facultades
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concretas que se deleguen, así como las condiciones específicas del ejercicio de las mismas.

4. El Decreto de la Presidencia por el que se produzca la delegación, surtirá efectos desde el día siguiente al
que se dicte, sin perjuicio de su preceptiva publicación en el Boletín Oficial de Canarias.

Ponte a prueba 5 preguntas de refuerzo del Tema 3

Preguntas de refuerzo elaboradas por HazteFuncionario.com a partir del artículo que citan: este tema todavía no tiene preguntas de

examen oficial. No proceden de un examen real.

1 En su calidad de órgano superior del Cabildo Insular, ¿qué corresponde a la Presidencia?

A) La dirección, coordinación e impulso de la administración del Cabildo, con el objetivo de unificar la dirección 
política y administrativa.

B) La aprobación de las atribuciones que correspondan al Pleno y al Consejo de Gobierno Insular.

C) La dirección de la administración insular, limitada a la coordinación de los servicios económicos y 
presupuestarios.

D) La coordinación de la actividad del Cabildo, con el objetivo de separar la dirección política de la administrativa.
Refuerzo

2 ¿Qué previsión contempla el Reglamento respecto de la suplencia de la Presidencia durante una sesión del 
Pleno?

A) Solo podrá acordarse antes de la apertura de la sesión y mediante acto declarativo expreso.

B) Deberá acordarse por el Pleno y hacerse constar en una resolución independiente del acta.

C) Podrá realizarse durante el transcurso de la sesión cuando la Presidencia deba ausentarse.

D) Corresponderá siempre a la Vicepresidencia que haya convocado la sesión, aunque no le corresponda por orden 
de prelación.

Refuerzo

3 ¿Cómo se determina el orden de colocación de los Grupos Políticos en el Salón de Sesiones?

A) Por acuerdo de la Junta de Portavoces, dando preferencia al Grupo con mayor número de miembros y 
procurando facilitar el debate.

B) Por decisión de la Presidencia, sin consulta previa, dando preferencia al Grupo que hubiera obtenido más 
concejales.

C) Por decisión de la Presidencia, oída la Junta de Portavoces, con preferencia para el Grupo de la lista que hubiera 
obtenido más votos.

D) Por acuerdo del Pleno, atendiendo a la antigüedad de los Grupos y procurando facilitar la emisión y el recuento 
de los votos.

Refuerzo

4 Ante una circunstancia extraordinaria que impida notificar la convocatoria por el procedimiento 
electrónico previsto, ¿cuándo se considerará efectuada?

A) Cuando se remita el orden del día y la documentación anexa a cada Consejero por correo electrónico personal.

B) Cuando la Presidencia comunique telefónicamente la convocatoria a los portavoces de los Grupos Políticos.

C) Cuando se comunique el orden del día y la documentación anexa a los Grupos Políticos integrantes del Pleno.

D) Cuando se publique la convocatoria en el tablón de anuncios del Cabildo, aunque no se remita la 
documentación.

Refuerzo
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5 En las sesiones extraordinarias y urgentes del Pleno, ¿qué debe incluirse como primer punto del orden del 
día?

A) La ratificación por el Pleno de la urgencia de la convocatoria.

B) La aprobación del acta de la sesión anterior.

C) La elección de quienes deban intervenir como portavoces en la sesión.

D) La propuesta de modificación de la periodicidad de las sesiones ordinarias.
Refuerzo
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Soluciones — Tema 3 Cada una con su explicación y su artículo

1 A Art. art. 31 REG-ORGANICO-FUERTEVENTUR pág. 20 En su calidad de órgano superior, la Presidencia dirige,
coordina e impulsa la administración del Cabildo Insular para unificar la dirección política y administrativa. Esta
función no se limita a determinados servicios ni persigue separar ambas direcciones.

2 C Art. art. 16 REG-ORGANICO-FUERTEVENTUR pág. 20 La suplencia de la Presidencia puede producirse incluso
durante el desarrollo de la sesión cuando aquella deba ausentarse. No requiere un acto declarativo expreso,
aunque debe darse cuenta al Pleno y dejarse constancia en el acta.

3 C Art. art. 15 REG-ORGANICO-FUERTEVENTUR pág. 20 La Presidencia determina el orden de colocación de los
Grupos Políticos, previa audiencia de la Junta de Portavoces, y tiene preferencia el Grupo formado por los
miembros de la lista que obtuvo más votos. La colocación de los miembros corporativos debe tender, además, a
facilitar la emisión y el recuento de los votos.

4 C Art. art. 13 REG-ORGANICO-FUERTEVENTUR pág. 19 Si una circunstancia extraordinaria impide utilizar el
procedimiento ordinario de notificación, la convocatoria se considera efectuada al comunicar el orden del día y
la documentación anexa a los Grupos Políticos integrantes del Pleno. No basta con avisar telefónicamente a sus
portavoces ni se exige acudir a la publicación en el tablón de anuncios.

5 A Art. art. 12 REG-ORGANICO-FUERTEVENTUR pág. 18 La urgencia de la convocatoria de una sesión
extraordinaria y urgente debe someterse a ratificación del Pleno como primer punto del orden del día. Si el
Pleno no aprecia dicha urgencia, la sesión se levanta. La aprobación del acta anterior o la modificación de la
periodicidad no ocupan necesariamente ese lugar.

Practica con más de 40 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/ing-industrial-a2-cabildo-fuerteventura
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TEMAS GENERALES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

4
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. De los interesados en el procedimiento: la capacidad de 
obrar y el concepto de interesado. Identificación y firma de los interesados en el 
procedimiento administrativo.

Qué entra en este tema

LPACAP · Ley 39/2015 procedimiento administrativo común
arts. 3 a 12 · 10 artículos

10 artículos · empieza en la pág. 24

Lo más preguntado de este tema

Art. 4 LPACAP 54
Art. 5 LPACAP 42
Art. 3 LPACAP 25
Art. 11 LPACAP 20
Art. 6 LPACAP 15

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 179 sobre el tema entero.

LPACAP
Ley 39/2015 procedimiento administrativo común
En este tema: arts. 3 a 12 · 10 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2015-10565

TÍTULO I DE LOS INTERESADOS EN EL PROCEDIMIENTO

CAPÍTULO I LA CAPACIDAD DE OBRAR Y EL CONCEPTO DE INTERESADO

Artículo 3. Capacidad de obrar.
A los efectos previstos en esta Ley, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas:

a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles.

b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté
permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o
curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación
afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate.

c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin
personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos.

Artículo 4. Concepto de interesado.
1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la
decisión que en el mismo se adopte.

c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución
y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.

3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente
sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.
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Artículo 5. Representación.
1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose con éste
las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado.

2. Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus
Estatutos, podrán actuar en representación de otras ante las Administraciones Públicas.

3. Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos,
desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación.
Para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación.

4. La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia
fidedigna de su existencia. A estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante
apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal o comparecencia electrónica en la
correspondiente sede electrónica, o a través de la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de
apoderamientos de la Administración Pública competente.

5. El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar al expediente
administrativo acreditación de la condición de representante y de los poderes que tiene reconocidos en dicho
momento. El documento electrónico que acredite el resultado de la consulta al registro electrónico de
apoderamientos correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos.

6. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de
que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá
conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo
requieran.

7. Las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o
jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los
interesados. Dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen
los que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la
representación salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán
requerir, en cualquier momento, la acreditación de dicha representación. No obstante, siempre podrá
comparecer el interesado por sí mismo en el procedimiento.

Artículo 6. Registros electrónicos de apoderamientos.
1. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales dispondrán de
un registro electrónico general de apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter
general otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición de interesado en
un procedimiento administrativo a favor de representante, para actuar en su nombre ante las
Administraciones Públicas. También deberá constar el bastanteo realizado del poder. En el ámbito estatal,
este registro será el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado. Los
registros generales de apoderamientos no impedirán la existencia de registros particulares en cada Organismo
donde se inscriban los poderes otorgados para la realización de trámites específicos en el mismo. Cada
Organismo podrá disponer de su propio registro electrónico de apoderamientos.

2. Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos pertenecientes a todas y cada una de
las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables entre sí, de modo que se garantice su
interconexión, compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de las solicitudes, escritos y
comunicaciones que se incorporen a los mismos. Los registros electrónicos generales y particulares de
apoderamientos permitirán comprobar válidamente la representación de quienes actúen ante las
Administraciones Públicas en nombre de un tercero, mediante la consulta a otros registros administrativos
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similares, al registro mercantil, de la propiedad, y a los protocolos notariales. Los registros mercantiles, de la
propiedad, y de los protocolos notariales serán interoperables con los registros electrónicos generales y
particulares de apoderamientos.

3. Los asientos que se realicen en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán contener, al menos, la siguiente información:

a) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del poderdante.

b) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del apoderado.

c) Fecha de inscripción.

d) Período de tiempo por el cual se otorga el poder.

e) Tipo de poder según las facultades que otorgue.

4. Los poderes que se inscriban en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán corresponder a alguna de las siguientes tipologías:

a) Un poder general para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa y ante cualquier Administración.

b) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa ante una Administración u Organismo concreto.

c) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante únicamente para la realización
de determinados trámites especificados en el poder. (Párrafo anulado) Cada Comunidad Autónoma
aprobará los modelos de poderes inscribibles en el registro cuando se circunscriba a actuaciones ante su
respectiva Administración.

5. El apoderamiento « apud acta» se otorgará mediante comparecencia electrónica en la correspondiente sede
electrónica haciendo uso de los sistemas de firma electrónica previstos en esta Ley, o bien mediante
comparecencia personal en las oficinas de asistencia en materia de registros.

6. Los poderes inscritos en el registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde
la fecha de inscripción. En todo caso, en cualquier momento antes de la finalización de dicho plazo el
poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. Las prórrogas otorgadas por el poderdante al registro tendrán
una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción.

7. Las solicitudes de inscripción del poder, de revocación, de prórroga o de denuncia del mismo podrán
dirigirse a cualquier registro, debiendo quedar inscrita esta circunstancia en el registro de la Administración u
Organismo ante la que tenga efectos el poder y surtiendo efectos desde la fecha en la que se produzca dicha
inscripción.

Se declara inconstitucional y nulo el segundo párrafo del apartado 4 por Sentencia del TC 55/2018, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2018-8574

Artículo 7. Pluralidad de interesados.
Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se
efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que
figure en primer término.

Artículo 8. Nuevos interesados en el procedimiento.
Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad, se advierte la existencia de
personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del
expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se comunicará a dichas personas la
tramitación del procedimiento.

LPACAP · arts. 6-8Tema 4 · Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. De los in…

4

TEMARIO Ingeniero/a Técnico/a Industrial (Temas generales) · Cabildo Insular de Fuerteventura · oposicionesexpress.com pág. 26



CAPÍTULO II IDENTIFICACIÓN Y FIRMA DE LOS INTERESADOS EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento.
1. Las Administraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados en el
procedimiento administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apellidos o denominación o razón
social, según corresponda, que consten en el Documento Nacional de Identidad o documento identificativo
equivalente.

2. Los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas a través de los
sistemas siguientes:

a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.

b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.

c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que
deberá emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar
que la utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todo procedimiento,
aun cuando se admita para ese mismo procedimiento alguno de los previstos en la letra c).

3. En relación con los sistemas de identificación previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva
95/46/CE, en territorio español. En cualquier caso, los datos se encontrarán disponibles para su acceso por
parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes. Los datos a que se refiere el párrafo anterior
no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u organización internacional, con excepción de los que
hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el
cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España.

4. En todo caso, la aceptación de alguno de estos sistemas por la Administración General del Estado servirá
para acreditar frente a todas las Administraciones Públicas, salvo prueba en contrario, la identificación
electrónica de los interesados en el procedimiento administrativo.
Se modifica la letra c) del apartado 2 por la disposición final 1.1 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757
Se modifica por el art. 3.1 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790
Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas.
1. Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la
expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento.

2. En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones Públicas a través de

LPACAP · arts. 9-10Tema 4 · Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. De los i…

4

TEMARIO Ingeniero/a Técnico/a Industrial (Temas generales) · Cabildo Insular de Fuerteventura · oposicionesexpress.com pág. 27



medios electrónicos, se considerarán válidos a efectos de firma:

a) Sistemas de firma electrónica cualificada y avanzada basados en certificados electrónicos cualificados de
firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios
de certificación’’.

b) Sistemas de sello electrónico cualificado y de sello electrónico avanzado basados en certificados
electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestador incluido en la ‘‘Lista de confianza de
prestadores de servicios de certificación’’.

c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que
deberá emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar
que la utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todos los
procedimientos en todos sus trámites, aun cuando adicionalmente se permita alguno de los previstos al
amparo de lo dispuesto en la letra c).

3. En relación con los sistemas de firma previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en territorio español. En cualquier caso, los datos se
encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes.
Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u
organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la
Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el
Reino de España.

4. Cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las Administraciones Públicas
podrán admitir los sistemas de identificación contemplados en esta Ley como sistema de firma cuando
permitan acreditar la autenticidad de la expresión de la voluntad y consentimiento de los interesados.

5. Cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en este artículo, su identidad se
entenderá ya acreditada mediante el propio acto de la firma.
Se modifica la letra c) del apartado 2 por la disposición final 1.2 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757
Se modifica por el art. 3.2 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790
Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 11. Uso de medios de identificación y firma en el procedimiento administrativo.
1. Con carácter general, para realizar cualquier actuación prevista en el procedimiento administrativo, será
suficiente con que los interesados acrediten previamente su identidad a través de cualquiera de los medios de
identificación previstos en esta Ley.

2. Las Administraciones Públicas sólo requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para:

a) Formular solicitudes.

b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones.

c) Interponer recursos.
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d) Desistir de acciones.

e) Renunciar a derechos.

Artículo 12. Asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados.
1. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que los interesados pueden relacionarse con la
Administración a través de medios electrónicos, para lo que pondrán a su disposición los canales de acceso
que sean necesarios así como los sistemas y aplicaciones que en cada caso se determinen.

2. Las Administraciones Públicas asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados no incluidos en
los apartados 2 y 3 del artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo referente a la identificación y firma
electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico general y obtención de copias
auténticas. Asimismo, si alguno de estos interesados no dispone de los medios electrónicos necesarios, su
identificación o firma electrónica en el procedimiento administrativo podrá ser válidamente realizada por un
funcionario público mediante el uso del sistema de firma electrónica del que esté dotado para ello. En este
caso, será necesario que el interesado que carezca de los medios electrónicos necesarios se identifique ante el
funcionario y preste su consentimiento expreso para esta actuación, de lo que deberá quedar constancia para
los casos de discrepancia o litigio.

3. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales mantendrán
actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la
identificación o firma regulada en este artículo. Estos registros o sistemas deberán ser plenamente
interoperables y estar interconectados con los de las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de
comprobar la validez de las citadas habilitaciones. En este registro o sistema equivalente, al menos, constarán
los funcionarios que presten servicios en las oficinas de asistencia en materia de registros.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 4

1 En el artículo 7 de la Ley 39/2015 del PACAP, cuando los interesados sean varios, ¿con quién se efectuarán 
las actuaciones si no se ha designado un representante expresamente?

A) Con el interesado que tenga mayor edad.

B) Con todos y cada uno de los interesados de forma individual.

C) Con el que figure en primer término, salvo que las normas reguladoras del procedimiento específico dispongan 
otra cosa.

D) Con el interesado que tenga su domicilio más cercano a la sede administrativa.
Ayuntamiento de Mutxamel, 2026

2 ¿Deben disponer cada entidad local de un registro electrónico de apoderamientos propio?

A) Sí.

B) Únicamente deben disponer del mismo las Diputaciones Provinciales y los municipios de gran población 
regulados en el Título X de la Ley 7/1985.

C) No, utilizarán el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado.

D) No, utilizarán el Registro Electrónico de Apoderamientos de su respectiva Comunidad Autónoma.
Ayuntamiento de Antequera, 2020
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3 En el procedimiento administrativo, se presumirá la representación:

A) En los actos y gestiones de mero trámite.

B) En la presentación de declaraciones responsables o comunicaciones.

C) En el desistimiento de acciones.

D) En la formulación de solicitudes.
Ayuntamiento de Santander, 2023

4 Conforme lo establecido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

A) Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses particulares serán titulares de intereses 
legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.

B) Los que promuevan el procedimiento administrativo como titulares de derechos legítimos exclusivamente 
individuales.

C) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión 
que en el mismo se adopte.

D) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se 
personen en el procedimiento una vez recaída resolución definitiva.

Ayuntamiento de Ingenio, 2026

5 Según dispone la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y 
sociales serán titulares, en los términos que la Ley reconozca:

A) De intereses legítimos individuales

B) De derechos subjetivos colectivos

C) De intereses legítimos colectivos

D) De intereses legítimos individuales y colectivos
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia - Dirección General de Función Pública (portal Empleo Público CARM), 2024
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Soluciones — Tema 4 Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 7 LPACAP pág. 26 Cuando en un mismo escrito aparecen varios interesados y no han nombrado
representante ni señalado expresamente con cuál entenderse, la Administración dirige todas sus actuaciones a
la persona que figure en primer lugar dentro de ese escrito. No se busca al de mayor edad, ni al más cercano, ni
se duplica la comunicación a cada uno por separado. Conviene precisar que esta regla cede únicamente cuando
una norma específica del procedimiento establezca un criterio distinto.

2 A Art. 6 LPACAP pág. 25 La regla general obliga a cada Administración Pública a contar con su propio registro
general de apoderamientos, donde se inscriben los poderes otorgados para actuar ante ella. Las entidades
locales no quedan exceptuadas, de modo que todas deben disponer del suyo, sin que el tamaño del municipio o
su naturaleza provincial altere esta exigencia. Cuestión distinta es que estos registros deban ser interoperables
entre sí, lo que permite compartir información, pero no sustituye la obligación de tenerlo propio.

3 A Art. 5 LPACAP pág. 25 Cuando alguien actúa en nombre de otra persona ante la Administración, la ley
distingue dos planos. Para las actuaciones rutinarias y de simple impulso del expediente basta con que el
interesado se presente como representante: la representación se da por supuesta sin necesidad de probarla. En
cambio, cuando se trata de actuaciones que afectan a derechos —formular solicitudes, presentar recursos,
desistir de acciones o renunciar a derechos— la representación debe acreditarse expresamente. Por eso la
presunción solo cubre los trámites de mero impulso.

4 C Art. 4 LPACAP pág. 24 Tiene condición de interesado quien, aun sin haber puesto en marcha el
procedimiento, es titular de derechos que pueden verse afectados por la decisión que se adopte. Junto a ellos
figuran quienes promueven el procedimiento como titulares de derechos o intereses legítimos, individuales o
colectivos, y quienes se personan mientras todavía no hay resolución definitiva. Debe distinguirse este
momento procesal: la incorporación voluntaria solo cabe en tanto no se haya dictado resolución definitiva, no
después.

5 C Art. 4 LPACAP pág. 24 Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales
pueden ser titulares de intereses legítimos colectivos cuando así lo reconozca la ley. Estos intereses no se
refieren exclusivamente a una persona concreta, sino a los intereses comunes de un grupo o colectivo. La norma
distingue esta legitimación colectiva de los derechos subjetivos y de los intereses meramente individuales.

Practica con más de 150 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 4, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/ing-industrial-a2-cabildo-fuerteventura
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TEMAS GENERALES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

5
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas: iniciación del procedimiento, disposiciones generales, 
iniciación del procedimiento de oficio por la Administración, inicio del procedimiento a 
solicitud del interesado. Ordenación del procedimiento. Instrucción del procedimiento; 
disposiciones generales.

Qué entra en este tema

LPACAP · Ley 39/2015 procedimiento administrativo común
arts. 54 a 76 · 23 artículos

23 artículos · empieza en la pág. 32

Lo más preguntado de este tema

Art. 68 LPACAP 45
Art. 67 LPACAP 38
Art. 69 LPACAP 28
Art. 54 LPACAP 27
Art. 66 LPACAP 24

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 325 sobre el tema entero.

LPACAP
Ley 39/2015 procedimiento administrativo común
En este tema: arts. 54 a 76 · 23 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2015-10565

TÍTULO IV DE LAS DISPOSICIONES SOBRE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN

CAPÍTULO II INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO

SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 54. Clases de iniciación.
Los procedimientos podrán iniciarse de oficio o a solicitud del interesado.

Artículo 55. Información y actuaciones previas.
1. Con anterioridad al inicio del procedimiento, el órgano competente podrá abrir un período de información
o actuaciones previas con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de
iniciar el procedimiento.

2. En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora las actuaciones previas se orientarán a
determinar, con la mayor precisión posible, los hechos susceptibles de motivar la incoación del
procedimiento, la identificación de la persona o personas que pudieran resultar responsables y las
circunstancias relevantes que concurran en unos y otros. Las actuaciones previas serán realizadas por los
órganos que tengan atribuidas funciones de investigación, averiguación e inspección en la materia y, en
defecto de éstos, por la persona u órgano administrativo que se determine por el órgano competente para la
iniciación o resolución del procedimiento.

Artículo 56. Medidas provisionales.
1. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para resolver, podrá adoptar, de oficio o a
instancia de parte y de forma motivada, las medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la
eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes para ello, de acuerdo
con los principios de proporcionalidad, efectividad y menor onerosidad.

2. Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente para iniciar o instruir el
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procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia inaplazable y para la protección
provisional de los intereses implicados, podrá adoptar de forma motivada las medidas provisionales que
resulten necesarias y proporcionadas. Las medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o
levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días
siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda. En todo caso, dichas medidas
quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no
contenga un pronunciamiento expreso acerca de las mismas.

3. De acuerdo con lo previsto en los dos apartados anteriores, podrán acordarse las siguientes medidas
provisionales, en los términos previstos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil:

a) Suspensión temporal de actividades.

b) Prestación de fianzas.

c) Retirada o intervención de bienes productivos o suspensión temporal de servicios por razones de
sanidad, higiene o seguridad, el cierre temporal del establecimiento por estas u otras causas previstas en la
normativa reguladora aplicable.

d) Embargo preventivo de bienes, rentas y cosas fungibles computables en metálico por aplicación de
precios ciertos.

e) El depósito, retención o inmovilización de cosa mueble.

f) La intervención y depósito de ingresos obtenidos mediante una actividad que se considere ilícita y cuya
prohibición o cesación se pretenda.

g) Consignación o constitución de depósito de las cantidades que se reclamen.

h) La retención de ingresos a cuenta que deban abonar las Administraciones Públicas.

i) Aquellas otras medidas que, para la protección de los derechos de los interesados, prevean expresamente
las leyes, o que se estimen necesarias para asegurar la efectividad de la resolución.

4. No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio de difícil o imposible reparación
a los interesados o que impliquen violación de derechos amparados por las leyes.

5. Las medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento, de
oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta
en el momento de su adopción. En todo caso, se extinguirán cuando surta efectos la resolución administrativa
que ponga fin al procedimiento correspondiente.

Artículo 57. Acumulación.
El órgano administrativo que inicie o tramite un procedimiento, cualquiera que haya sido la forma de su
iniciación, podrá disponer, de oficio o a instancia de parte, su acumulación a otros con los que guarde
identidad sustancial o íntima conexión, siempre que sea el mismo órgano quien deba tramitar y resolver el
procedimiento. Contra el acuerdo de acumulación no procederá recurso alguno.

SECCIÓN 2.ª INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE OFICIO POR LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 58. Iniciación de oficio.
Los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa o
como consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia.

Artículo 59. Inicio del procedimiento a propia iniciativa.
Se entiende por propia iniciativa, la actuación derivada del conocimiento directo o indirecto de las
circunstancias, conductas o hechos objeto del procedimiento por el órgano que tiene atribuida la competencia
de iniciación.
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Artículo 60. Inicio del procedimiento como consecuencia de orden superior.
1. Se entiende por orden superior, la emitida por un órgano administrativo superior jerárquico del competente
para la iniciación del procedimiento.

2. En los procedimientos de naturaleza sancionadora, la orden expresará, en la medida de lo posible, la
persona o personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir infracción
administrativa y su tipificación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado en que los
hechos se produjeron.

Artículo 61. Inicio del procedimiento por petición razonada de otros órganos.
1. Se entiende por petición razonada, la propuesta de iniciación del procedimiento formulada por cualquier
órgano administrativo que no tiene competencia para iniciar el mismo y que ha tenido conocimiento de las
circunstancias, conductas o hechos objeto del procedimiento, bien ocasionalmente o bien por tener
atribuidas funciones de inspección, averiguación o investigación.

2. La petición no vincula al órgano competente para iniciar el procedimiento, si bien deberá comunicar al
órgano que la hubiera formulado los motivos por los que, en su caso, no procede la iniciación.

3. En los procedimientos de naturaleza sancionadora, las peticiones deberán especificar, en la medida de lo
posible, la persona o personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir
infracción administrativa y su tipificación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado
en que los hechos se produjeron.

4. En los procedimientos de responsabilidad patrimonial, la petición deberá individualizar la lesión producida
en una persona o grupo de personas, su relación de causalidad con el funcionamiento del servicio público, su
evaluación económica si fuera posible, y el momento en que la lesión efectivamente se produjo.

Artículo 62. Inicio del procedimiento por denuncia.
1. Se entiende por denuncia, el acto por el que cualquier persona, en cumplimiento o no de una obligación
legal, pone en conocimiento de un órgano administrativo la existencia de un determinado hecho que pudiera
justificar la iniciación de oficio de un procedimiento administrativo.

2. Las denuncias deberán expresar la identidad de la persona o personas que las presentan y el relato de los
hechos que se ponen en conocimiento de la Administración. Cuando dichos hechos pudieran constituir una
infracción administrativa, recogerán la fecha de su comisión y, cuando sea posible, la identificación de los
presuntos responsables.

3. Cuando la denuncia invocara un perjuicio en el patrimonio de las Administraciones Públicas la no
iniciación del procedimiento deberá ser motivada y se notificará a los denunciantes la decisión de si se ha
iniciado o no el procedimiento.

4. Cuando el denunciante haya participado en la comisión de una infracción de esta naturaleza y existan otros
infractores, el órgano competente para resolver el procedimiento deberá eximir al denunciante del pago de la
multa que le correspondería u otro tipo de sanción de carácter no pecuniario, cuando sea el primero en
aportar elementos de prueba que permitan iniciar el procedimiento o comprobar la infracción, siempre y
cuando en el momento de aportarse aquellos no se disponga de elementos suficientes para ordenar la misma
y se repare el perjuicio causado. Asimismo, el órgano competente para resolver deberá reducir el importe del
pago de la multa que le correspondería o, en su caso, la sanción de carácter no pecuniario, cuando no
cumpliéndose alguna de las condiciones anteriores, el denunciante facilite elementos de prueba que aporten
un valor añadido significativo respecto de aquellos de los que se disponga. En ambos casos será necesario que
el denunciante cese en la participación de la infracción y no haya destruido elementos de prueba relacionados
con el objeto de la denuncia.
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5. La presentación de una denuncia no confiere, por sí sola, la condición de interesado en el procedimiento.

Artículo 63. Especialidades en el inicio de los procedimientos de naturaleza sancionadora.
1. Los procedimientos de naturaleza sancionadora se iniciarán siempre de oficio por acuerdo del órgano
competente y establecerán la debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, que se
encomendará a órganos distintos. Se considerará que un órgano es competente para iniciar el procedimiento
cuando así lo determinen las normas reguladoras del mismo.

2. En ningún caso se podrá imponer una sanción sin que se haya tramitado el oportuno procedimiento.

3. No se podrán iniciar nuevos procedimientos de carácter sancionador por hechos o conductas tipificadas
como infracciones en cuya comisión el infractor persista de forma continuada, en tanto no haya recaído una
primera resolución sancionadora, con carácter ejecutivo.

Artículo 64. Acuerdo de iniciación en los procedimientos de naturaleza sancionadora.
1. El acuerdo de iniciación se comunicará al instructor del procedimiento, con traslado de cuantas
actuaciones existan al respecto, y se notificará a los interesados, entendiendo en todo caso por tal al
inculpado. Asimismo, la incoación se comunicará al denunciante cuando las normas reguladoras del
procedimiento así lo prevean.

2. El acuerdo de iniciación deberá contener al menos:

a) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables.

b) Los hechos que motivan la incoación del procedimiento, su posible calificación y las sanciones que
pudieran corresponder, sin perjuicio de lo que resulte de la instrucción.

c) Identificación del instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento, con expresa indicación del
régimen de recusación de los mismos.

d) Órgano competente para la resolución del procedimiento y norma que le atribuya tal competencia,
indicando la posibilidad de que el presunto responsable pueda reconocer voluntariamente su
responsabilidad, con los efectos previstos en el artículo 85.

e) Medidas de carácter provisional que se hayan acordado por el órgano competente para iniciar el
procedimiento sancionador, sin perjuicio de las que se puedan adoptar durante el mismo de conformidad
con el artículo 56.

f) Indicación del derecho a formular alegaciones y a la audiencia en el procedimiento y de los plazos para
su ejercicio, así como indicación de que, en caso de no efectuar alegaciones en el plazo previsto sobre el
contenido del acuerdo de iniciación, éste podrá ser considerado propuesta de resolución cuando contenga
un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad imputada.

3. Excepcionalmente, cuando en el momento de dictar el acuerdo de iniciación no existan elementos
suficientes para la calificación inicial de los hechos que motivan la incoación del procedimiento, la citada
calificación podrá realizarse en una fase posterior mediante la elaboración de un Pliego de cargos, que deberá
ser notificado a los interesados.

Artículo 65. Especialidades en el inicio de oficio de los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. Cuando las Administraciones Públicas decidan iniciar de oficio un procedimiento de responsabilidad
patrimonial será necesario que no haya prescrito el derecho a la reclamación del interesado al que se refiere
el artículo 67.

2. El acuerdo de iniciación del procedimiento se notificará a los particulares presuntamente lesionados,
concediéndoles un plazo de diez días para que aporten cuantas alegaciones, documentos o información
estimen conveniente a su derecho y propongan cuantas pruebas sean pertinentes para el reconocimiento del
mismo. El procedimiento iniciado se instruirá aunque los particulares presuntamente lesionados no se

LPACAP · arts. 62-65Tema 5 · Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: inicia…

5

TEMARIO Ingeniero/a Técnico/a Industrial (Temas generales) · Cabildo Insular de Fuerteventura · oposicionesexpress.com pág. 35



personen en el plazo establecido.

SECCIÓN 3.ª INICIO DEL PROCEDIMIENTO A SOLICITUD DEL INTERESADO

Artículo 66. Solicitudes de iniciación.
1. Las solicitudes que se formulen deberán contener:

a) Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo represente.

b) Identificación del medio electrónico, o en su defecto, lugar físico en que desea que se practique la
notificación. Adicionalmente, los interesados podrán aportar su dirección de correo electrónico y/o
dispositivo electrónico con el fin de que las Administraciones Públicas les avisen del envío o puesta a
disposición de la notificación.

c) Hechos, razones y petición en que se concrete, con toda claridad, la solicitud.

d) Lugar y fecha.

e) Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio.

f) Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige y su correspondiente código de identificación.
Las oficinas de asistencia en materia de registros estarán obligadas a facilitar a los interesados el código de
identificación si el interesado lo desconoce. Asimismo, las Administraciones Públicas deberán mantener y
actualizar en la sede electrónica correspondiente un listado con los códigos de identificación vigentes.

2. Cuando las pretensiones correspondientes a una pluralidad de personas tengan un contenido y fundamento
idéntico o sustancialmente similar, podrán ser formuladas en una única solicitud, salvo que las normas
reguladoras de los procedimientos específicos dispongan otra cosa.

3. De las solicitudes, comunicaciones y escritos que presenten los interesados electrónicamente o en las
oficinas de asistencia en materia de registros de la Administración, podrán éstos exigir el correspondiente
recibo que acredite la fecha y hora de presentación.

4. Las Administraciones Públicas deberán establecer modelos y sistemas de presentación masiva que
permitan a los interesados presentar simultáneamente varias solicitudes. Estos modelos, de uso voluntario,
estarán a disposición de los interesados en las correspondientes sedes electrónicas y en las oficinas de
asistencia en materia de registros de las Administraciones Públicas. Los solicitantes podrán acompañar los
elementos que estimen convenientes para precisar o completar los datos del modelo, los cuales deberán ser
admitidos y tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan.

5. Los sistemas normalizados de solicitud podrán incluir comprobaciones automáticas de la información
aportada respecto de datos almacenados en sistemas propios o pertenecientes a otras Administraciones u
ofrecer el formulario cumplimentado, en todo o en parte, con objeto de que el interesado verifique la
información y, en su caso, la modifique y complete.

6. Cuando la Administración en un procedimiento concreto establezca expresamente modelos específicos de
presentación de solicitudes, éstos serán de uso obligatorio por los interesados.

Artículo 67. Solicitudes de iniciación en los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. Los interesados sólo podrán solicitar el inicio de un procedimiento de responsabilidad patrimonial, cuando
no haya prescrito su derecho a reclamar. El derecho a reclamar prescribirá al año de producido el hecho o el
acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo. En caso de daños de carácter físico o
psíquico a las personas, el plazo empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance de
las secuelas. En los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por anulación en vía
administrativa o contencioso-administrativa de un acto o disposición de carácter general, el derecho a
reclamar prescribirá al año de haberse notificado la resolución administrativa o la sentencia definitiva. En los
casos de responsabilidad patrimonial a que se refiere el artículo 32, apartados 4 y 5, de la Ley de Régimen

LPACAP · arts. 65-67Tema 5 · Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: inicia…

5

TEMARIO Ingeniero/a Técnico/a Industrial (Temas generales) · Cabildo Insular de Fuerteventura · oposicionesexpress.com pág. 36



Jurídico del Sector Público, el derecho a reclamar prescribirá al año de la publicación en el «Boletín Oficial del
Estado» o en el «Diario Oficial de la Unión Europea», según el caso, de la sentencia que declare la
inconstitucionalidad de la norma o su carácter contrario al Derecho de la Unión Europea.

2. Además de lo previsto en el artículo 66, en la solicitud que realicen los interesados se deberán especificar
las lesiones producidas, la presunta relación de causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio
público, la evaluación económica de la responsabilidad patrimonial, si fuera posible, y el momento en que la
lesión efectivamente se produjo, e irá acompañada de cuantas alegaciones, documentos e informaciones se
estimen oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de que pretenda valerse el
reclamante.

Artículo 68. Subsanación y mejora de la solicitud.
1. Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala el artículo 66, y, en su caso, los que señala el
artículo 67 u otros exigidos por la legislación específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un
plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo
hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución que deberá ser dictada en los términos
previstos en el artículo 21.

2. Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva, este plazo podrá ser
ampliado prudencialmente, hasta cinco días, a petición del interesado o a iniciativa del órgano, cuando la
aportación de los documentos requeridos presente dificultades especiales.

3. En los procedimientos iniciados a solicitud de los interesados, el órgano competente podrá recabar del
solicitante la modificación o mejora voluntarias de los términos de aquélla. De ello se levantará acta sucinta,
que se incorporará al procedimiento.

4. Si alguno de los sujetos a los que hace referencia el artículo 14.2 y 14.3 presenta su solicitud
presencialmente, las Administraciones Públicas requerirán al interesado para que la subsane a través de su
presentación electrónica. A estos efectos, se considerará como fecha de presentación de la solicitud aquella en
la que haya sido realizada la subsanación.

Artículo 69. Declaración responsable y comunicación.
1. A los efectos de esta Ley, se entenderá por declaración responsable el documento suscrito por un interesado
en el que éste manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa
vigente para obtener el reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la
documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración cuando le sea requerida,
y que se compromete a mantener el cumplimiento de las anteriores obligaciones durante el período de tiempo
inherente a dicho reconocimiento o ejercicio. Los requisitos a los que se refiere el párrafo anterior deberán
estar recogidos de manera expresa, clara y precisa en la correspondiente declaración responsable. Las
Administraciones podrán requerir en cualquier momento que se aporte la documentación que acredite el
cumplimiento de los mencionados requisitos y el interesado deberá aportarla.

2. A los efectos de esta Ley, se entenderá por comunicación aquel documento mediante el que los interesados
ponen en conocimiento de la Administración Pública competente sus datos identificativos o cualquier otro
dato relevante para el inicio de una actividad o el ejercicio de un derecho.

3. Las declaraciones responsables y las comunicaciones permitirán, el reconocimiento o ejercicio de un
derecho o bien el inicio de una actividad, desde el día de su presentación, sin perjuicio de las facultades de
comprobación, control e inspección que tengan atribuidas las Administraciones Públicas. No obstante lo
dispuesto en el párrafo anterior, la comunicación podrá presentarse dentro de un plazo posterior al inicio de
la actividad cuando la legislación correspondiente lo prevea expresamente.

4. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato o información que se incorpore a
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una declaración responsable o a una comunicación, o la no presentación ante la Administración competente
de la declaración responsable, la documentación que sea en su caso requerida para acreditar el cumplimiento
de lo declarado, o la comunicación, determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o
actividad afectada desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las
responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar. Asimismo, la resolución de la
Administración Pública que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación del interesado de
restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la
actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto
durante un período de tiempo determinado por la ley, todo ello conforme a los términos establecidos en las
normas sectoriales de aplicación.

5. Las Administraciones Públicas tendrán permanentemente publicados y actualizados modelos de
declaración responsable y de comunicación, fácilmente accesibles a los interesados.

6. Únicamente será exigible, bien una declaración responsable, bien una comunicación para iniciar una
misma actividad u obtener el reconocimiento de un mismo derecho o facultad para su ejercicio, sin que sea
posible la exigencia de ambas acumulativamente.

CAPÍTULO III ORDENACIÓN DEL PROCEDIMIENTO

Artículo 70. Expediente Administrativo.
1. Se entiende por expediente administrativo el conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven
de antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a
ejecutarla.

2. Los expedientes tendrán formato electrónico y se formarán mediante la agregación ordenada de cuantos
documentos, pruebas, dictámenes, informes, acuerdos, notificaciones y demás diligencias deban integrarlos,
así como un índice numerado de todos los documentos que contenga cuando se remita. Asimismo, deberá
constar en el expediente copia electrónica certificada de la resolución adoptada.

3. Cuando en virtud de una norma sea preciso remitir el expediente electrónico, se hará de acuerdo con lo
previsto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad y en las correspondientes Normas Técnicas de
Interoperabilidad, y se enviará completo, foliado, autentificado y acompañado de un índice, asimismo
autentificado, de los documentos que contenga. La autenticación del citado índice garantizará la integridad e
inmutabilidad del expediente electrónico generado desde el momento de su firma y permitirá su recuperación
siempre que sea preciso, siendo admisible que un mismo documento forme parte de distintos expedientes
electrónicos.

4. No formará parte del expediente administrativo la información que tenga carácter auxiliar o de apoyo,
como la contenida en aplicaciones, ficheros y bases de datos informáticas, notas, borradores, opiniones,
resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, así como los
juicios de valor emitidos por las Administraciones Públicas, salvo que se trate de informes, preceptivos y
facultativos, solicitados antes de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento.

Artículo 71. Impulso.
1. El procedimiento, sometido al principio de celeridad, se impulsará de oficio en todos sus trámites y a través
de medios electrónicos, respetando los principios de transparencia y publicidad.

2. En el despacho de los expedientes se guardará el orden riguroso de incoación en asuntos de homogénea
naturaleza, salvo que por el titular de la unidad administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que
quede constancia. El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior dará lugar a la exigencia de
responsabilidad disciplinaria del infractor y, en su caso, será causa de remoción del puesto de trabajo.
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3. Las personas designadas como órgano instructor o, en su caso, los titulares de las unidades administrativas
que tengan atribuida tal función serán responsables directos de la tramitación del procedimiento y, en
especial, del cumplimiento de los plazos establecidos.

Artículo 72. Concentración de trámites.
1. De acuerdo con el principio de simplificación administrativa, se acordarán en un solo acto todos los
trámites que, por su naturaleza, admitan un impulso simultáneo y no sea obligado su cumplimiento sucesivo.

2. Al solicitar los trámites que deban ser cumplidos por otros órganos, deberá consignarse en la comunicación
cursada el plazo legal establecido al efecto.

Artículo 73. Cumplimiento de trámites.
1. Los trámites que deban ser cumplimentados por los interesados deberán realizarse en el plazo de diez días
a partir del siguiente al de la notificación del correspondiente acto, salvo en el caso de que en la norma
correspondiente se fije plazo distinto.

2. En cualquier momento del procedimiento, cuando la Administración considere que alguno de los actos de
los interesados no reúne los requisitos necesarios, lo pondrá en conocimiento de su autor, concediéndole un
plazo de diez días para cumplimentarlo.

3. A los interesados que no cumplan lo dispuesto en los apartados anteriores, se les podrá declarar decaídos
en su derecho al trámite correspondiente. No obstante, se admitirá la actuación del interesado y producirá sus
efectos legales, si se produjera antes o dentro del día que se notifique la resolución en la que se tenga por
transcurrido el plazo.

Artículo 74. Cuestiones incidentales.
Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, incluso las que se refieran a la nulidad de
actuaciones, no suspenderán la tramitación del mismo, salvo la recusación.

CAPÍTULO IV INSTRUCCIÓN DEL PROCEDIMIENTO

SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 75. Actos de instrucción.
1. Los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos en
virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución, se realizarán de oficio y a través de medios electrónicos,
por el órgano que tramite el procedimiento, sin perjuicio del derecho de los interesados a proponer aquellas
actuaciones que requieran su intervención o constituyan trámites legal o reglamentariamente establecidos.

2. Las aplicaciones y sistemas de información utilizados para la instrucción de los procedimientos deberán
garantizar el control de los tiempos y plazos, la identificación de los órganos responsables y la tramitación
ordenada de los expedientes, así como facilitar la simplificación y la publicidad de los procedimientos.

3. Los actos de instrucción que requieran la intervención de los interesados habrán de practicarse en la forma
que resulte más conveniente para ellos y sea compatible, en la medida de lo posible, con sus obligaciones
laborales o profesionales.

4. En cualquier caso, el órgano instructor adoptará las medidas necesarias para lograr el pleno respeto a los
principios de contradicción y de igualdad de los interesados en el procedimiento.

Artículo 76. Alegaciones.
1. Los interesados podrán, en cualquier momento del procedimiento anterior al trámite de audiencia, aducir
alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio. Unos y otros serán tenidos en cuenta por el
órgano competente al redactar la correspondiente propuesta de resolución.
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2. En todo momento podrán los interesados alegar los defectos de tramitación y, en especial, los que supongan
paralización, infracción de los plazos preceptivamente señalados o la omisión de trámites que pueden ser
subsanados antes de la resolución definitiva del asunto. Dichas alegaciones podrán dar lugar, si hubiere
razones para ello, a la exigencia de la correspondiente responsabilidad disciplinaria.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 5

1 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, ¿cómo se iniciarán los procedimientos de 
naturaleza sancionadora?

A) Siempre de oficio.

B) Siempre a instancia de parte.

C) De oficio o a instancia de parte.

D) Siempre por denuncia.
Ayuntamiento de Alcañiz, 2020

2 La tramitación de asuntos de naturaleza homogénea siguiendo el orden riguroso de incoación puede 
alterarse, según el artículo 71 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas:

A) Por necesidades del servicio

B) Por orden motivada del titular de la unidad administrativa

C) Por orden del superior jerárquico

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Utiel

3 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71.2 de la Ley 39/2015 de Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, en el despacho de los expedientes se guardará orden rigurosa de 
incoación en asuntos de homogénea naturaleza:

A) En todo caso

B) Salvo que por el titular de la unidad administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que quede 
constancia

C) Salvo que por el que ostente el cargo de presidente se dé orden motivada en contrario, de la que quede 
constancia

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Bueu, 2020

4 Según la Ley 39/2015, el procedimiento administrativo puede iniciarse:

A) De oficio o a solicitud del interesado.

B) Únicamente de oficio.

C) Únicamente a solicitud del interesado.

D) Solo por denuncia.
Ayuntamiento de Liria

5 ¿Cuál de los siguientes elementos NO es requerido en una solicitud según el artículo 66 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas?

A) Nombre y apellidos del interesado.

B) Código de identificación del órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige.

C) Dirección de correo electrónico y/o dispositivo electrónico del interesado.

D) Firma del solicitante, Lugar y fecha.
Junta de Andalucia - IAAP, 2025
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Soluciones — Tema 5 Cada una con su explicación y su artículo

1 A Art. 63 LPACAP pág. 35 Los procedimientos en los que la Administración impone una sanción arrancan
exclusivamente por decisión del propio órgano competente, nunca por petición de un particular. Una denuncia,
una petición o incluso una orden superior pueden ser el origen de la actuación, pero el procedimiento se
formaliza siempre mediante acuerdo de inicio de la Administración. Conviene distinguir este régimen del de
otros procedimientos generales, que sí admiten arranque a solicitud del interesado; en lo sancionador esa vía
queda excluida.

2 B Art. 71 LPACAP pág. 38 El orden riguroso de incoación obliga a despachar los expedientes de naturaleza
semejante según la fecha en que entraron, garantizando imparcialidad y evitando favoritismos. Solo puede
romperse ese turno cuando la persona responsable de la unidad administrativa dicta una orden motivada en
sentido contrario, dejando constancia de las razones. No basta una simple necesidad del servicio ni una
instrucción verbal del superior: la excepción exige justificación expresa y documentada del propio titular de la
unidad.

3 B Art. 71 LPACAP pág. 38 En la tramitación de expedientes de la misma clase rige la regla del orden de
entrada: se despachan según fueron iniciados. No obstante, esa preferencia cronológica puede romperse
cuando la persona responsable de la unidad administrativa dicta una orden motivada en sentido contrario,
dejando constancia escrita de ella. Conviene precisar que la facultad corresponde al titular de la unidad, no a un
presidente, y que sin motivación expresa el incumplimiento del orden genera responsabilidad disciplinaria del
funcionario.

4 A Art. 54 LPACAP pág. 32 Todo procedimiento administrativo puede arrancar por dos vías: la propia
Administración lo impulsa por su iniciativa o lo pide la persona interesada. Esa doble posibilidad es la regla
general y abarca también las modalidades de inicio de oficio, como la orden de un superior, la petición razonada
de otro órgano o la denuncia. Por eso limitarlo a una sola vía resulta incorrecto: la denuncia no es el único cauce,
sino una de las formas de actuación de oficio.

5 C Art. 66 LPACAP pág. 36 El contenido esencial de una solicitud incluye la identificación de la persona
interesada, el órgano al que se dirige, los hechos y razones, la petición, el lugar y la fecha, y la firma o
acreditación de la voluntad. La dirección de correo electrónico o el dispositivo electrónico pueden facilitar
avisos sobre las notificaciones, pero no constituyen un elemento necesario de toda solicitud. Por eso, su
ausencia no impide que la solicitud reúna los requisitos generales exigidos.
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TEMAS GENERALES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

6
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas: finalización del procedimiento. De la revisión 
de los actos en vía administrativa, recursos administrativos.

Qué entra en este tema

LPACAP · Ley 39/2015 procedimiento administrativo común
arts. 84 a 95 y 106 a 126 · 33 artículos

33 artículos · empieza en la pág. 42

Lo más preguntado de este tema

Art. 112 LPACAP 67
Art. 125 LPACAP 55
Art. 122 LPACAP 49
Art. 124 LPACAP 45
Art. 107 LPACAP 44

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 572 sobre el tema entero.

LPACAP
Ley 39/2015 procedimiento administrativo común
En este tema: arts. 84 a 95 y 106 a 126 · 33 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2015-10565

TÍTULO IV DE LAS DISPOSICIONES SOBRE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN

CAPÍTULO V FINALIZACIÓN DEL PROCEDIMIENTO

SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 84. Terminación.
1. Pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la
solicitud, cuando tal renuncia no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad.

2. También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material de continuarlo por causas
sobrevenidas. La resolución que se dicte deberá ser motivada en todo caso.

Artículo 85. Terminación en los procedimientos sancionadores.
1. Iniciado un procedimiento sancionador, si el infractor reconoce su responsabilidad, se podrá resolver el
procedimiento con la imposición de la sanción que proceda.

2. Cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario o bien quepa imponer una sanción pecuniaria y
otra de carácter no pecuniario pero se ha justificado la improcedencia de la segunda, el pago voluntario por el
presunto responsable, en cualquier momento anterior a la resolución, implicará la terminación del
procedimiento, salvo en lo relativo a la reposición de la situación alterada o a la determinación de la
indemnización por los daños y perjuicios causados por la comisión de la infracción.

3. En ambos casos, cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario, el órgano competente para
resolver el procedimiento aplicará reducciones de, al menos, el 20 % sobre el importe de la sanción propuesta,
siendo éstos acumulables entre sí. Las citadas reducciones, deberán estar determinadas en la notificación de
iniciación del procedimiento y su efectividad estará condicionada al desistimiento o renuncia de cualquier
acción o recurso en vía administrativa contra la sanción. El porcentaje de reducción previsto en este apartado
podrá ser incrementado reglamentariamente.
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Artículo 86. Terminación convencional.
1. Las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas tanto
de Derecho público como privado, siempre que no sean contrarios al ordenamiento jurídico ni versen sobre
materias no susceptibles de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen
encomendado, con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que, en su caso, prevea la disposición que
lo regule, pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los procedimientos administrativos o
insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o no, a la resolución que les ponga fin.

2. Los citados instrumentos deberán establecer como contenido mínimo la identificación de las partes
intervinientes, el ámbito personal, funcional y territorial, y el plazo de vigencia, debiendo publicarse o no
según su naturaleza y las personas a las que estuvieran destinados.

3. Requerirán en todo caso la aprobación expresa del Consejo de Ministros u órgano equivalente de las
Comunidades Autónomas, los acuerdos que versen sobre materias de la competencia directa de dicho órgano.

4. Los acuerdos que se suscriban no supondrán alteración de las competencias atribuidas a los órganos
administrativos, ni de las responsabilidades que correspondan a las autoridades y funcionarios, relativas al
funcionamiento de los servicios públicos.

5. En los casos de procedimientos de responsabilidad patrimonial, el acuerdo alcanzado entre las partes
deberá fijar la cuantía y modo de indemnización de acuerdo con los criterios que para calcularla y abonarla
establece el artículo 34 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.

SECCIÓN 2.ª RESOLUCIÓN

Artículo 87. Actuaciones complementarias.
Antes de dictar resolución, el órgano competente para resolver podrá decidir, mediante acuerdo motivado, la
realización de las actuaciones complementarias indispensables para resolver el procedimiento. No tendrán la
consideración de actuaciones complementarias los informes que preceden inmediatamente a la resolución
final del procedimiento. El acuerdo de realización de actuaciones complementarias se notificará a los
interesados, concediéndoseles un plazo de siete días para formular las alegaciones que tengan por pertinentes
tras la finalización de las mismas. Las actuaciones complementarias deberán practicarse en un plazo no
superior a quince días. El plazo para resolver el procedimiento quedará suspendido hasta la terminación de
las actuaciones complementarias.

Artículo 88. Contenido.
1. La resolución que ponga fin al procedimiento decidirá todas las cuestiones planteadas por los interesados y
aquellas otras derivadas del mismo. Cuando se trate de cuestiones conexas que no hubieran sido planteadas
por los interesados, el órgano competente podrá pronunciarse sobre las mismas, poniéndolo antes de
manifiesto a aquéllos por un plazo no superior a quince días, para que formulen las alegaciones que estimen
pertinentes y aporten, en su caso, los medios de prueba.

2. En los procedimientos tramitados a solicitud del interesado, la resolución será congruente con las
peticiones formuladas por éste, sin que en ningún caso pueda agravar su situación inicial y sin perjuicio de la
potestad de la Administración de incoar de oficio un nuevo procedimiento, si procede.

3. Las resoluciones contendrán la decisión, que será motivada en los casos a que se refiere el artículo 35.
Expresarán, además, los recursos que contra la misma procedan, órgano administrativo o judicial ante el que
hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar
cualquier otro que estimen oportuno.

4. Sin perjuicio de la forma y lugar señalados por el interesado para la práctica de las notificaciones, la
resolución del procedimiento se dictará electrónicamente y garantizará la identidad del órgano competente,
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así como la autenticidad e integridad del documento que se formalice mediante el empleo de alguno de los
instrumentos previstos en esta Ley.

5. En ningún caso podrá la Administración abstenerse de resolver so pretexto de silencio, oscuridad o
insuficiencia de los preceptos legales aplicables al caso, aunque podrá acordarse la inadmisión de las
solicitudes de reconocimiento de derechos no previstos en el ordenamiento jurídico o manifiestamente
carentes de fundamento, sin perjuicio del derecho de petición previsto por el artículo 29 de la Constitución.

6. La aceptación de informes o dictámenes servirá de motivación a la resolución cuando se incorporen al texto
de la misma.

7. Cuando la competencia para instruir y resolver un procedimiento no recaiga en un mismo órgano, será
necesario que el instructor eleve al órgano competente para resolver una propuesta de resolución. En los
procedimientos de carácter sancionador, la propuesta de resolución deberá ser notificada a los interesados en
los términos previstos en el artículo siguiente.

Artículo 89. Propuesta de resolución en los procedimientos de carácter sancionador.
1. El órgano instructor resolverá la finalización del procedimiento, con archivo de las actuaciones, sin que sea
necesaria la formulación de la propuesta de resolución, cuando en la instrucción procedimiento se ponga de
manifiesto que concurre alguna de las siguientes circunstancias:

a) La inexistencia de los hechos que pudieran constituir la infracción.

b) Cuando los hechos no resulten acreditados.

c) Cuando los hechos probados no constituyan, de modo manifiesto, infracción administrativa.

d) Cuando no exista o no se haya podido identificar a la persona o personas responsables o bien aparezcan
exentos de responsabilidad.

e) Cuando se concluyera, en cualquier momento, que ha prescrito la infracción.

2. En el caso de procedimientos de carácter sancionador, una vez concluida la instrucción del procedimiento,
el órgano instructor formulará una propuesta de resolución que deberá ser notificada a los interesados. La
propuesta de resolución deberá indicar la puesta de manifiesto del procedimiento y el plazo para formular
alegaciones y presentar los documentos e informaciones que se estimen pertinentes.

3. En la propuesta de resolución se fijarán de forma motivada los hechos que se consideren probados y su
exacta calificación jurídica, se determinará la infracción que, en su caso, aquéllos constituyan, la persona o
personas responsables y la sanción que se proponga, la valoración de las pruebas practicadas, en especial
aquellas que constituyan los fundamentos básicos de la decisión, así como las medidas provisionales que, en
su caso, se hubieran adoptado. Cuando la instrucción concluya la inexistencia de infracción o responsabilidad
y no se haga uso de la facultad prevista en el apartado primero, la propuesta declarará esa circunstancia.

Artículo 90. Especialidades de la resolución en los procedimientos sancionadores.
1. En el caso de procedimientos de carácter sancionador, además del contenido previsto en los dos artículos
anteriores, la resolución incluirá la valoración de las pruebas practicadas, en especial aquellas que
constituyan los fundamentos básicos de la decisión, fijarán los hechos y, en su caso, la persona o personas
responsables, la infracción o infracciones cometidas y la sanción o sanciones que se imponen, o bien la
declaración de no existencia de infracción o responsabilidad.

2. En la resolución no se podrán aceptar hechos distintos de los determinados en el curso del procedimiento,
con independencia de su diferente valoración jurídica. No obstante, cuando el órgano competente para
resolver considere que la infracción o la sanción revisten mayor gravedad que la determinada en la propuesta
de resolución, se notificará al inculpado para que aporte cuantas alegaciones estime convenientes en el plazo
de quince días.
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3. La resolución que ponga fin al procedimiento será ejecutiva cuando no quepa contra ella ningún recurso
ordinario en vía administrativa, pudiendo adoptarse en la misma las disposiciones cautelares precisas para
garantizar su eficacia en tanto no sea ejecutiva y que podrán consistir en el mantenimiento de las medidas
provisionales que en su caso se hubieran adoptado. Cuando la resolución sea ejecutiva, se podrá suspender
cautelarmente, si el interesado manifiesta a la Administración su intención de interponer recurso contencioso-
administrativo contra la resolución firme en vía administrativa. Dicha suspensión cautelar finalizará cuando:

a) Haya transcurrido el plazo legalmente previsto sin que el interesado haya interpuesto recurso
contencioso-administrativo.

b) Habiendo el interesado interpuesto recurso contencioso-administrativo:

1.º No se haya solicitado en el mismo trámite la suspensión cautelar de la resolución impugnada.

2.º El órgano judicial se pronuncie sobre la suspensión cautelar solicitada, en los términos previstos en
ella.

4. Cuando las conductas sancionadas hubieran causado daños o perjuicios a las Administraciones y la cuantía
destinada a indemnizar estos daños no hubiera quedado determinada en el expediente, se fijará mediante un
procedimiento complementario, cuya resolución será inmediatamente ejecutiva. Este procedimiento será
susceptible de terminación convencional, pero ni ésta ni la aceptación por el infractor de la resolución que
pudiera recaer implicarán el reconocimiento voluntario de su responsabilidad. La resolución del
procedimiento pondrá fin a la vía administrativa.

Artículo 91. Especialidades de la resolución en los procedimientos en materia de responsabilidad 
patrimonial.
1. Una vez recibido, en su caso, el dictamen al que se refiere el artículo 81.2 o, cuando éste no sea preceptivo,
una vez finalizado el trámite de audiencia, el órgano competente resolverá o someterá la propuesta de acuerdo
para su formalización por el interesado y por el órgano administrativo competente para suscribirlo. Cuando
no se estimase procedente formalizar la propuesta de terminación convencional, el órgano competente
resolverá en los términos previstos en el apartado siguiente.

2. Además de lo previsto en el artículo 88, en los casos de procedimientos de responsabilidad patrimonial,
será necesario que la resolución se pronuncie sobre la existencia o no de la relación de causalidad entre el
funcionamiento del servicio público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración del daño causado,
la cuantía y el modo de la indemnización, cuando proceda, de acuerdo con los criterios que para calcularla y
abonarla se establecen en el artículo 34 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.

3. Transcurridos seis meses desde que se inició el procedimiento sin que haya recaído y se notifique
resolución expresa o, en su caso, se haya formalizado el acuerdo, podrá entenderse que la resolución es
contraria a la indemnización del particular.

Artículo 92. Competencia para la resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
En el ámbito de la Administración General del Estado, los procedimientos de responsabilidad patrimonial se
resolverán por el Ministro respectivo o por el Consejo de Ministros en los casos del artículo 32.3 de la Ley de
Régimen Jurídico del Sector Público o cuando una ley así lo disponga. En el ámbito autonómico y local, los
procedimientos de responsabilidad patrimonial se resolverán por los órganos correspondientes de las
Comunidades Autónomas o de las Entidades que integran la Administración Local. En el caso de las Entidades
de Derecho Público, las normas que determinen su régimen jurídico podrán establecer los órganos a quien
corresponde la resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial. En su defecto, se aplicarán
las normas previstas en este artículo.
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SECCIÓN 3.ª DESISTIMIENTO Y RENUNCIA

Artículo 93. Desistimiento por la Administración.
En los procedimientos iniciados de oficio, la Administración podrá desistir, motivadamente, en los supuestos y
con los requisitos previstos en las Leyes.

Artículo 94. Desistimiento y renuncia por los interesados.
1. Todo interesado podrá desistir de su solicitud o, cuando ello no esté prohibido por el ordenamiento
jurídico, renunciar a sus derechos.

2. Si el escrito de iniciación se hubiera formulado por dos o más interesados, el desistimiento o la renuncia
sólo afectará a aquellos que la hubiesen formulado.

3. Tanto el desistimiento como la renuncia podrán hacerse por cualquier medio que permita su constancia,
siempre que incorpore las firmas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable.

4. La Administración aceptará de plano el desistimiento o la renuncia, y declarará concluso el procedimiento
salvo que, habiéndose personado en el mismo terceros interesados, instasen éstos su continuación en el plazo
de diez días desde que fueron notificados del desistimiento o renuncia.

5. Si la cuestión suscitada por la incoación del procedimiento entrañase interés general o fuera conveniente
sustanciarla para su definición y esclarecimiento, la Administración podrá limitar los efectos del
desistimiento o la renuncia al interesado y seguirá el procedimiento.

SECCIÓN 4.ª CADUCIDAD

Artículo 95. Requisitos y efectos.
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa
imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad
del procedimiento. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias
para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al
interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.

2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de
trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto
que la pérdida de su derecho al referido trámite.

3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración,
pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los casos en los que sea
posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no haberse producido la prescripción, podrán
incorporarse a éste los actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido la
caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán cumplimentarse los trámites de alegaciones,
proposición de prueba y audiencia al interesado.

4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o
fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.

TÍTULO V DE LA REVISIÓN DE LOS ACTOS EN VÍA ADMINISTRATIVA

CAPÍTULO I REVISIÓN DE OFICIO

Artículo 106. Revisión de disposiciones y actos nulos.
1. Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, y
previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma,
si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía
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administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 47.1.

2. Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable del
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán declarar
la nulidad de las disposiciones administrativas en los supuestos previstos en el artículo 47.2.

3. El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las
solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de Estado u órgano
consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del
artículo 47.1 o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto de que se hubieran
desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.

4. Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una disposición o acto, podrán establecer, en la
misma resolución, las indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstancias
previstas en los artículos 32.2 y 34.1 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público sin perjuicio de que,
tratándose de una disposición, subsistan los actos firmes dictados en aplicación de la misma.

5. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del plazo de seis meses desde su inicio
sin dictarse resolución producirá la caducidad del mismo. Si el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud
de interesado, se podrá entender la misma desestimada por silencio administrativo.

Artículo 107. Declaración de lesividad de actos anulables.
1. Las Administraciones Públicas podrán impugnar ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo
los actos favorables para los interesados que sean anulables conforme a lo dispuesto en el artículo 48, previa
su declaración de lesividad para el interés público.

2. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto
administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo, en los
términos establecidos por el artículo 82. Sin perjuicio de su examen como presupuesto procesal de
admisibilidad de la acción en el proceso judicial correspondiente, la declaración de lesividad no será
susceptible de recurso, si bien podrá notificarse a los interesados a los meros efectos informativos.

3. Transcurrido el plazo de seis meses desde la iniciación del procedimiento sin que se hubiera declarado la
lesividad, se producirá la caducidad del mismo.

4. Si el acto proviniera de la Administración General del Estado o de las Comunidades Autónomas, la
declaración de lesividad se adoptará por el órgano de cada Administración competente en la materia.

5. Si el acto proviniera de las entidades que integran la Administración Local, la declaración de lesividad se
adoptará por el Pleno de la Corporación o, en defecto de éste, por el órgano colegiado superior de la entidad.

Artículo 108. Suspensión.
Iniciado el procedimiento de revisión de oficio al que se refieren los artículos 106 y 107, el órgano competente
para declarar la nulidad o lesividad, podrá suspender la ejecución del acto, cuando ésta pudiera causar
perjuicios de imposible o difícil reparación.

Artículo 109. Revocación de actos y rectificación de errores.
1. Las Administraciones Públicas podrán revocar, mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción, sus
actos de gravamen o desfavorables, siempre que tal revocación no constituya dispensa o exención no
permitida por las leyes, ni sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico.

2. Las Administraciones Públicas podrán, asimismo, rectificar en cualquier momento, de oficio o a instancia
de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos.
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Artículo 110. Límites de la revisión.
Las facultades de revisión establecidas en este Capítulo, no podrán ser ejercidas cuando por prescripción de
acciones, por el tiempo transcurrido o por otras circunstancias, su ejercicio resulte contrario a la equidad, a la
buena fe, al derecho de los particulares o a las leyes.

Artículo 111.
Competencia para la revisión de oficio de las disposiciones y de actos nulos y anulables en la Administración
General del Estado. En el ámbito estatal, serán competentes para la revisión de oficio de las disposiciones y los
actos administrativos nulos y anulables:

a) El Consejo de Ministros, respecto de sus propios actos y disposiciones y de los actos y disposiciones
dictados por los Ministros.

b) En la Administración General del Estado:

1.º Los Ministros, respecto de los actos y disposiciones de los Secretarios de Estado y de los dictados por
órganos directivos de su Departamento no dependientes de una Secretaría de Estado.

2.º Los Secretarios de Estado, respecto de los actos y disposiciones dictados por los órganos directivos de
ellos dependientes.

c) En los Organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de la Administración
General del Estado:

1.º Los órganos a los que estén adscritos los Organismos públicos y entidades de derecho público, respecto
de los actos y disposiciones dictados por el máximo órgano rector de éstos.

2.º Los máximos órganos rectores de los Organismos públicos y entidades de derecho público, respecto de
los actos y disposiciones dictados por los órganos de ellos dependientes.

CAPÍTULO II RECURSOS ADMINISTRATIVOS

SECCIÓN 1.ª PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 112. Objeto y clases.
1. Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo del
asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio
irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los interesados los recursos de alzada y
potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos
en los artículos 47 y 48 de esta Ley. La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los
interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento.

2. Las leyes podrán sustituir el recurso de alzada, en supuestos o ámbitos sectoriales determinados, y cuando
la especificidad de la materia así lo justifique, por otros procedimientos de impugnación, reclamación,
conciliación, mediación y arbitraje, ante órganos colegiados o Comisiones específicas no sometidas a
instrucciones jerárquicas, con respeto a los principios, garantías y plazos que la presente Ley reconoce a las
personas y a los interesados en todo procedimiento administrativo. En las mismas condiciones, el recurso de
reposición podrá ser sustituido por los procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, respetando su
carácter potestativo para el interesado. La aplicación de estos procedimientos en el ámbito de la
Administración Local no podrá suponer el desconocimiento de las facultades resolutorias reconocidas a los
órganos representativos electos establecidos por la Ley.

3. Contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía administrativa. Los
recursos contra un acto administrativo que se funden únicamente en la nulidad de alguna disposición
administrativa de carácter general podrán interponerse directamente ante el órgano que dictó dicha
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disposición.

4. Las reclamaciones económico-administrativas se ajustarán a los procedimientos establecidos por su
legislación específica.

Artículo 113. Recurso extraordinario de revisión.
Contra los actos firmes en vía administrativa, sólo procederá el recurso extraordinario de revisión cuando
concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 125.1.

Artículo 114. Fin de la vía administrativa.
1. Ponen fin a la vía administrativa:

a) Las resoluciones de los recursos de alzada.

b) Las resoluciones de los procedimientos a que se refiere el artículo 112.2.

c) Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior jerárquico, salvo que una Ley
establezca lo contrario.

d) Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de finalizadores del
procedimiento.

e) La resolución administrativa de los procedimientos de responsabilidad patrimonial, cualquiera que
fuese el tipo de relación, pública o privada, de que derive.

f) La resolución de los procedimientos complementarios en materia sancionadora a los que se refiere el
artículo 90.4.

g) Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal o reglamentaria así lo
establezca.

2. Además de lo previsto en el apartado anterior, en el ámbito estatal ponen fin a la vía administrativa los actos
y resoluciones siguientes:

a) Los actos administrativos de los miembros y órganos del Gobierno.

b) Los emanados de los Ministros y los Secretarios de Estado en el ejercicio de las competencias que tienen
atribuidas los órganos de los que son titulares.

c) Los emanados de los órganos directivos con nivel de Director general o superior, en relación con las
competencias que tengan atribuidas en materia de personal.

d) En los Organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de la
Administración General del Estado, los emanados de los máximos órganos de dirección unipersonales o
colegiados, de acuerdo con lo que establezcan sus estatutos, salvo que por ley se establezca otra cosa.

Artículo 115. Interposición de recurso.
1. La interposición del recurso deberá expresar:

a) El nombre y apellidos del recurrente, así como la identificación personal del mismo.

b) El acto que se recurre y la razón de su impugnación.

c) Lugar, fecha, firma del recurrente, identificación del medio y, en su caso, del lugar que se señale a
efectos de notificaciones.

d) Órgano, centro o unidad administrativa al que se dirige y su correspondiente código de identificación.

e) Las demás particularidades exigidas, en su caso, por las disposiciones específicas.

2. El error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su
tramitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter.

3. Los vicios y defectos que hagan anulable un acto no podrán ser alegados por quienes los hubieren causado.
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Artículo 116. Causas de inadmisión.
Serán causas de inadmisión las siguientes:

a) Ser incompetente el órgano administrativo, cuando el competente perteneciera a otra Administración
Pública. El recurso deberá remitirse al órgano competente, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14.1 de
la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.

b) Carecer de legitimación el recurrente.

c) Tratarse de un acto no susceptible de recurso.

d) Haber transcurrido el plazo para la interposición del recurso.

e) Carecer el recurso manifiestamente de fundamento.

Artículo 117. Suspensión de la ejecución.
1. La interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una disposición establezca lo contrario,
no suspenderá la ejecución del acto impugnado.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el órgano a quien competa resolver el recurso, previa
ponderación, suficientemente razonada, entre el perjuicio que causaría al interés público o a terceros la
suspensión y el ocasionado al recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del acto recurrido,
podrá suspender, de oficio o a solicitud del recurrente, la ejecución del acto impugnado cuando concurran
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.

b) Que la impugnación se fundamente en alguna de las causas de nulidad de pleno derecho previstas en el
artículo 47.1 de esta Ley.

3. La ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida si transcurrido un mes desde que la solicitud de
suspensión haya tenido entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para
decidir sobre la misma, el órgano a quien competa resolver el recurso no ha dictado y notificado resolución
expresa al respecto. En estos casos, no será de aplicación lo establecido en el artículo 21.4 segundo párrafo, de
esta Ley.

4. Al dictar el acuerdo de suspensión podrán adoptarse las medidas cautelares que sean necesarias para
asegurar la protección del interés público o de terceros y la eficacia de la resolución o el acto impugnado.
Cuando de la suspensión puedan derivarse perjuicios de cualquier naturaleza, aquélla sólo producirá efectos
previa prestación de caución o garantía suficiente para responder de ellos, en los términos establecidos
reglamentariamente. La suspensión se prolongará después de agotada la vía administrativa cuando,
habiéndolo solicitado previamente el interesado, exista medida cautelar y los efectos de ésta se extiendan a la
vía contencioso-administrativa. Si el interesado interpusiera recurso contencioso-administrativo, solicitando
la suspensión del acto objeto del proceso, se mantendrá la suspensión hasta que se produzca el
correspondiente pronunciamiento judicial sobre la solicitud.

5. Cuando el recurso tenga por objeto la impugnación de un acto administrativo que afecte a una pluralidad
indeterminada de personas, la suspensión de su eficacia habrá de ser publicada en el periódico oficial en que
aquél se insertó.

Artículo 118. Audiencia de los interesados.
1. Cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no recogidos en el expediente originario,
se pondrán de manifiesto a los interesados para que, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince,
formulen las alegaciones y presenten los documentos y justificantes que estimen procedentes. No se tendrán
en cuenta en la resolución de los recursos, hechos, documentos o alegaciones del recurrente, cuando
habiendo podido aportarlos en el trámite de alegaciones no lo haya hecho. Tampoco podrá solicitarse la
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práctica de pruebas cuando su falta de realización en el procedimiento en el que se dictó la resolución
recurrida fuera imputable al interesado.

2. Si hubiera otros interesados se les dará, en todo caso, traslado del recurso para que en el plazo antes citado,
aleguen cuanto estimen procedente.

3. El recurso, los informes y las propuestas no tienen el carácter de documentos nuevos a los efectos de este
artículo. Tampoco lo tendrán los que los interesados hayan aportado al expediente antes de recaer la
resolución impugnada.

Artículo 119. Resolución.
1. La resolución del recurso estimará en todo o en parte o desestimará las pretensiones formuladas en el
mismo o declarará su inadmisión.

2. Cuando existiendo vicio de forma no se estime procedente resolver sobre el fondo se ordenará la
retroacción del procedimiento al momento en el que el vicio fue cometido, sin perjuicio de que eventualmente
pueda acordarse la convalidación de actuaciones por el órgano competente para ello, de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 52.

3. El órgano que resuelva el recurso decidirá cuantas cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee el
procedimiento, hayan sido o no alegadas por los interesados. En este último caso se les oirá previamente. No
obstante, la resolución será congruente con las peticiones formuladas por el recurrente, sin que en ningún
caso pueda agravarse su situación inicial.

Artículo 120. Pluralidad de recursos administrativos.
1. Cuando deban resolverse una pluralidad de recursos administrativos que traigan causa de un mismo acto
administrativo y se hubiera interpuesto un recurso judicial contra una resolución administrativa o bien contra
el correspondiente acto presunto desestimatorio, el órgano administrativo podrá acordar la suspensión del
plazo para resolver hasta que recaiga pronunciamiento judicial.

2. El acuerdo de suspensión deberá ser notificado a los interesados, quienes podrán recurrirlo. La
interposición del correspondiente recurso por un interesado, no afectará a los restantes procedimientos de
recurso que se encuentren suspendidos por traer causa del mismo acto administrativo.

3. Recaído el pronunciamiento judicial, será comunicado a los interesados y el órgano administrativo
competente para resolver podrá dictar resolución sin necesidad de realizar ningún trámite adicional, salvo el
de audiencia, cuando proceda.

SECCIÓN 2.ª RECURSO DE ALZADA

Artículo 121. Objeto.
1. Las resoluciones y actos a que se refiere el artículo 112.1, cuando no pongan fin a la vía administrativa,
podrán ser recurridos en alzada ante el órgano superior jerárquico del que los dictó. A estos efectos, los
Tribunales y órganos de selección del personal al servicio de las Administraciones Públicas y cualesquiera
otros que, en el seno de éstas, actúen con autonomía funcional, se considerarán dependientes del órgano al
que estén adscritos o, en su defecto, del que haya nombrado al presidente de los mismos.

2. El recurso podrá interponerse ante el órgano que dictó el acto que se impugna o ante el competente para
resolverlo. Si el recurso se hubiera interpuesto ante el órgano que dictó el acto impugnado, éste deberá
remitirlo al competente en el plazo de diez días, con su informe y con una copia completa y ordenada del
expediente. El titular del órgano que dictó el acto recurrido será responsable directo del cumplimiento de lo
previsto en el párrafo anterior.
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Artículo 122. Plazos.
1. El plazo para la interposición del recurso de alzada será de un mes, si el acto fuera expreso. Transcurrido
dicho plazo sin haberse interpuesto el recurso, la resolución será firme a todos los efectos. Si el acto no fuera
expreso el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso de alzada en cualquier momento
a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del
silencio administrativo.

2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres meses. Transcurrido este plazo sin que
recaiga resolución, se podrá entender desestimado el recurso, salvo en el supuesto previsto en el artículo 24.1,
tercer párrafo.

3. Contra la resolución de un recurso de alzada no cabrá ningún otro recurso administrativo, salvo el recurso
extraordinario de revisión, en los casos establecidos en el artículo 125.1.

SECCIÓN 3.ª RECURSO POTESTATIVO DE REPOSICIÓN

Artículo 123. Objeto y naturaleza.
1. Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos potestativamente en
reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden
jurisdiccional contencioso-administrativo.

2. No se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que sea resuelto expresamente o se haya
producido la desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto.

Artículo 124. Plazos.
1. El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes, si el acto fuera expreso.
Transcurrido dicho plazo, únicamente podrá interponerse recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio,
en su caso, de la procedencia del recurso extraordinario de revisión. Si el acto no fuera expreso, el solicitante
y otros posibles interesados podrán interponer recurso de reposición en cualquier momento a partir del día
siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el acto presunto.

2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de un mes.

3. Contra la resolución de un recurso de reposición no podrá interponerse de nuevo dicho recurso.

SECCIÓN 4.ª RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN

Artículo 125. Objeto y plazos.
1. Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse el recurso extraordinario de revisión ante
el órgano administrativo que los dictó, que también será el competente para su resolución, cuando concurra
alguna de las circunstancias siguientes:

a) Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos
incorporados al expediente.

b) Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean
posteriores, evidencien el error de la resolución recurrida.

c) Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por
sentencia judicial firme, anterior o posterior a aquella resolución.

d) Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia,
maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judicial
firme.

2. El recurso extraordinario de revisión se interpondrá, cuando se trate de la causa a) del apartado anterior,
dentro del plazo de cuatro años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada. En los
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demás casos, el plazo será de tres meses a contar desde el conocimiento de los documentos o desde que la
sentencia judicial quedó firme.

3. Lo establecido en el presente artículo no perjudica el derecho de los interesados a formular la solicitud y la
instancia a que se refieren los artículos 106 y 109.2 de la presente Ley ni su derecho a que las mismas se
sustancien y resuelvan.

Artículo 126. Resolución.
1. El órgano competente para la resolución del recurso podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite,
sin necesidad de recabar dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma,
cuando el mismo no se funde en alguna de las causas previstas en el apartado 1 del artículo anterior o en el
supuesto de que se hubiesen desestimado en cuanto al fondo otros recursos sustancialmente iguales.

2. El órgano al que corresponde conocer del recurso extraordinario de revisión debe pronunciarse no sólo
sobre la procedencia del recurso, sino también, en su caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el acto
recurrido.

3. Transcurrido el plazo de tres meses desde la interposición del recurso extraordinario de revisión sin
haberse dictado y notificado la resolución, se entenderá desestimado, quedando expedita la vía jurisdiccional
contencioso-administrativa.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 6

1 ¿Cuándo se puede interponer recurso extraordinario de revisión?

A) Sólo puede interponerse ante reclamaciones de responsabilidad patrimonial.

B) Cuando se interponga ante el órgano administrativo que lo dictó u otro del mismo rango y por cualquier 
circunstancia.

C) Cuando en la resolución hayan influido esencialmente documentación o testimonios declarados falsos por 
sentencia judicial firme.

D) Ninguna de las respuestas es correcta.
Servicio Canario de la Salud, 2016

2 El artículo 119 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común, determina que cuando exista 
un vicio de forma en un recurso administrativo, se podrá convalidar actuaciones de acuerdo con el artículo:

A) 54.

B) 80.

C) 52.

D) No se podrán convalidar actuaciones si existe vicio de forma.
Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife, 2016

3 A tenor de lo dispuesto en el art. 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre (LPACAP), el plazo para interponer 
recurso potestativo de reposición:

A) Será de tres meses, si el acto fuera expreso.

B) Será de un mes, si el acto fuera expreso.

C) Será de un mes, si el acto fuera expreso y de seis meses si el acto no fuera expreso.

D) Si el acto no fuera expreso, el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso de reposición 
en el plazo de un mes a partir del día siguiente a aquel en que de acuerdo con su normativa específica, se 
produzca el acto presunto.

Ayuntamiento de Santander, 2023
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4 Según el art. 116 de la Ley 39/2015, es causa de inadmisión de los recursos administrativos:

A) Carecer de legitimación el órgano recurrido

B) Carecer el recurso manifiestamente de fundamento

C) Carecer el recurso de la debida calificación del recurso por parte del recurrente

D) Carecer el recurso de acreditación de la representación
Ayuntamiento de Barbadás, 2020

5 Según lo establecido en la Ley 39/2015, señale la respuesta correcta:

A) Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos potestativamente en 
reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo.

B) Los actos administrativos que no pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos en alzada ante el 
órgano superior jerárquico del que los dictó o ser impugnados directamente ante el orden jurisdiccional 
contencioso-administrativo.

C) Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos en alzada ante el órgano 
superior jerárquico del que los dictó o potestativamente en reposición ante el mismo órgano que los hubiera 
dictado.

D) Los actos administrativos que no pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos en alzada o en 
reposición ante el órgano superior jerárquico del que los dictó.

AGE, 2016
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Soluciones — Tema 6 Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 125 LPACAP pág. 52 Este recurso solo procede frente a actos firmes en vía administrativa y por motivos
tasados muy concretos. Uno de ellos es que la resolución se apoyara de forma decisiva en documentos o
declaraciones que después una sentencia judicial firme considera falsos. Junto a este caso, la ley admite
también el error de hecho que conste en el propio expediente, la aparición de documentos esenciales
posteriores y los actos viciados por delitos como prevaricación o cohecho. No vale, por tanto, cualquier
circunstancia ni se limita a la responsabilidad patrimonial.

2 C Art. 119 LPACAP pág. 51 Cuando al resolver un recurso se aprecia un defecto de forma y no procede entrar
en el fondo, lo habitual es retrotraer el procedimiento al momento en que se cometió el error. No obstante, el
órgano competente para resolver puede subsanar y dar validez a lo actuado mediante la convalidación,
corrigiendo el vicio que afectaba al acto. Esa convalidación se realiza conforme a las reglas previstas para los
actos anulables, que permiten enmendar el defecto y mantener la actuación.

3 B Art. 124 LPACAP pág. 52 El recurso de reposición es voluntario y se presenta ante el mismo órgano que dictó
el acto. Cuando el acto es expreso, quien recurre dispone de un mes contado desde el día siguiente a la
notificación o publicación. En cambio, si no hay resolución expresa y opera el silencio, puede recurrirse en
cualquier momento desde que se produce el acto presunto, sin sujeción a plazo fijo. Por eso fijar seis meses o un
mes para el acto presunto desvirtúa la norma.

4 B Art. 116 LPACAP pág. 50 Un recurso administrativo puede rechazarse de entrada, sin examinar el fondo,
cuando carece de modo evidente de cualquier base que lo sostenga. La norma enumera causas tasadas: que el
acto no admita recurso, que se presente fuera de plazo, que falte legitimación en quien recurre o que el órgano
sea incompetente. A ello se suma la falta manifiesta de fundamento. Conviene precisar que la legitimación que
se exige es la del recurrente, no la del órgano que dictó el acto.

5 A Art. 123 LPACAP pág. 52 Cuando una resolución agota la vía administrativa, el interesado puede elegir: pedir
al mismo órgano que reconsidere su decisión, de forma voluntaria, o acudir directamente a los tribunales
contencioso-administrativos. Esa reconsideración voluntaria es el recurso de reposición. Debe distinguirse del
recurso de alzada, que procede frente a actos que aún no agotan la vía administrativa y se dirige al órgano
superior jerárquico, sin posibilidad de saltar directamente al tribunal.

Practica con más de 550 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 6, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/ing-industrial-a2-cabildo-fuerteventura

SolucionesTema 6 · Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: finalización del…

6

TEMARIO Ingeniero/a Técnico/a Industrial (Temas generales) · Cabildo Insular de Fuerteventura · oposicionesexpress.com pág. 55

https://haztefuncionario.com/test?oposicion=ing-industrial-a2-cabildo-fuerteventura&temaOficialId=113020238114424&temaNum=6&utm_source=temario-tema


TEMAS GENERALES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

7
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: de los 
distintos tipos de contratos de las Administraciones Públicas. Del contrato de 
obras.

Qué entra en este tema

LCSP · Ley 9/2017 contratos del sector público
arts. 12 a 18 y 231 a 246 · 23 artículos

23 artículos · empieza en la pág. 56

Lo más preguntado de este tema

Art. 16 LCSP 49
Art. 237 LCSP 16
Art. 15 LCSP 14
Art. 12 LCSP 13
Art. 17 LCSP 13

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 157 sobre el tema entero.

LCSP
Ley 9/2017 contratos del sector público
En este tema: arts. 12 a 18 y 231 a 246 · 23 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2017-12902

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO II CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO

SECCIÓN 1.ª DELIMITACIÓN DE LOS TIPOS CONTRACTUALES

Artículo 12. Calificación de los contratos.
1. Los contratos de obras, concesión de obras, concesión de servicios, suministro y servicios que celebren las
entidades pertenecientes al sector público se calificarán de acuerdo con las normas contenidas en la presente
sección.

2. Los restantes contratos del sector público se calificarán según las normas de derecho administrativo o de
derecho privado que les sean de aplicación.

Artículo 13. Contrato de obras.
1. Son contratos de obras aquellos que tienen por objeto uno de los siguientes:

a) La ejecución de una obra, aislada o conjuntamente con la redacción del proyecto, o la realización de
alguno de los trabajos enumerados en el Anexo I.

b) La realización, por cualquier medio, de una obra que cumpla los requisitos fijados por la entidad del
sector público contratante que ejerza una influencia decisiva en el tipo o el proyecto de la obra.

2. Por «obra» se entenderá el resultado de un conjunto de trabajos de construcción o de ingeniería civil,
destinado a cumplir por sí mismo una función económica o técnica, que tenga por objeto un bien inmueble.
También se considerará «obra» la realización de trabajos que modifiquen la forma o sustancia del terreno o de
su vuelo, o de mejora del medio físico o natural.

3. Los contratos de obras se referirán a una obra completa, entendiendo por esta la susceptible de ser
entregada al uso general o al servicio correspondiente, sin perjuicio de las ampliaciones de que
posteriormente pueda ser objeto y comprenderá todos y cada uno de los elementos que sean precisos para la
utilización de la obra. No obstante lo anterior, podrán contratarse obras definidas mediante proyectos
independientes relativos a cada una de las partes de una obra completa, siempre que estas sean susceptibles
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de utilización independiente, en el sentido del uso general o del servicio, o puedan ser sustancialmente
definidas y preceda autorización administrativa del órgano de contratación que funde la conveniencia de la
referida contratación. Se podrán celebrar contratos de obras sin referirse a una obra completa en los
supuestos previstos en el apartado 4 del artículo 30 de la presente Ley cuando la responsabilidad de la obra
completa corresponda a la Administración por tratarse de un supuesto de ejecución de obras por la propia
Administración Pública.

Artículo 14. Contrato de concesión de obras.
1. La concesión de obras es un contrato que tiene por objeto la realización por el concesionario de algunas de
las prestaciones a que se refiere el artículo anterior, incluidas las de restauración y reparación de
construcciones existentes, así como la conservación y mantenimiento de los elementos construidos, y en el
que la contraprestación a favor de aquel consiste, o bien únicamente en el derecho a explotar la obra en el
sentido del apartado cuarto siguiente, o bien en dicho derecho acompañado del de percibir un precio.

2. El contrato podrá comprender, además, el siguiente contenido:

a) La adecuación, reforma y modernización de la obra para adaptarla a las características técnicas y
funcionales requeridas para la correcta prestación de los servicios o la realización de las actividades
económicas a las que sirve de soporte material.

b) Las actuaciones de reposición y gran reparación que sean exigibles en relación con los elementos que ha
de reunir cada una de las obras para mantenerse apta a fin de que los servicios y actividades a los que
aquellas sirven puedan ser desarrollados adecuadamente de acuerdo con las exigencias económicas y las
demandas sociales.

3. El contrato de concesión de obras podrá también prever que el concesionario esté obligado a proyectar,
ejecutar, conservar, reponer y reparar aquellas obras que sean accesorias o estén vinculadas con la principal y
que sean necesarias para que esta cumpla la finalidad determinante de su construcción y que permitan su
mejor funcionamiento y explotación, así como a efectuar las actuaciones ambientales relacionadas con las
mismas que en ellos se prevean. En el supuesto de que las obras vinculadas o accesorias puedan ser objeto de
explotación o aprovechamiento económico, estos corresponderán al concesionario conjuntamente con la
explotación de la obra principal, en la forma determinada por los pliegos respectivos.

4. El derecho de explotación de las obras, a que se refiere el apartado primero de este artículo, deberá implicar
la transferencia al concesionario de un riesgo operacional en la explotación de dichas obras abarcando el
riesgo de demanda o el de suministro, o ambos. Se entiende por riesgo de demanda el que se debe a la
demanda real de las obras o servicios objeto del contrato y riesgo de suministro el relativo al suministro de las
obras o servicios objeto del contrato, en particular el riesgo de que la prestación de los servicios no se ajuste a
la demanda. Se considerará que el concesionario asume un riesgo operacional cuando no esté garantizado
que, en condiciones normales de funcionamiento, el mismo vaya a recuperar las inversiones realizadas ni a
cubrir los costes en que hubiera incurrido como consecuencia de la explotación de las obras que sean objeto
de la concesión. La parte de los riesgos transferidos al concesionario debe suponer una exposición real a las
incertidumbres del mercado que implique que cualquier pérdida potencial estimada en que incurra el
concesionario no es meramente nominal o desdeñable.

Artículo 15. Contrato de concesión de servicios.
1. El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud uno o varios poderes adjudicadores
encomiendan a título oneroso a una o varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya
prestación sea de su titularidad o competencia, y cuya contrapartida venga constituida bien por el derecho a
explotar los servicios objeto del contrato o bien por dicho derecho acompañado del de percibir un precio.

2. El derecho de explotación de los servicios implicará la transferencia al concesionario del riesgo
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operacional, en los términos señalados en el apartado cuarto del artículo anterior.

Artículo 16. Contrato de suministro.
1. Son contratos de suministro los que tienen por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el
arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra b) del apartado 3 de este artículo respecto de los contratos que
tengan por objeto programas de ordenador, no tendrán la consideración de contrato de suministro los
contratos relativos a propiedades incorporales o valores negociables.

3. En todo caso, se considerarán contratos de suministro los siguientes:

a) Aquellos en los que el empresario se obligue a entregar una pluralidad de bienes de forma sucesiva y por
precio unitario sin que la cuantía total se defina con exactitud al tiempo de celebrar el contrato, por estar
subordinadas las entregas a las necesidades del adquirente.

b) Los que tengan por objeto la adquisición y el arrendamiento de equipos y sistemas de
telecomunicaciones o para el tratamiento de la información, sus dispositivos y programas, y la cesión del
derecho de uso de estos últimos, en cualquiera de sus modalidades de puesta a disposición, a excepción de
los contratos de adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida, que se considerarán
contratos de servicios.

c) Los de fabricación, por los que la cosa o cosas que hayan de ser entregadas por el empresario deban ser
elaboradas con arreglo a características peculiares fijadas previamente por la entidad contratante, aun
cuando esta se obligue a aportar, total o parcialmente, los materiales precisos.

d) Los que tengan por objeto la adquisición de energía primaria o energía transformada.

Artículo 17. Contrato de servicios.
Son contratos de servicios aquellos cuyo objeto son prestaciones de hacer consistentes en el desarrollo de una
actividad o dirigidas a la obtención de un resultado distinto de una obra o suministro, incluyendo aquellos en
que el adjudicatario se obligue a ejecutar el servicio de forma sucesiva y por precio unitario. No podrán ser
objeto de estos contratos los servicios que impliquen ejercicio de la autoridad inherente a los poderes públicos.

Artículo 18. Contratos mixtos.
1. Se entenderá por contrato mixto aquel que contenga prestaciones correspondientes a otro u otros de
distinta clase. Únicamente podrán celebrarse contratos mixtos en las condiciones establecidas en el artículo
34.2 de la presente Ley. El régimen jurídico de la preparación y adjudicación de los contratos mixtos se
determinará de conformidad con lo establecido en este artículo; y el de sus efectos, cumplimiento y extinción
se determinará de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 122.2. Para la determinación de las normas que
regirán la adjudicación de los contratos mixtos cuyo objeto contenga prestaciones de varios contratos
regulados en esta Ley, se estará a las siguientes reglas:

a) Cuando un contrato mixto comprenda prestaciones propias de dos o más contratos de obras,
suministros o servicios se atenderá al carácter de la prestación principal. En el caso de los contratos mixtos
que comprendan en parte servicios especiales del anexo IV, y en parte otros servicios, o en el caso de los
contratos mixtos compuestos en parte por servicios y en parte por suministros, el objeto principal se
determinará en función de cuál sea el mayor de los valores estimados de los respectivos servicios o
suministros.

b) Cuando el contrato mixto contenga prestaciones de los contratos de obras, suministros o servicios, por
una parte, y contratos de concesiones de obra o concesiones de servicios, de otra, se actuará del siguiente
modo:

1.º Si las distintas prestaciones no son separables se atenderá al carácter de la prestación principal.
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2.º Si las distintas prestaciones son separables y se decide adjudicar un contrato único, se aplicarán las
normas relativas a los contratos de obras, suministros o servicios cuando el valor estimado de las
prestaciones correspondientes a estos contratos supere las cuantías establecidas en los artículos 20, 21 y
22 de la presente Ley, respectivamente. En otro caso, se aplicarán las normas relativas a los contratos de
concesión de obras y concesión de servicios.

2. Cuando el contrato mixto contemple prestaciones de contratos regulados en esta Ley con prestaciones de
otros contratos distintos de los regulados en la misma, para determinar las normas aplicables a su
adjudicación se atenderá a las siguientes reglas:

a) Si las distintas prestaciones no son separables se atenderá al carácter de la prestación principal.

b) Si las prestaciones son separables y se decide celebrar un único contrato, se aplicará lo dispuesto en esta
Ley.

3. No obstante lo establecido en el apartado 1, en los casos en que un elemento del contrato mixto sea una
obra y esta supere los 50.000 euros, deberá elaborarse un proyecto y tramitarse de conformidad con los
artículos 231 y siguientes de la presente Ley. En el supuesto de que el contrato mixto contenga elementos de
una concesión de obras o de una concesión de servicios, deberá acompañarse del correspondiente estudio de
viabilidad y, en su caso, del anteproyecto de construcción y explotación de las obras previstos en los artículos
247, 248 y 285 de la presente Ley.

LIBRO SEGUNDO DE LOS CONTRATOS DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

TÍTULO II DE LOS DISTINTOS TIPOS DE CONTRATOS DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

CAPÍTULO I DEL CONTRATO DE OBRAS

SECCIÓN 1.ª ACTUACIONES PREPARATORIAS DEL CONTRATO DE OBRAS

Artículo 231. Proyecto de obras.
1. En los términos previstos en esta Ley, la adjudicación de un contrato de obras requerirá la previa
elaboración, supervisión, aprobación y replanteo del correspondiente proyecto que definirá con precisión el
objeto del contrato. La aprobación del proyecto corresponderá al órgano de contratación salvo que tal
competencia esté específicamente atribuida a otro órgano por una norma jurídica.

2. En el supuesto de adjudicación conjunta de proyecto y obra, la ejecución de esta quedará condicionada a la
supervisión, aprobación y replanteo del proyecto por el órgano de contratación.

Artículo 232. Clasificación de las obras.
1. A los efectos de elaboración de los proyectos se clasificarán las obras, según su objeto y naturaleza, en los
grupos siguientes:

a) Obras de primer establecimiento, reforma, restauración, rehabilitación o gran reparación.

b) Obras de reparación simple.

c) Obras de conservación y mantenimiento.

d) Obras de demolición.

2. Son obras de primer establecimiento las que dan lugar a la creación de un bien inmueble.

3. El concepto general de reforma abarca el conjunto de obras de ampliación, mejora, modernización,
adaptación, adecuación o refuerzo de un bien inmueble ya existente.

4. Se consideran como obras de reparación las necesarias para enmendar un menoscabo producido en un
bien inmueble por causas fortuitas o accidentales. Cuando afecten fundamentalmente a la estructura
resistente tendrán la calificación de gran reparación y, en caso contrario, de reparación simple.

5. Si el menoscabo se produce en el tiempo por el natural uso del bien, las obras necesarias para su enmienda
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tendrán el carácter de conservación. Las obras de mantenimiento tendrán el mismo carácter que las de
conservación.

6. Son obras de restauración aquellas que tienen por objeto reparar una construcción conservando su estética,
respetando su valor histórico y manteniendo su funcionalidad.

7. Son obras de rehabilitación aquellas que tienen por objeto reparar una construcción conservando su
estética, respetando su valor histórico y dotándola de una nueva funcionalidad que sea compatible con los
elementos y valores originales del inmueble.

8. Son obras de demolición las que tengan por objeto el derribo o la destrucción de un bien inmueble.

Artículo 233. Contenido de los proyectos y responsabilidad derivada de su elaboración.
1. Los proyectos de obras deberán comprender, al menos:

a) Una memoria en la que se describa el objeto de las obras, que recogerá los antecedentes y situación
previa a las mismas, las necesidades a satisfacer y la justificación de la solución adoptada, detallándose los
factores de todo orden a tener en cuenta.

b) Los planos de conjunto y de detalle necesarios para que la obra quede perfectamente definida, así como
los que delimiten la ocupación de terrenos y la restitución de servidumbres y demás derechos reales, en su
caso, y servicios afectados por su ejecución.

c) El pliego de prescripciones técnicas particulares, donde se hará la descripción de las obras y se regulará
su ejecución, con expresión de la forma en que esta se llevará a cabo, las obligaciones de orden técnico que
correspondan al contratista, y la manera en que se llevará a cabo la medición de las unidades ejecutadas y
el control de calidad de los materiales empleados y del proceso de ejecución.

d) Un presupuesto, integrado o no por varios parciales, con expresión de los precios unitarios y de los
descompuestos, en su caso, estado de mediciones y los detalles precisos para su valoración. El presupuesto
se ordenará por obras elementales, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

e) Un programa de desarrollo de los trabajos o plan de obra de carácter indicativo, con previsión, en su
caso, del tiempo y coste.

f) Las referencias de todo tipo en que se fundamentará el replanteo de la obra.

g) El estudio de seguridad y salud o, en su caso, el estudio básico de seguridad y salud, en los términos
previstos en las normas de seguridad y salud en las obras.

h) Cuanta documentación venga prevista en normas de carácter legal o reglamentario.

2. No obstante, para los proyectos de obras de primer establecimiento, reforma o gran reparación inferiores a
500.000 euros de presupuesto base de licitación, IVA excluido, y para los restantes proyectos enumerados en el
artículo anterior, se podrá simplificar, refundir o incluso suprimir, alguno o algunos de los documentos
anteriores en la forma que en las normas de desarrollo de esta Ley se determine, siempre que la
documentación resultante sea suficiente para definir, valorar y ejecutar las obras que comprenda. No
obstante, solo podrá prescindirse de la documentación indicada en la letra g) del apartado anterior en los
casos en que así esté previsto en la normativa específica que la regula.

3. Salvo que ello resulte incompatible con la naturaleza de la obra, el proyecto deberá incluir un estudio
geotécnico de los terrenos sobre los que esta se va a ejecutar, así como los informes y estudios previos
necesarios para la mejor determinación del objeto del contrato.

4. Cuando la elaboración del proyecto haya sido contratada íntegramente por la Administración, el autor o
autores del mismo incurrirán en responsabilidad en los términos establecidos en esta Ley. En el supuesto de
que la prestación se llevara a cabo en colaboración con la Administración y bajo su supervisión, las
responsabilidades se limitarán al ámbito de la colaboración. Cuando el proyecto incluyera un estudio
geotécnico y el mismo no hubiera previsto determinadas circunstancias que supongan un incremento en más
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del 10 por ciento del precio inicial del contrato en ejecución, al autor o autores del mismo les será exigible la
indemnización que establece el artículo 315, si bien el porcentaje del 20 por ciento que este indica en su
apartado 1 deberá sustituirse, a estos efectos, por el 10 por ciento.

5. Los proyectos deberán sujetarse a las instrucciones técnicas que sean de obligado cumplimiento.

6. Cuando las obras sean objeto de explotación por la Administración Pública el proyecto deberá ir
acompañado del valor actual neto de las inversiones, costes e ingresos a obtener por la Administración que
vaya a explotar la obra.

Artículo 234. Presentación del proyecto por el empresario.
1. La contratación conjunta de la elaboración del proyecto y la ejecución de las obras correspondientes tendrá
carácter excepcional y solo podrá efectuarse en los siguientes supuestos cuya concurrencia deberá justificarse
debidamente en el expediente:

a) Cuando motivos de orden técnico obliguen necesariamente a vincular al empresario a los estudios de las
obras. Estos motivos deben estar ligados al destino o a las técnicas de ejecución de la obra.

b) Cuando se trate de obras cuya dimensión excepcional o dificultades técnicas singulares, requieran
soluciones aportadas con medios y capacidad técnica propias de las empresas.

2. En todo caso, la licitación de este tipo de contrato requerirá la redacción previa por la Administración o
entidad contratante del correspondiente anteproyecto o documento similar y solo, cuando por causas
justificadas fuera conveniente al interés público, podrá limitarse a redactar las bases técnicas a que el
proyecto deba ajustarse.

3. El contratista presentará el proyecto al órgano de contratación para su supervisión, aprobación y replanteo.
Si se observaren defectos o referencias de precios inadecuados en el proyecto recibido se requerirá su
subsanación del contratista, en los términos del artículo 314, sin que pueda iniciarse la ejecución de obra
hasta que se proceda a una nueva supervisión, aprobación y replanteo del proyecto. En el supuesto de que el
órgano de contratación y el contratista no llegaren a un acuerdo sobre los precios, el último quedará
exonerado de ejecutar las obras, sin otro derecho frente al órgano de contratación que el pago de los trabajos
de redacción del correspondiente proyecto.

4. En los casos a que se refiere este artículo, la iniciación del expediente y la reserva de crédito
correspondiente fijarán el importe máximo previsto que el futuro contrato puede alcanzar. No obstante, no se
procederá a la fiscalización del gasto, a su aprobación, así como a la adquisición del compromiso generado
por el mismo, hasta que se conozca el importe y las condiciones del contrato de acuerdo con la proposición
seleccionada, circunstancias que serán recogidas en el correspondiente pliego de cláusulas administrativas
particulares.

5. Cuando se trate de la elaboración de un proyecto de obras singulares de infraestructuras hidráulicas o de
transporte cuya entidad o complejidad no permita establecer el importe estimativo de la realización de las
obras, la previsión del precio máximo a que se refiere el apartado anterior se limitará exclusivamente al
proyecto. La ejecución de la obra quedará supeditada al estudio de la viabilidad de su financiación y a la
tramitación del correspondiente expediente de gasto. En el supuesto de que se renunciara a la ejecución de la
obra o no se produzca pronunciamiento en un plazo de tres meses, salvo que el pliego de cláusulas
estableciera otro mayor, el contratista tendrá derecho al pago del precio del proyecto incrementado en el 5 por
100 como compensación.

Artículo 235. Supervisión de proyectos.
Antes de la aprobación del proyecto, cuando el presupuesto base de licitación del contrato de obras sea igual o
superior a 500.000 euros, IVA excluido, los órganos de contratación deberán solicitar un informe de las
correspondientes oficinas o unidades de supervisión de los proyectos encargadas de verificar que se han
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tenido en cuenta las disposiciones generales de carácter legal o reglamentario así como la normativa técnica
que resulten de aplicación para cada tipo de proyecto. La responsabilidad por la aplicación incorrecta de las
mismas en los diferentes estudios y cálculos se exigirá de conformidad con lo dispuesto en el apartado 4 del
artículo 233 de la presente Ley. En los proyectos de presupuesto base de licitación inferior al señalado, el
informe tendrá carácter facultativo, salvo que se trate de obras que afecten a la estabilidad, seguridad o
estanqueidad de la obra en cuyo caso el informe de supervisión será igualmente preceptivo.

Artículo 236. Replanteo del proyecto.
1. Aprobado el proyecto y previamente a la aprobación del expediente de contratación de la obra, se procederá
a efectuar el replanteo del mismo, el cual consistirá en comprobar la realidad geométrica de la misma y la
disponibilidad de los terrenos precisos para su normal ejecución. Asimismo se deberán comprobar cuantos
supuestos figuren en el proyecto elaborado y sean básicos para el contrato a celebrar.

2. En la tramitación de los expedientes de contratación referentes a obras de infraestructuras hidráulicas, de
transporte y de carreteras, se dispensará del requisito previo de disponibilidad de los terrenos, si bien no se
podrá iniciar la ejecución de las obras en tanto no se haya formalizado la ocupación en virtud de la vigente
Ley de Expropiación Forzosa.

3. En los casos de cesión de terrenos o locales por Entidades públicas, será suficiente para acreditar la
disponibilidad de los terrenos, la aportación de los acuerdos de cesión y aceptación por los órganos
competentes.

4. Una vez realizado el replanteo se incorporará el proyecto al expediente de contratación.

SECCIÓN 2.ª EJECUCIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS

Artículo 237. Comprobación del replanteo.
La ejecución del contrato de obras comenzará con el acta de comprobación del replanteo. A tales efectos,
dentro del plazo que se consigne en el contrato que no podrá ser superior a un mes desde la fecha de su
formalización salvo casos excepcionales justificados, el servicio de la Administración encargada de las obras
procederá, en presencia del contratista, a efectuar la comprobación del replanteo hecho previamente a la
licitación, extendiéndose acta del resultado que será firmada por ambas partes interesadas, remitiéndose un
ejemplar de la misma al órgano que celebró el contrato.

Artículo 238. Ejecución de las obras y responsabilidad del contratista.
1. Las obras se ejecutarán con estricta sujeción a las estipulaciones contenidas en el pliego de cláusulas
administrativas particulares y al proyecto que sirve de base al contrato y conforme a las instrucciones que en
interpretación técnica de este diere al contratista la Dirección facultativa de las obras.

2. Cuando las instrucciones fueren de carácter verbal, deberán ser ratificadas por escrito en el más breve
plazo posible, para que sean vinculantes para las partes.

3. Durante el desarrollo de las obras y hasta que se cumpla el plazo de garantía el contratista es responsable de
todos los defectos que en la construcción puedan advertirse.

Artículo 239. Fuerza mayor.
1. En casos de fuerza mayor y siempre que no exista actuación imprudente por parte del contratista, este
tendrá derecho a una indemnización por los daños y perjuicios, que se le hubieren producido en la ejecución
del contrato.

2. Tendrán la consideración de casos de fuerza mayor los siguientes:

a) Los incendios causados por la electricidad atmosférica.

b) Los fenómenos naturales de efectos catastróficos, como maremotos, terremotos, erupciones volcánicas,
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movimientos del terreno, temporales marítimos, inundaciones u otros semejantes.

c) Los destrozos ocasionados violentamente en tiempo de guerra, robos tumultuosos o alteraciones graves
del orden público.

Artículo 240. Certificaciones y abonos a cuenta.
1. A los efectos del pago, la Administración expedirá mensualmente, en los primeros diez días siguientes al
mes al que correspondan, certificaciones que comprendan la obra ejecutada conforme a proyecto durante
dicho período de tiempo, salvo prevención en contrario en el pliego de cláusulas administrativas particulares,
cuyos abonos tienen el concepto de pagos a cuenta sujetos a las rectificaciones y variaciones que se produzcan
en la medición final y sin suponer en forma alguna, aprobación y recepción de las obras que comprenden. En
estos abonos a cuenta se observará lo dispuesto en el párrafo segundo del apartado 2 del artículo 198.

2. El contratista tendrá también derecho a percibir abonos a cuenta sobre su importe por las operaciones
preparatorias realizadas como instalaciones y acopio de materiales o equipos de maquinaria pesada adscritos
a la obra, en las condiciones que se señalen en los respectivos pliegos de cláusulas administrativas
particulares y conforme al régimen y los límites que con carácter general se determinen reglamentariamente,
debiendo asegurar los referidos pagos mediante la prestación de garantía.

Artículo 241. Obras a tanto alzado y obras con precio cerrado.
1. Cuando la naturaleza de la obra lo permita, se podrá establecer el sistema de retribución a tanto alzado, sin
existencia de precios unitarios, de acuerdo con lo establecido en los apartados siguientes cuando el criterio de
retribución se configure como de precio cerrado o en las circunstancias y condiciones que se determinen en
las normas de desarrollo de esta Ley para el resto de los casos.

2. El sistema de retribución a tanto alzado podrá, en su caso, configurarse como de precio cerrado, con el
efecto de que el precio ofertado por el adjudicatario se mantendrá invariable no siendo abonables las
modificaciones del contrato que sean necesarias para corregir errores u omisiones padecidos en la redacción
del proyecto.

3. La contratación de obras a tanto alzado con precio cerrado requerirá que se cumplan las siguientes
condiciones:

a) Que así se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares del contrato, pudiendo este
establecer que algunas unidades o partes de la obra se excluyan de este sistema y se abonen por precios
unitarios.

b) Las unidades de obra cuyo precio se vaya a abonar con arreglo a este sistema deberán estar previamente
definidas en el proyecto y haberse replanteado antes de la licitación. El órgano de contratación deberá
garantizar a los interesados el acceso al terreno donde se ubicarán las obras, a fin de que puedan realizar
sobre el mismo las comprobaciones que consideren oportunas con suficiente antelación a la fecha límite
de presentación de ofertas.

c) Que el precio correspondiente a los elementos del contrato o unidades de obra contratados por el
sistema de tanto alzado con precio cerrado sea abonado mensualmente, en la misma proporción que la
obra ejecutada en el mes a que corresponda guarde con el total de la unidad o elemento de obra de que se
trate.

d) Cuando en el pliego se autorice a los licitadores la presentación de variantes sobre determinados
elementos o unidades de obra que de acuerdo con el pliego de cláusulas administrativas particulares del
contrato deban ser ofertadas por el precio cerrado, las citadas variantes deberán ser ofertadas bajo dicha
modalidad. En este caso, los licitadores vendrán obligados a presentar un proyecto básico cuyo contenido
se determinará en el pliego de cláusulas administrativas particulares del contrato. El adjudicatario del
contrato en el plazo que determine dicho pliego deberá aportar el proyecto de construcción de las variantes
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ofertadas, para su preceptiva supervisión y aprobación. En ningún caso el precio o el plazo de la
adjudicación sufrirá variación como consecuencia de la aprobación de este proyecto.

SECCIÓN 3.ª MODIFICACIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS

Artículo 242. Modificación del contrato de obras.
1. Serán obligatorias para el contratista las modificaciones del contrato de obras que se acuerden de
conformidad con lo establecido en el artículo 206. En caso de que la modificación suponga supresión o
reducción de unidades de obra, el contratista no tendrá derecho a reclamar indemnización alguna.

2. Cuando las modificaciones supongan la introducción de unidades de obra no previstas en el proyecto o
cuyas características difieran de las fijadas en este, y no sea necesario realizar una nueva licitación, los precios
aplicables a las mismas serán fijados por la Administración, previa audiencia del contratista por plazo mínimo
de tres días hábiles. Cuando el contratista no aceptase los precios fijados, el órgano de contratación podrá
contratarlas con otro empresario en los mismos precios que hubiese fijado, ejecutarlas directamente u optar
por la resolución del contrato conforme al artículo 211 de esta Ley.

3. Cuando la modificación contemple unidades de obra que hayan de quedar posterior y definitivamente
ocultas, antes de efectuar la medición parcial de las mismas, deberá comunicarse a la Intervención de la
Administración correspondiente, con una antelación mínima de cinco días , para que, si lo considera
oportuno, pueda acudir a dicho acto en sus funciones de comprobación material de la inversión, y ello, sin
perjuicio de, una vez terminadas las obras, efectuar la recepción, de conformidad con lo dispuesto en el
apartado 1 del artículo 243, en relación con el apartado 2 del artículo 210.
Téngase en cuenta que se declara que no es conforme con el orden constitucional de competencias el inciso destacado del apartado 3 
[fundamento jurídico 7 C) e)] por la Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614

4. Cuando el Director facultativo de la obra considere necesaria una modificación del proyecto y se cumplan
los requisitos que a tal efecto regula esta Ley, recabará del órgano de contratación autorización para iniciar el
correspondiente expediente, que se sustanciará con las siguientes actuaciones:

a) Redacción de la modificación del proyecto y aprobación técnica de la misma.

b) Audiencia del contratista y del redactor del proyecto, por plazo mínimo de tres días.

c) Aprobación del expediente por el órgano de contratación, así como de los gastos complementarios
precisos. No obstante, no tendrán la consideración de modificaciones: i. El exceso de mediciones,
entendiendo por tal, la variación que durante la correcta ejecución de la obra se produzca exclusivamente
en el número de unidades realmente ejecutadas sobre las previstas en las mediciones del proyecto,
siempre que en global no representen un incremento del gasto superior al 10 por ciento del precio del
contrato inicial. Dicho exceso de mediciones será recogido en la certificación final de la obra. ii. La
inclusión de precios nuevos, fijados contradictoriamente por los procedimientos establecidos en esta Ley y
en sus normas de desarrollo, siempre que no supongan incremento del precio global del contrato ni
afecten a unidades de obra que en su conjunto exceda del 3 por ciento del presupuesto primitivo del mismo.

5. Cuando la tramitación de una modificación exija la suspensión temporal total de la ejecución de las obras y
ello ocasione graves perjuicios para el interés público, el Ministro, si se trata de la Administración General del
Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social y demás
entidades públicas integrantes del sector público estatal, podrá acordar que continúen provisionalmente las
mismas tal y como esté previsto en la propuesta técnica que elabore la dirección facultativa, siempre que el
importe máximo previsto no supere el 20 por ciento del precio inicial del contrato, IVA excluido, y exista
crédito adecuado y suficiente para su financiación. El expediente de continuación provisional a tramitar al
efecto exigirá exclusivamente la incorporación de las siguientes actuaciones:

a) Propuesta técnica motivada efectuada por el director facultativo de la obra, donde figure el importe
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aproximado de la modificación, la descripción básica de las obras a realizar y la justificación de que la
modificación se encuentra en uno de los supuestos previstos en el apartado 2 del artículo 203.

b) Audiencia del contratista.

c) Conformidad del órgano de contratación.

d) Certificado de existencia de crédito.

e) Informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, en el caso de que en la propuesta técnica motivada se
introdujeran precios nuevos. El informe deberá motivar la adecuación de los nuevos precios a los precios
generales del mercado, de conformidad con lo establecido en el apartado 3 del artículo 102. En el plazo de
seis meses contados desde el acuerdo de autorización provisional deberá estar aprobado técnicamente el
proyecto, y en el de ocho meses el expediente de la modificación del contrato. Dentro del citado plazo de
ocho meses se ejecutarán preferentemente, de las unidades de obra previstas, aquellas partes que no hayan
de quedar posterior y definitivamente ocultas. La autorización del Ministro para iniciar provisionalmente
las obras, que, en su caso, únicamente podrá ser objeto de delegación en los Secretarios de Estado del
Departamento Ministerial, implicará en el ámbito de la Administración General del Estado la aprobación
del gasto, sin perjuicio de los ajustes que deban efectuarse en el momento de la aprobación de la
modificación del contrato. Las obras ejecutadas dentro del plazo de ocho meses, serán objeto de
certificación y abono en los términos previstos en la presente Ley con la siguiente singularidad: Las
certificaciones a expedir durante la tramitación del expediente modificado que comprendan unidades no
previstas en el proyecto inicial tomarán como referencia los precios que figuren en la propuesta técnica
motivada, cuyos abonos tienen el concepto de pagos a cuenta provisionales sujetos a las rectificaciones y
variaciones que puedan resultar una vez se apruebe el proyecto modificado, todo ello, sin perjuicio de las
rectificaciones y variaciones que se produzcan en la medición final y sin suponer en forma alguna,
aprobación y recepción de las obras que comprenden.

Se declara que no es conforme con el orden constitucional de competencias el inciso destacado del apartado 3 [fundamento jurídico 7 C) e)] 
por la Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614

SECCIÓN 4.ª CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO DE OBRAS

Artículo 243. Recepción y plazo de garantía.
1. A la recepción de las obras a su terminación y a los efectos establecidos en esta Ley, concurrirá un
facultativo designado por la Administración representante de esta, el facultativo encargado de la dirección de
las obras y el contratista asistido, si lo estima oportuno, de su facultativo. Dentro del plazo de tres meses
contados a partir de la recepción, el órgano de contratación deberá aprobar la certificación final de las obras
ejecutadas, que será abonada al contratista a cuenta de la liquidación del contrato en el plazo previsto en esta
Ley. En el caso de obras cuyo valor estimado supere los doce millones de euros en las que las operaciones de
liquidación y medición fueran especialmente complejas, los pliegos podrán prever que el plazo de tres meses
para la aprobación de la certificación final al que se refiere el párrafo anterior, podrá ser ampliado, siempre
que no supere en ningún caso los cinco meses.

2. Si se encuentran las obras en buen estado y con arreglo a las prescripciones previstas, el funcionario
técnico designado por la Administración contratante y representante de esta, las dará por recibidas,
levantándose la correspondiente acta y comenzando entonces el plazo de garantía. Cuando las obras no se
hallen en estado de ser recibidas se hará constar así en el acta y el Director de las mismas señalará los
defectos observados y detallará las instrucciones precisas fijando un plazo para remediar aquellos. Si
transcurrido dicho plazo el contratista no lo hubiere efectuado, podrá concedérsele otro nuevo plazo
improrrogable o declarar resuelto el contrato.

3. El plazo de garantía se establecerá en el pliego de cláusulas administrativas particulares atendiendo a la
naturaleza y complejidad de la obra y no podrá ser inferior a un año salvo casos especiales. Dentro del plazo
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de quince días anteriores al cumplimiento del plazo de garantía, el director facultativo de la obra, de oficio o a
instancia del contratista, redactará un informe sobre el estado de las obras. Si este fuera favorable, el
contratista quedará exonerado de toda responsabilidad, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente,
procediéndose a la devolución o cancelación de la garantía, a la liquidación del contrato y, en su caso, al pago
de las obligaciones pendientes que deberá efectuarse en el plazo de sesenta días. En el caso de que el informe
no fuera favorable y los defectos observados se debiesen a deficiencias en la ejecución de la obra y no al uso
de lo construido, durante el plazo de garantía, el director facultativo procederá a dictar las oportunas
instrucciones al contratista para la debida reparación de lo construido, concediéndole un plazo para ello
durante el cual continuará encargado de la conservación de las obras, sin derecho a percibir cantidad alguna
por ampliación del plazo de garantía.

4. No obstante, en aquellas obras cuya perduración no tenga finalidad práctica como las de sondeos y
prospecciones que hayan resultado infructuosas o que por su naturaleza exijan trabajos que excedan el
concepto de mera conservación como los de dragados no se exigirá plazo de garantía.

5. Podrán ser objeto de recepción parcial aquellas partes de obra susceptibles de ser ejecutadas por fases que
puedan ser entregadas al uso público, según lo establecido en el contrato.

6. Siempre que por razones excepcionales de interés público debidamente motivadas en el expediente el
órgano de contratación acuerde la ocupación efectiva de las obras o su puesta en servicio para el uso público,
aun sin el cumplimiento del acto formal de recepción, desde que concurran dichas circunstancias se
producirán los efectos y consecuencias propios del acto de recepción de las obras y en los términos en que
reglamentariamente se establezcan.

Artículo 244. Responsabilidad por vicios ocultos.
1. Si la obra se arruina o sufre deterioros graves incompatibles con su función con posterioridad a la
expiración del plazo de garantía por vicios ocultos de la construcción, debido a incumplimiento del contrato
por parte del contratista, responderá este de los daños y perjuicios que se produzcan o se manifiesten durante
un plazo de quince años a contar desde la recepción. Asimismo, el contratista responderá durante dicho plazo
de los daños materiales causados en la obra por vicios o defectos que afecten a la cimentación, los soportes,
las vigas, los forjados, los muros de carga u otros elementos estructurales, y que comprometan directamente
la resistencia mecánica y la estabilidad de la construcción, contados desde la fecha de recepción de la obra sin
reservas o desde la subsanación de estas.

2. Las acciones para exigir la responsabilidad prevista en el apartado anterior por daños materiales
dimanantes de los vicios o defectos, prescribirán en el plazo de dos años a contar desde que se produzcan o se
manifiesten dichos daños, sin perjuicio de las acciones que puedan subsistir para exigir responsabilidades por
incumplimiento contractual.

3. Transcurrido el plazo de quince años establecido en el primer apartado de este artículo, sin que se haya
manifestado ningún daño o perjuicio, quedará totalmente extinguida cualquier responsabilidad del
contratista.

SECCIÓN 5.ª RESOLUCIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS

Artículo 245. Causas de resolución.
Son causas de resolución del contrato de obras, además de las generales de la Ley, las siguientes:

a) La demora injustificada en la comprobación del replanteo.

b) La suspensión de la iniciación de las obras por plazo superior a cuatro meses.

c) La suspensión de las obras por plazo superior a ocho meses por parte de la Administración.

d) El desistimiento.
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Artículo 246. Efectos de la resolución.
1. La resolución del contrato dará lugar a la comprobación, medición y liquidación de las obras realizadas con
arreglo al proyecto, fijando los saldos pertinentes a favor o en contra del contratista. Será necesaria la citación
de este, en el domicilio que figure en el expediente de contratación, para su asistencia al acto de
comprobación y medición.

2. Si se demorase injustificadamente la comprobación del replanteo, dando lugar a la resolución del contrato,
el contratista solo tendrá derecho por todos los conceptos a una indemnización equivalente al 2 por cien del
precio de la adjudicación, IVA excluido.

3. En el supuesto de desistimiento antes de la iniciación de las obras, o de suspensión de la iniciación de las
mismas por parte de la Administración por plazo superior a cuatro meses, el contratista tendrá derecho a
percibir por todos los conceptos una indemnización del 3 por cien del precio de adjudicación, IVA excluido.

4. En caso de desistimiento una vez iniciada la ejecución de las obras, o de suspensión de las obras iniciadas
por plazo superior a ocho meses, el contratista tendrá derecho por todos los conceptos al 6 por cien del precio
de adjudicación del contrato de las obras dejadas de realizar en concepto de beneficio industrial, IVA excluido,
entendiéndose por obras dejadas de realizar las que resulten de la diferencia entre las reflejadas en el contrato
primitivo y sus modificaciones aprobadas y las que hasta la fecha de notificación del desistimiento o de la
suspensión se hubieran ejecutado.

5. Cuando las obras hayan de ser continuadas por otro empresario o por la propia Administración, con
carácter de urgencia, por motivos de seguridad o para evitar la ruina de lo construido, el órgano de
contratación, una vez que haya notificado al contratista la liquidación de las ejecutadas, podrá acordar su
continuación, sin perjuicio de que el contratista pueda impugnar la valoración efectuada ante el propio
órgano. El órgano de contratación resolverá lo que proceda en el plazo de quince días.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 7

1 Conforme a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, los contratos celebrados por las entidades pertenecientes al 
sector público que tengan por objeto la adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida, 
son calificados como:

A) Contratos administrativos de servicios.

B) Contratos administrativos de suministros.

C) Contratos administrativos especiales.

D) Contratos privados.
Ayuntamiento de Mejorada del Campo, 2020

2 Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP), ¿Cómo calificaría el 
contrato relativo a la redacción del proyecto técnico de la obra del edificio?

A) Contrato privado según artículo 26 de la LCSP.

B) Contrato de obras según artículo 16 de la LCSP.

C) Contrato de concesión de servicios según artículo 18 de la LCSP.

D) Contrato de servicios según artículo 17 de la LCSP.
Ayuntamiento de Cádiz, 2025
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3 ¿A qué tipo de contrato corresponde la siguiente definición?: "Tienen por objeto la adquisición, el 
arrendamiento financiero, o el arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes 
muebles".

A) Contrato de obras

B) Contrato de servicios

C) Contrato de concesión de servicios

D) Contrato de suministros
Ayuntamiento de Novelda

4 Conforme a lo establecido en el artículo 237 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y 
del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, la ejecución del contrato de obras 
comenzará con:

A) La firma del contrato.

B) La presentación de la oferta.

C) El acta de comprobación del replanteo.

D) La primera certificación de obra.
Ayuntamiento de Villalbilla

5 Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, ¿qué tipo de contrato es el 
arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles?

A) Contrato de suministro.

B) Contrato de concesión de servicios.

C) Contrato de servicios.

D) Contrato mixto.
Administración General del Estado (INAP), 2022
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Soluciones — Tema 7 Cada una con su explicación y su artículo

1 A Art. 16 LCSP pág. 58 La regla general considera suministro la compra de equipos informáticos, sus
dispositivos y programas estándar, así como la cesión del derecho de uso de estos. No obstante, cuando lo
adquirido es un programa diseñado y desarrollado específicamente para las necesidades de la entidad, deja de
tratarse como un bien adquirido y se califica como prestación de servicios. El matiz decisivo es la expresión "a
medida": un programa ya creado y comercializado en serie seguiría siendo suministro, mientras que el
desarrollo personalizado se encuadra entre los servicios.

2 D Art. 17 LCSP pág. 58 La redacción del proyecto técnico de una obra no consiste en ejecutar la construcción,
sino en una prestación intelectual de carácter técnico encargada a un profesional. Por eso se clasifica como
contrato de servicios y no como contrato de obras. El contrato de obras exige la realización material de la
construcción o la transformación física del bien. Debe distinguirse el encargo del proyecto, que es servicio, de la
posterior ejecución de la obra, que sí sería contrato de obras.

3 D Art. 16 LCSP pág. 58 Cuando un contrato del sector público busca obtener bienes muebles —comprándolos,
alquilándolos o mediante arrendamiento financiero, con o sin opción posterior de compra— estamos ante un
contrato de suministro. Su rasgo característico es la entrega de productos o bienes muebles, frente a la
ejecución de una construcción o la prestación de una actividad. Debe distinguirse del contrato de obras, que
persigue la realización de trabajos sobre bienes inmuebles, y del de servicios, centrado en prestaciones de hacer
sin entrega de bienes.

4 C Art. 237 LCSP pág. 62 Antes de iniciar las obras la Administración y el contratista deben verificar sobre el
terreno que la realidad coincide con el proyecto y que existe disponibilidad de los terrenos. Esa comprobación
se documenta en un acta, y es precisamente ese acto el que marca el inicio efectivo de la ejecución. Ni la firma
del contrato ni la presentación de la oferta dan comienzo a los trabajos: solo cuando se levanta dicha acta
arranca el plazo de ejecución.

5 A Art. 16 LCSP pág. 58 El arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles se
califica como contrato de suministro. La normativa de contratación pública incluye expresamente esta
modalidad dentro del suministro, junto a la adquisición y la entrega sucesiva de bienes muebles mediante
precio unitario. Se exceptúan los que recaigan sobre programas de ordenador desarrollados a medida,
considerados de servicios. Por tanto, la puesta a disposición temporal de bienes muebles, con posibilidad o no
de compra futura, se somete al régimen propio del contrato de suministro.

Practica con más de 150 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
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TEMAS GENERALES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

8
La prevención de los riesgos laborales: disposiciones generales. Órganos de control. 
Responsabilidades y sanciones. Estructura orgánica para la prevención de riesgos 
laborales en la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Qué entra en este tema

LPRL · Ley 31/1995 prevención de riesgos laborales
arts. 1 a 4, 7, 9, 42 a 45 y 53 a 54 · 12 artículos

LISOS · RDLeg 5/2000 infracciones y sanciones en el orden s…
arts. 5, 11 a 13 y 39 a 42 · 8 artículos

D168-2009-CAN · Decreto 168/2009, de 29 de diciembre, de…
arts. 1 a 16 · 16 artículos

36 artículos · empieza en la pág. 70

Lo más preguntado de este tema

Art. 4 LPRL 46
Art. 3 LPRL 16
Art. 2 LPRL 14
Art. 9 LPRL 13
Art. 1 LPRL 9

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 86 sobre el tema entero.

LPRL
Ley 31/1995 prevención de riesgos laborales
En este tema: arts. 1 a 4, 7, 9, 42 a 45 y 53 a 54 · 12 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1995-24292

CAPÍTULO I OBJETO, ÁMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES

Artículo 1. Normativa sobre prevención de riesgos laborales.
La normativa sobre prevención de riesgos laborales está constituida por la presente Ley, sus disposiciones de
desarrollo o complementarias y cuantas otras normas, legales o convencionales, contengan prescripciones
relativas a la adopción de medidas preventivas en el ámbito laboral o susceptibles de producirlas en dicho
ámbito.

Artículo 2. Objeto y carácter de la norma.
1. La presente Ley tiene por objeto promover la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la aplicación
de medidas y el desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo. A
tales efectos, esta Ley establece los principios generales relativos a la prevención de los riesgos profesionales
para la protección de la seguridad y de la salud, la eliminación o disminución de los riesgos derivados del
trabajo, la información, la consulta, la participación equilibrada y la formación de los trabajadores en materia
preventiva, en los términos señalados en la presente disposición. Para el cumplimiento de dichos fines, la
presente Ley regula las actuaciones a desarrollar por las Administraciones públicas, así como por los
empresarios, los trabajadores y sus respectivas organizaciones representativas.

2. Las disposiciones de carácter laboral contenidas en esta Ley y en sus normas reglamentarias tendrán en
todo caso el carácter de Derecho necesario mínimo indisponible, pudiendo ser mejoradas y desarrolladas en
los convenios colectivos.

Artículo 3. Ambito de aplicación.
1. Esta Ley y sus normas de desarrollo serán de aplicación tanto en el ámbito de las relaciones laborales
reguladas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, como en el de las relaciones de
carácter administrativo o estatutario del personal al servicio de las Administraciones Públicas, con las
peculiaridades que, en este caso, se contemplan en la presente Ley o en sus normas de desarrollo. Ello sin
perjuicio del cumplimiento de las obligaciones específicas que se establecen para fabricantes, importadores y
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suministradores, y de los derechos y obligaciones que puedan derivarse para los trabajadores autónomos.
Igualmente serán aplicables a las sociedades cooperativas, constituidas de acuerdo con la legislación que les
sea de aplicación, en las que existan socios cuya actividad consista en la prestación de un trabajo personal,
con las peculiaridades derivadas de su normativa específica. Cuando en la presente Ley se haga referencia a
trabajadores y empresarios, se entenderán también comprendidos en estos términos, respectivamente, de
una parte, el personal con relación de carácter administrativo o estatutario y la Administración pública para la
que presta servicios, en los términos expresados en la disposición adicional tercera de esta Ley, y, de otra, los
socios de las cooperativas a que se refiere el párrafo anterior y las sociedades cooperativas para las que
prestan sus servicios.

2. La presente Ley no será de aplicación en aquellas actividades cuyas particularidades lo impidan en el
ámbito de las funciones públicas de: –Policía, seguridad y resguardo aduanero. –Servicios operativos de
protección civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, catástrofe y calamidad pública. –Fuerzas
Armadas y actividades militares de la Guardia Civil. No obstante, esta Ley inspirará la normativa específica
que se dicte para regular la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores que prestan sus servicios
en las indicadas actividades.

3. En los centros y establecimientos militares será de aplicación lo dispuesto en la presente Ley, con las
particularidades previstas en su normativa específica. En los establecimientos penitenciarios, se adaptarán a
la presente Ley aquellas actividades cuyas características justifiquen una regulación especial, lo que se llevará
a efecto en los términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación
en la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos.

4. (Suprimido).
Se suprime el apartado 4 por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 16/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14680
Se modifican los apartados 1 y 2 por la disposición final 2.1 de la Ley 31/2006, de 18 de octubre. Ref. BOE-A-2006-18204

Artículo 4. Definiciones.
A efectos de la presente Ley y de las normas que la desarrollen:

1.º Se entenderá por «prevención» el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las
fases de actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo.

2.º Se entenderá como «riesgo laboral» la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño
derivado del trabajo. Para calificar un riesgo desde el punto de vista de su gravedad, se valorarán
conjuntamente la probabilidad de que se produzca el daño y la severidad del mismo.

3.º Se considerarán como «daños derivados del trabajo» las enfermedades, patologías o lesiones sufridas
con motivo u ocasión del trabajo.

4.º Se entenderá como «riesgo laboral grave e inminente» aquel que resulte probable racionalmente que se
materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud de los trabajadores. En el
caso de exposición a agentes susceptibles de causar daños graves a la salud de los trabajadores, se
considerará que existe un riesgo grave e inminente cuando sea probable racionalmente que se materialice
en un futuro inmediato una exposición a dichos agentes de la que puedan derivarse daños graves para la
salud, aun cuando éstos no se manifiesten de forma inmediata.

5.º Se entenderán como procesos, actividades, operaciones, equipos o productos «potencialmente
peligrosos» aquellos que, en ausencia de medidas preventivas específicas, originen riesgos para la
seguridad y la salud de los trabajadores que los desarrollan o utilizan.

6.º Se entenderá como «equipo de trabajo» cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación utilizada
en el trabajo.

7.º Se entenderá como «condición de trabajo» cualquier característica del mismo que pueda tener una
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influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador. Quedan
específicamente incluidas en esta definición:

a) Las características generales de los locales, instalaciones, equipos, productos y demás útiles existentes en el
centro de trabajo.

b) La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus
correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia.

c) Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la generación
de los riesgos mencionados.

d) Todas aquellas otras características del trabajo, incluidas las relativas a su organización y ordenación, que
influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador. 8.º Se entenderá por «equipo de
protección individual» cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el trabajador para que le
proteja de uno o varios riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo, así como cualquier
complemento o accesorio destinado a tal fin.

CAPÍTULO II POLÍTICA EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE RIESGOS PARA PROTEGER LA SEGURIDAD Y LA SALUD

Artículo 7. Actuaciones de las Administraciones públicas competentes en materia laboral.
1. En cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley, las Administraciones públicas competentes en materia
laboral desarrollarán funciones de promoción de la prevención, asesoramiento técnico, vigilancia y control
del cumplimiento por los sujetos comprendidos en su ámbito de aplicación de la normativa de prevención de
riesgos laborales, y sancionarán las infracciones a dicha normativa, en los siguientes términos:

a) Promoviendo la prevención y el asesoramiento a desarrollar por los órganos técnicos en materia
preventiva, incluidas la asistencia y cooperación técnica, la información, divulgación, formación e
investigación en materia preventiva, así como el seguimiento de las actuaciones preventivas que se
realicen en las empresas, y respecto de las personas trabajadoras autónomas, para la consecución de los
objetivos previstos en esta ley.

b) Velando por el cumplimiento de la normativa sobre prevención de riesgos laborales mediante las
actuaciones de vigilancia y control. A estos efectos, prestarán el asesoramiento y la asistencia técnica
necesarios para el mejor cumplimiento de dicha normativa y desarrollarán programas específicos dirigidos
a lograr una mayor eficacia en el control.

c) Sancionando el incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales por los sujetos
comprendidos en el ámbito de aplicación de la presente Ley, con arreglo a lo previsto en el capítulo VII de
la misma.

2. Las funciones de las Administraciones públicas competentes en materia laboral que se señalan en el
apartado 1 continuarán siendo desarrolladas, en lo referente a los trabajos en minas, canteras y túneles que
exijan la aplicación de técnica minera, a los que impliquen fabricación, transporte, almacenamiento,
manipulación y utilización de explosivos o el empleo de energía nuclear, por los órganos específicos
contemplados en su normativa reguladora. Las competencias previstas en el apartado anterior se entienden
sin perjuicio de lo establecido en la legislación específica sobre productos e instalaciones industriales.

Se modifica el apartado 1.a) por la disposición final 1.1 de la Ley 1/2026, de 8 de abril. Ref. BOE-A-2026-7967

Artículo 9. Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
1. Corresponde a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social la función de la vigilancia y control de la
normativa sobre prevención de riesgos laborales. En cumplimiento de esta misión, tendrá las siguientes
funciones:

a) Vigilar el cumplimiento de la normativa sobre prevención de riesgos laborales, así como de las normas
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jurídico-técnicas que incidan en las condiciones de trabajo en materia de prevención, aunque no tuvieran
la calificación directa de normativa laboral, proponiendo a la autoridad laboral competente la sanción
correspondiente, cuando comprobase una infracción a la normativa sobre prevención de riesgos laborales,
de acuerdo con lo previsto en el capítulo VII de la presente Ley.

b) Asesorar e informar a las empresas y a los trabajadores sobre la manera más efectiva de cumplir las
disposiciones cuya vigilancia tiene encomendada.

c) Elaborar los informes solicitados por los Juzgados de lo Social en las demandas deducidas ante los
mismos en los procedimientos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.

d) Informar a la autoridad laboral sobre los accidentes de trabajo mortales, muy graves o graves, y sobre
aquellos otros en que, por sus características o por los sujetos afectados, se considere necesario dicho
informe, así como sobre las enfermedades profesionales en las que concurran dichas calificaciones y, en
general, en los supuestos en que aquélla lo solicite respecto del cumplimiento de la normativa legal en
materia de prevención de riesgos laborales.

e) Comprobar y favorecer el cumplimiento de las obligaciones asumidas por los servicios de prevención
establecidos en la presente Ley.

f) Ordenar la paralización inmediata de trabajos cuando, a juicio del inspector, se advierta la existencia de
riesgo grave e inminente para la seguridad o salud de los trabajadores.

2. Las Administraciones General del Estado y de las comunidades autónomas adoptarán, en sus respectivos
ámbitos de competencia, las medidas necesarias para garantizar la colaboración pericial y el asesoramiento
técnico necesarios a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que, en el ámbito de la Administración
General del Estado serán prestados por el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo. Estas
Administraciones públicas elaborarán y coordinarán planes de actuación, en sus respectivos ámbitos
competenciales y territoriales, para contribuir al desarrollo de las actuaciones preventivas en las empresas,
especialmente las de mediano y pequeño tamaño y las de sectores de actividad con mayor nivel de riesgo o de
siniestralidad, a través de acciones de asesoramiento, de información, de formación y de asistencia técnica.
En el ejercicio de tales cometidos, los funcionarios públicos de las citadas Administraciones que ejerzan
labores técnicas en materia de prevención de riesgos laborales a que se refiere el párrafo anterior, podrán
desempeñar funciones de asesoramiento, información y comprobatorias de las condiciones de seguridad y
salud en las empresas y centros de trabajo, con el alcance señalado en el apartado 3 de este artículo y con la
capacidad de requerimiento a que se refiere el artículo 43 de esta ley, todo ello en la forma que se determine
reglamentariamente. Las referidas actuaciones comprobatorias se programarán por la respectiva Comisión
Territorial de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social a que se refiere el artículo 17.2 de la Ley 42/1997, de
14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social para su integración en el plan de
acción en Seguridad y Salud Laboral de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

3. Cuando de las actuaciones de comprobación a que se refiere el apartado anterior, se deduzca la existencia
de infracción, y siempre que haya mediado incumplimiento de previo requerimiento, el funcionario actuante
remitirá informe a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el que se recogerán los hechos
comprobados, a efectos de que se levante la correspondiente acta de infracción, si así procediera. A estos
efectos, los hechos relativos a las actuaciones de comprobación de las condiciones materiales o técnicas de
seguridad y salud recogidos en tales informes gozarán de la presunción de certeza a que se refiere la
disposición adicional cuarta, apartado 2, de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección
de Trabajo y Seguridad Social.

4. Las actuaciones previstas en los dos apartados anteriores, estarán sujetas a los plazos establecidos en el
artículo 14, apartado 2, de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social.
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Se modifica el apartado 2 y se añaden los apartados 3 y 4 por el art. 1.1 a 3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

CAPÍTULO VII RESPONSABILIDADES Y SANCIONES

Artículo 42. Responsabilidades y su compatibilidad.
1. El incumplimiento por los empresarios de sus obligaciones en materia de prevención de riesgos laborales
dará lugar a responsabilidades administrativas, así como, en su caso, a responsabilidades penales y a las
civiles por los daños y perjuicios que puedan derivarse de dicho incumplimiento.

2. (Derogado)

3. Las responsabilidades administrativas que se deriven del procedimiento sancionador serán compatibles
con las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados y de recargo de prestaciones económicas del
sistema de la Seguridad Social que puedan ser fijadas por el órgano competente de conformidad con lo
previsto en la normativa reguladora de dicho sistema.
Se derogan los apartados 2, 4 y 5 por la disposición derogatoria única.2.c) del Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto. Ref. BOE-
A-2000-15060

Artículo 43. Requerimientos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
1. Cuando el Inspector de Trabajo y Seguridad Social comprobase la existencia de una infracción a la
normativa sobre prevención de riesgos laborales, requerirá al empresario para la subsanación de las
deficiencias observadas, salvo que por la gravedad e inminencia de los riesgos procediese acordar la
paralización prevista en el artículo 44. Todo ello sin perjuicio de la propuesta de sanción correspondiente, en
su caso.

2. El requerimiento formulado por el Inspector de Trabajo y Seguridad Social se hará saber por escrito al
empresario presuntamente responsable señalando las anomalías o deficiencias apreciadas con indicación del
plazo para su subsanación. Dicho requerimiento se pondrá, asimismo, en conocimiento de los Delegados de
Prevención. Si se incumpliera el requerimiento formulado, persistiendo los hechos infractores, el Inspector
de Trabajo y Seguridad Social, de no haberlo efectuado inicialmente, levantará la correspondiente acta de
infracción por tales hechos.

3. Los requerimientos efectuados por los funcionarios públicos a que se refiere el artículo 9.2 de esta ley, en
ejercicio de sus funciones de apoyo y colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, se
practicarán con los requisitos y efectos establecidos en el apartado anterior, pudiendo reflejarse en el Libro de
Visitas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en la forma que se determine reglamentariamente.
Se añade el apartado 3 por el art. 6 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 44. Paralización de trabajos.
1. Cuando el Inspector de Trabajo y Seguridad Social compruebe que la inobservancia de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales implica, a su juicio, un riesgo grave e inminente para la seguridad y la salud
de los trabajadores podrá ordenar la paralización inmediata de tales trabajos o tareas. Dicha medida será
comunicada a la empresa responsable, que la pondrá en conocimiento inmediato de los trabajadores
afectados, del Comité de Seguridad y Salud, del Delegado de Prevención o, en su ausencia, de los
representantes del personal. La empresa responsable dará cuenta al Inspector de Trabajo y Seguridad Social
del cumplimiento de esta notificación. El Inspector de Trabajo y Seguridad Social dará traslado de su decisión
de forma inmediata a la autoridad laboral. La empresa, sin perjuicio del cumplimiento inmediato de tal
decisión, podrá impugnarla ante la autoridad laboral en el plazo de tres días hábiles, debiendo resolverse tal
impugnación en el plazo máximo de veinticuatro horas. Tal resolución será ejecutiva, sin perjuicio de los
recursos que procedan. La paralización de los trabajos se levantará por la Inspección de Trabajo y Seguridad
Social que la hubiera decretado, o por el empresario tan pronto como se subsanen las causas que la
motivaron, debiendo, en este último caso, comunicarlo inmediatamente a la Inspección de Trabajo y
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Seguridad Social.

2. Los supuestos de paralización regulados en este artículo, así como los que se contemplen en la normativa
reguladora de las actividades previstas en el apartado 2 del artículo 7 de la presente Ley, se entenderán, en
todo caso, sin perjuicio del pago del salario o de las indemnizaciones que procedan y de las medidas que
puedan arbitrarse para su garantía.

Artículo 45. Infracciones administrativas.
1. (Párrafo primero y segundo derogados) No obstante lo anterior, en el ámbito de las relaciones del personal
civil al servicio de las Administraciones públicas, las infracciones serán objeto de responsabilidades a través
de la imposición, por resolución de la autoridad competente, de la realización de las medidas correctoras de
los correspondientes incumplimientos, conforme al procedimiento que al efecto se establezca. En el ámbito
de la Administración General del Estado, corresponderá al Gobierno la regulación de dicho procedimiento,
que se ajustará a los siguientes principios:

a) El procedimiento se iniciará por el órgano competente de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social
por orden superior, bien por propia iniciativa o a petición de los representantes del personal.

b) Tras su actuación, la Inspección efectuará un requerimiento sobre las medidas a adoptar y plazo de
ejecución de las mismas, del que se dará traslado a la unidad administrativa inspeccionada a efectos de
formular alegaciones.

c) En caso de discrepancia entre los Ministros competentes como consecuencia de la aplicación de este
procedimiento, se elevarán las actuaciones al Consejo de Ministros para su decisión final.

2. (Derogado)
Se derogan el párrafo primero y segundo del apartado 1 y el apartado 2 por la disposición derogatoria única.2.c) del Real Decreto Legislativo 
5/2000, de 4 de agosto. Ref. BOE-A-2000-15060
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 228, de 22 de septiembre de 2000. Ref. BOE-A-2000-17128
Se modifica el párrafo primero del apartado 1 por el art. 36.1 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-1998-30155

Artículo 53. Suspensión o cierre del centro de trabajo.
El Gobierno o, en su caso, los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas con competencias en la
materia, cuando concurran circunstancias de excepcional gravedad en las infracciones en materia de
seguridad y salud en el trabajo, podrán acordar la suspensión de las actividades laborales por un tiempo
determinado o, en caso extremo, el cierre del centro de trabajo correspondiente, sin perjuicio, en todo caso,
del pago del salario o de las indemnizaciones que procedan y de las medidas que puedan arbitrarse para su
garantía.

Artículo 54. Limitaciones a la facultad de contratar con la Administración.
Las limitaciones a la facultad de contratar con la Administración por la comisión de delitos o por infracciones
administrativas muy graves en materia de seguridad y salud en el trabajo, se regirán por lo establecido en la
Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas.
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LISOS
RDLeg 5/2000 infracciones y sanciones en el orden social
En este tema: arts. 5, 11 a 13 y 39 a 42 · 8 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-2000-15060

CAPÍTULO II INFRACCIONES LABORALES

Artículo 5. Concepto.
1. Son infracciones laborales las acciones u omisiones de los empresarios contrarias a las normas legales,
reglamentarias y cláusulas normativas de los convenios colectivos en materia de relaciones laborales, tanto
individuales como colectivas, de colocación, empleo, formación profesional para el empleo, de trabajo
temporal y de inserción sociolaboral, tipificadas y sancionadas de conformidad con la presente ley. Asimismo,
tendrán dicha consideración las demás acciones u omisiones de los sujetos responsables en las materias que
se regulan en el presente capítulo.

2. Son infracciones laborales en materia de prevención de riesgos laborales las acciones u omisiones de los
diferentes sujetos responsables que incumplan las normas legales, reglamentarias y cláusulas normativas de
los convenios colectivos en materia de seguridad y salud en el trabajo sujetas a responsabilidad conforme a
esta ley.

3. Son infracciones laborales en materia de derechos de implicación de los trabajadores en las sociedades
europeas las acciones u omisiones de los distintos sujetos responsables contrarias a la Ley 31/2006, de 18 de
octubre, sobre implicación de los trabajadores en las sociedades anónimas y cooperativas europeas, o a sus
normas reglamentarias de desarrollo, a las disposiciones de otros Estados miembros con eficacia en España, a
los acuerdos celebrados conforme a la Ley o a las disposiciones citadas, y a las cláusulas normativas de los
convenios colectivos que complementan los derechos reconocidos en las mismas, tipificadas y sancionadas de
conformidad con esta ley. Asimismo, son infracciones laborales en materia de derechos de implicación de los
trabajadores en las sociedades participantes o resultantes de modificaciones estructurales transfronterizas
intraeuropeas consistentes en fusiones, transformaciones o escisiones las acciones u omisiones de los
distintos sujetos responsables contrarias al título IV de la Ley 31/2006, de 18 de octubre. A estos efectos, las
infracciones laborales previstas en el artículo 10 bis se entenderán aplicables en caso de incumplimientos de
dicha ley relativos a dichas modificaciones estructurales, aunque no den lugar a la constitución de una
sociedad.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 1 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 3.2 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre. Ref. BOE-A-2015-9734.
Se modifica el apartado 1 por el art. 21.2 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3031.
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 91, de 16 de abril de 2015. Ref. BOE-A-2015-4092.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 1.2 de la Ley 44/2007, de 13 de diciembre. Ref. BOE-A-2007-21492
Se añade el apartado 3 por la disposición final 1.2 de la Ley 31/2006, de 18 de octubre. Ref. BOE-A-2006-18204
Se modifica el apartado 2 por el art. 9.2 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861
Se modifica el apartado 1 por el art. 5.2 de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2002-24244

SECCIÓN 2.ª INFRACCIONES EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES

Artículo 11. Infracciones leves.
Son infracciones leves:

1. La falta de limpieza del centro de trabajo de la que no se derive riesgo para la integridad física o salud de los
trabajadores.

2. No dar cuenta, en tiempo y forma, a la autoridad laboral competente, conforme a las disposiciones
vigentes, de los accidentes de trabajo ocurridos y de las enfermedades profesionales declaradas cuando
tengan la calificación de leves.
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3. No comunicar a la autoridad laboral competente la apertura del centro de trabajo o la reanudación o
continuación de los trabajos después de efectuar alteraciones o ampliaciones de importancia, o consignar con
inexactitud los datos que debe declarar o cumplimentar, siempre que no se trate de industria calificada por la
normativa vigente como peligrosa, insalubre o nociva por los elementos, procesos o sustancias que se
manipulen.

4. Las que supongan incumplimientos de la normativa de prevención de riesgos laborales, siempre que
carezcan de trascendencia grave para la integridad física o la salud de los trabajadores.

5. Cualesquiera otras que afecten a obligaciones de carácter formal o documental exigidas en la normativa de
prevención de riesgos laborales y que no estén tipificadas como graves o muy graves.

6. No disponer el contratista en la obra de construcción del Libro de Subcontratación exigido por el artículo 8
de la Ley Reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción.

7. No disponer el contratista o subcontratista de la documentación o título que acredite la posesión de la
maquinaria que utiliza, y de cuanta documentación sea exigida por las disposiciones legales vigentes.
Se añaden los apartado 6 y 7 por la disposición adicional 1.2 de la Ley 32/2006, de 18 de octubre. Ref. BOE-A-2006-18205

Artículo 12. Infracciones graves.
Son infracciones graves:

1. a) Incumplir la obligación de integrar la prevención de riesgos laborales en la empresa a través de la
implantación y aplicación de un plan de prevención, con el alcance y contenido establecidos en la normativa
de prevención de riesgos laborales. b) No llevar a cabo las evaluaciones de riesgos y, en su caso, sus
actualizaciones y revisiones, así como los controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad
de los trabajadores que procedan, o no realizar aquellas actividades de prevención que hicieran necesarias los
resultados de las evaluaciones, con el alcance y contenido establecidos en la normativa sobre prevención de
riesgos laborales.

2. No realizar los reconocimientos médicos y pruebas de vigilancia periódica del estado de salud de los
trabajadores que procedan conforme a la normativa sobre prevención de riesgos laborales, o no comunicar su
resultado a los trabajadores afectados.

3. No dar cuenta en tiempo y forma a la autoridad laboral, conforme a las disposiciones vigentes, de los
accidentes de trabajo ocurridos y de las enfermedades profesionales declaradas cuando tengan la calificación
de graves, muy graves o mortales, o no llevar a cabo una investigación en caso de producirse daños a la salud
de los trabajadores o de tener indicios de que las medidas preventivas son insuficientes.

4. No registrar y archivar los datos obtenidos en las evaluaciones, controles, reconocimientos, investigaciones
o informes a que se refieren los artículos 16, 22 y 23 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de
Riesgos Laborales.

5. No comunicar a la autoridad laboral competente la apertura del centro de trabajo o la reanudación o
continuación de los trabajos después de efectuar alteraciones o ampliaciones de importancia, o consignar con
inexactitud los datos que debe declarar o cumplimentar, siempre que se trate de industria calificada por la
normativa vigente como peligrosa, insalubre o nociva por los elementos, procesos o sustancias que se
manipulen.

6. Incumplir la obligación de efectuar la planificación de la actividad preventiva que derive como necesaria de
la evaluación de riesgos, o no realizar el seguimiento de la misma, con el alcance y contenido establecidos en
la normativa de prevención de riesgos laborales.

7. La adscripción de trabajadores a puestos de trabajo cuyas condiciones fuesen incompatibles con sus
características personales o de quienes se encuentren manifiestamente en estados o situaciones transitorias
que no respondan a las exigencias psicofísicas de los respectivos puestos de trabajo, así como la dedicación de
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aquéllos a la realización de tareas sin tomar en consideración sus capacidades profesionales en materia de
seguridad y salud en el trabajo, salvo que se trate de infracción muy grave conforme al artículo siguiente.

8. El incumplimiento de las obligaciones en materia de formación e información suficiente y adecuada a los
trabajadores acerca de los riesgos del puesto de trabajo susceptibles de provocar daños para la seguridad y
salud y sobre las medidas preventivas aplicables, salvo que se trate de infracción muy grave conforme al
artículo siguiente.

9. La superación de los límites de exposición a los agentes nocivos que, conforme a la normativa sobre
prevención de riesgos laborales, origine riesgo de daños graves para la seguridad y salud de los trabajadores,
sin adoptar las medidas preventivas adecuadas, salvo que se trate de infracción muy grave conforme al
artículo siguiente.

10. No adoptar las medidas previstas en el artículo 20 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales en materia
de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación de los trabajadores.

11. El incumplimiento de los derechos de información, consulta y participación de los trabajadores
reconocidos en la normativa sobre prevención de riesgos laborales.

12. No proporcionar la formación o los medios adecuados para el desarrollo de sus funciones a los
trabajadores designados para las actividades de prevención y a los delegados de prevención.

13. No adoptar los empresarios y los trabajadores por cuenta propia que desarrollen actividades en un mismo
centro de trabajo, o los empresarios a que se refiere el artículo 24.4 de la Ley de Prevención de Riesgos
Laborales, las medidas de cooperación y coordinación necesarias para la protección y prevención de riesgos
laborales.

14. No adoptar el empresario titular del centro de trabajo las medidas necesarias para garantizar que aquellos
otros que desarrollen actividades en el mismo reciban la información y las instrucciones adecuadas sobre los
riesgos existentes y las medidas de protección, prevención y emergencia, en la forma y con el contenido
establecidos en la normativa de prevención de riesgos laborales.

15. a) No designar a uno o varios trabajadores para ocuparse de las actividades de protección y prevención en
la empresa o no organizar o concertar un servicio de prevención cuando ello sea preceptivo, o no dotar a los
recursos preventivos de los medios que sean necesarios para el desarrollo de las actividades preventivas. b) La
falta de presencia de los recursos preventivos cuando ello sea preceptivo o el incumplimiento de las
obligaciones derivadas de su presencia.

16. Las que supongan incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales, siempre que dicho
incumplimiento cree un riesgo grave para la integridad física o la salud de los trabajadores afectados y
especialmente en materia de:

a) Comunicación a la autoridad laboral, cuando legalmente proceda, de las sustancias, agentes físicos,
químicos y biológicos, o procesos utilizados en las empresas.

b) Diseño, elección, instalación, disposición, utilización y mantenimiento de los lugares de trabajo,
herramientas, maquinaria y equipos.

c) Prohibiciones o limitaciones respecto de operaciones, procesos y uso de agentes físicos, químicos y
biológicos en los lugares de trabajo.

d) Limitaciones respecto del número de trabajadores que puedan quedar expuestos a determinados
agentes físicos, químicos y biológicos.

e) Utilización de modalidades determinadas de muestreo, medición y evaluación de resultados.

f) Medidas de protección colectiva o individual.

g) Señalización de seguridad y etiquetado y envasado de sustancias peligrosas, en cuanto éstas se
manipulen o empleen en el proceso productivo.
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h) Servicios o medidas de higiene personal.

i) Registro de los niveles de exposición a agentes físicos, químicos y biológicos, listas de trabajadores
expuestos y expedientes médicos.

17. La falta de limpieza del centro o lugar de trabajo, cuando sea habitual o cuando de ello se deriven riesgos
para la integridad física y salud de los trabajadores.

18. El incumplimiento del deber de información a los trabajadores designados para ocuparse de las
actividades de prevención o, en su caso, al servicio de prevención de la incorporación a la empresa de
trabajadores con relaciones de trabajo temporales, de duración determinada o proporcionados por empresas
de trabajo temporal.

19. No facilitar a los trabajadores designados o al servicio de prevención el acceso a la información y
documentación señaladas en el apartado 1 del artículo 18 y en el apartado 1 del artículo 23 de la Ley de
Prevención de Riesgos Laborales.

20. No someter, en los términos reglamentariamente establecidos, el sistema de prevención de la empresa al
control de una auditoría o evaluación externa cuando no se hubiera concertado el servicio de prevención con
una entidad especializada ajena a la empresa.

21. Facilitar a la autoridad laboral competente, las entidades especializadas que actúen como servicios de
prevención ajenos a las empresas, las personas o entidades que desarrollen la actividad de auditoría del
sistema de prevención de las empresas o las entidades acreditadas para desarrollar y certificar la formación
en materia de prevención de riesgos laborales, datos de forma o con contenido inexactos, omitir los que
hubiera debido consignar, así como no comunicar cualquier modificación de sus condiciones de acreditación
o autorización.

22. Incumplir las obligaciones derivadas de actividades correspondientes a servicios de prevención ajenos
respecto de sus empresarios concertados, de acuerdo con la normativa aplicable.

23. En el ámbito de aplicación del Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el que se establecen las
disposiciones mínimas de seguridad y salud en las obras de construcción:

a) Incumplir la obligación de elaborar el plan de seguridad y salud en el trabajo con el alcance y contenido
establecidos en la normativa de prevención de riesgos laborales, en particular por carecer de un contenido
real y adecuado a los riesgos específicos para la seguridad y la salud de los trabajadores de la obra o por no
adaptarse a las características particulares de las actividades o los procedimientos desarrollados o del
entorno de los puestos de trabajo.

b) Incumplir la obligación de realizar el seguimiento del plan de seguridad y salud en el trabajo, con el
alcance y contenido establecidos en la normativa de prevención de riesgos laborales.

24. En el ámbito de aplicación del Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el que se establecen las
disposiciones mínimas de seguridad y salud en las obras de construcción, el incumplimiento de las siguientes
obligaciones correspondientes al promotor:

a) No designar los coordinadores en materia de seguridad y salud cuando ello sea preceptivo.

b) Incumplir la obligación de que se elabore el estudio o, en su caso, el estudio básico de seguridad y salud,
cuando ello sea preceptivo, con el alcance y contenido establecidos en la normativa de prevención de
riesgos laborales, o cuando tales estudios presenten deficiencias o carencias significativas y graves en
relación con la seguridad y la salud en la obra.

c) No adoptar las medidas necesarias para garantizar, en la forma y con el alcance y contenido previstos en
la normativa de prevención, que los empresarios que desarrollan actividades en la obra reciban la
información y las instrucciones adecuadas sobre los riesgos y las medidas de protección, prevención y
emergencia.
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d) No cumplir los coordinadores en materia de seguridad y salud las obligaciones establecidas en el
artículo 9 del Real Decreto 1627/1997 como consecuencia de su falta de presencia, dedicación o actividad
en la obra.

e) No cumplir los coordinadores en materia de seguridad y salud las obligaciones, distintas de las citadas
en los párrafos anteriores, establecidas en la normativa de prevención de riesgos laborales cuando tales
incumplimientos tengan o puedan tener repercusión grave en relación con la seguridad y salud en la obra.

25. Incumplir las obligaciones derivadas de actividades correspondientes a las personas o entidades que
desarrollen la actividad de auditoría del sistema de prevención de las empresas, de acuerdo con la normativa
aplicable.

26. Incumplir las obligaciones derivadas de actividades correspondientes a entidades acreditadas para
desarrollar y certificar la formación en materia de prevención de riesgos laborales, de acuerdo con la
normativa aplicable.

27. En el ámbito de la Ley Reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción, los siguientes
incumplimientos del subcontratista:

a) El incumplimiento del deber de acreditar, en la forma establecida legal o reglamentariamente, que
dispone de recursos humanos, tanto en su nivel directivo como productivo, que cuentan con la formación
necesaria en prevención de riesgos laborales, y que dispone de una organización preventiva adecuada, y la
inscripción en el registro correspondiente, o del deber de verificar dicha acreditación y registro por los
subcontratistas con los que contrate, salvo que proceda su calificación como infracción muy grave, de
acuerdo con el artículo siguiente.

b) No comunicar los datos que permitan al contratista llevar en orden y al día el Libro de Subcontratación
exigido en la Ley Reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción.

c) Proceder a subcontratar con otro u otros subcontratistas o trabajadores autónomos superando los
niveles de subcontratación permitidos legalmente, sin disponer de la expresa aprobación de la dirección
facultativa, o permitir que en el ámbito de ejecución de su subcontrato otros subcontratistas o trabajadores
autónomos incurran en el supuesto anterior y sin que concurran en este caso las circunstancias previstas
en la letra c) del apartado 15 del artículo siguiente, salvo que proceda su calificación como infracción muy
grave, de acuerdo con el mismo artículo siguiente.

28. Se consideran infracciones graves del contratista, de conformidad con lo previsto en la Ley Reguladora de
la subcontratación en el sector de la construcción:

a) No llevar en orden y al día el Libro de Subcontratación exigido, o no hacerlo en los términos
establecidos reglamentariamente.

b) Permitir que, en el ámbito de ejecución de su contrato, intervengan empresas subcontratistas o
trabajadores autónomos superando los niveles de subcontratación permitidos legalmente, sin disponer de
la expresa aprobación de la dirección facultativa, y sin que concurran las circunstancias previstas en la
letra c) del apartado 15 del artículo siguiente, salvo que proceda su calificación como infracción muy grave,
de acuerdo con el mismo artículo siguiente.

c) El incumplimiento del deber de acreditar, en la forma establecida legal o reglamentariamente, que
dispone de recursos humanos, tanto en su nivel directivo como productivo, que cuentan con la formación
necesaria en prevención de riesgos laborales, y que dispone de una organización preventiva adecuada, y la
inscripción en el registro correspondiente, o del deber de verificar dicha acreditación y registro por los
subcontratistas con los que contrate, y salvo que proceda su calificación como infracción muy grave, de
acuerdo con el artículo siguiente.

d) La vulneración de los derechos de información de los representantes de los trabajadores sobre las
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contrataciones y subcontrataciones que se realicen en la obra, y de acceso al Libro de Subcontratación, en
los términos establecidos en la Ley Reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción.

29. En el ámbito de la Ley Reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción, es infracción
grave del promotor de la obra permitir, a través de la actuación de la dirección facultativa, la aprobación de la
ampliación excepcional de la cadena de subcontratación cuando manifiestamente no concurran las causas
motivadoras de la misma prevista en dicha Ley, salvo que proceda su calificación como infracción muy grave,
de acuerdo con el artículo siguiente.
Se añaden los apartados 27, 28 y 29 por la disposición adicional 1.3 de la Ley 32/2006, de 18 de octubre. Ref. BOE-A-2006-18205
Se modifican los apartados 1, 6, 14, 15 y 19 y se añaden los apartados 23 a 26 por el art. 10.1 a 9 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. 
BOE-A-2003-22861

Artículo 13. Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:

1. No observar las normas específicas en materia de protección de la seguridad y la salud de las trabajadoras
durante los períodos de embarazo y lactancia.

2. No observar las normas específicas en materia de protección de la seguridad y la salud de los menores.

3. No paralizar ni suspender de forma inmediata, a requerimiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad
Social, los trabajos que se realicen sin observar la normativa sobre prevención de riesgos laborales y que, a
juicio de la Inspección, impliquen la existencia de un riesgo grave e inminente para la seguridad y salud de los
trabajadores, o reanudar los trabajos sin haber subsanado previamente las causas que motivaron la
paralización.

4. La adscripción de los trabajadores a puestos de trabajo cuyas condiciones fuesen incompatibles con sus
características personales conocidas o que se encuentren manifiestamente en estados o situaciones
transitorias que no respondan a las exigencias psicofísicas de los respectivos puestos de trabajo, así como la
dedicación de aquéllos a la realización de tareas sin tomar en consideración sus capacidades profesionales en
materia de seguridad y salud en el trabajo, cuando de ello se derive un riesgo grave e inminente para la
seguridad y salud de los trabajadores.

5. Incumplir el deber de confidencialidad en el uso de los datos relativos a la vigilancia de la salud de los
trabajadores, en los términos previstos en el apartado 4 del artículo 22 de la Ley de Prevención de Riesgos
Laborales.

6. Superar los límites de exposición a los agentes nocivos que, conforme a la normativa sobre prevención de
riesgos laborales, originen riesgos de daños para la salud de los trabajadores sin adoptar las medidas
preventivas adecuadas, cuando se trate de riesgos graves e inminentes.

7. No adoptar, los empresarios y los trabajadores por cuenta propia que desarrollen actividades en un mismo
centro de trabajo, las medidas de cooperación y coordinación necesarias para la protección y prevención de
riesgos laborales, cuando se trate de actividades reglamentariamente consideradas como peligrosas o con
riesgos especiales.

8. a) No adoptar el promotor o el empresario titular del centro de trabajo, las medidas necesarias para
garantizar que aquellos otros que desarrollen actividades en el mismo reciban la información y las
instrucciones adecuadas, en la forma y con el contenido y alcance establecidos en la normativa de prevención
de riesgos laborales, sobre los riesgos y las medidas de protección, prevención y emergencia cuando se trate
de actividades reglamentariamente consideradas como peligrosas o con riesgos especiales. b) La falta de
presencia de los recursos preventivos cuando ello sea preceptivo o el incumplimiento de las obligaciones
derivadas de su presencia, cuando se trate de actividades reglamentariamente consideradas como peligrosas o
con riesgos especiales.

9. Las acciones u omisiones que impidan el ejercicio del derecho de los trabajadores a paralizar su actividad
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en los casos de riesgo grave e inminente, en los términos previstos en el artículo 21 de la Ley de Prevención de
Riesgos Laborales.

10. No adoptar cualesquiera otras medidas preventivas aplicables a las condiciones de trabajo en ejecución de
la normativa sobre prevención de riesgos laborales de las que se derive un riesgo grave e inminente para la
seguridad y salud de los trabajadores.

11. Ejercer sus actividades las entidades especializadas que actúen como servicios de prevención ajenos a las
empresas, las personas o entidades que desarrollen la actividad de auditoría del sistema de prevención de las
empresas o las que desarrollen y certifiquen la formación en materia de prevención de riesgos laborales, sin
contar con la preceptiva acreditación o autorización, cuando ésta hubiera sido suspendida o extinguida,
cuando hubiera caducado la autorización provisional, así como cuando se excedan en su actuación del
alcance de la misma.

12. Mantener las entidades especializadas que actúen como servicios de prevención ajenos a las empresas o
las personas o entidades que desarrollen la actividad de auditoría del sistema de prevención de las empresas,
vinculaciones comerciales, financieras o de cualquier otro tipo, con las empresas auditadas o concertadas,
distintas a las propias de su actuación como tales, así como certificar, las entidades que desarrollen o
certifiquen la formación preventiva, actividades no desarrolladas en su totalidad.

13. La alteración o el falseamiento, por las personas o entidades que desarrollen la actividad de auditoría del
sistema de prevención de las empresas, del contenido del informe de la empresa auditada.

14. La suscripción de pactos que tengan por objeto la elusión, en fraude de ley, de las responsabilidades
establecidas en el apartado 3 del artículo 42 de esta ley.

15. En el ámbito de la Ley Reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción, los siguientes
incumplimientos del subcontratista:

a) El incumplimiento del deber de acreditar, en la forma establecida legal o reglamentariamente, que
dispone de recursos humanos, tanto en su nivel directivo como productivo, que cuentan con la formación
necesaria en prevención de riesgos laborales, y que dispone de una organización preventiva adecuada, y la
inscripción en el registro correspondiente, o del deber de verificar dicha acreditación y registro por los
subcontratistas con los que contrate, cuando se trate de trabajos con riesgos especiales conforme a la
regulación reglamentaria de los mismos para las obras de construcción.

b) Proceder a subcontratar con otro u otros subcontratistas o trabajadores autónomos superando los
niveles de subcontratación permitidos legalmente, sin que disponga de la expresa aprobación de la
dirección facultativa, o permitir que en el ámbito de ejecución de su subcontrato otros subcontratistas o
trabajadores autónomos incurran en el supuesto anterior y sin que concurran en este caso las
circunstancias previstas en la letra c) de este apartado, cuando se trate de trabajos con riesgos especiales
conforme a la regulación reglamentaria de los mismos para las obras de construcción.

c) El falseamiento en los datos comunicados al contratista o a su subcontratista comitente, que dé lugar al
ejercicio de actividades de construcción incumpliendo el régimen de la subcontratación o los requisitos
legalmente establecidos.

16. En el ámbito de la Ley Reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción, los siguientes
incumplimientos del contratista:

a) Permitir que, en el ámbito de ejecución de su contrato, intervengan subcontratistas o trabajadores
autónomos superando los niveles de subcontratación permitidos legalmente, sin que se disponga de la
expresa aprobación de la dirección facultativa, y sin que concurran las circunstancias previstas en la letra
c) del apartado anterior, cuando se trate de trabajos con riesgos especiales conforme a la regulación
reglamentaria de los mismos para las obras de construcción.
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b) El incumplimiento del deber de acreditar, en la forma establecida legal o reglamentariamente, que
dispone de recursos humanos, tanto en su nivel directivo como productivo, que cuentan con la formación
necesaria en prevención de riesgos laborales, y que dispone de una organización preventiva adecuada, y la
inscripción en el registro correspondiente, o del deber de verificar dicha acreditación y registro por los
subcontratistas con los que contrate, cuando se trate de trabajos con riesgos especiales conforme a la
regulación reglamentaria de los mismos para las obras de construcción.

17. En el ámbito de la Ley Reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción, es infracción muy
grave del promotor de la obra permitir, a través de la actuación de la dirección facultativa, la aprobación de la
ampliación excepcional de la cadena de subcontratación cuando manifiestamente no concurran las causas
motivadoras de la misma previstas en dicha Ley, cuando se trate de trabajos con riesgos especiales conforme a
la regulación reglamentaria de los mismos para las obras de construcción.
Se añaden los apartados 15, 16 y 17 por la disposición adicional 1.4 de la Ley 32/2006, de 18 de octubre. Ref. BOE-A-2006-18205
Se modifica el apartado 8 y se añaden los apartados 13 y 14 por el art. 11.1 a 3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

CAPÍTULO VI RESPONSABILIDADES Y SANCIONES

SECCIÓN 1.ª NORMAS GENERALES SOBRE SANCIONES A LOS EMPRESARIOS, Y EN GENERAL, A OTROS SUJETOS Q

Artículo 39. Criterios de graduación de las sanciones.
1. Las sanciones por las infracciones tipificadas en los artículos anteriores podrán imponerse en los grados de
mínimo, medio y máximo, atendiendo a los criterios establecidos en los apartados siguientes.

2. Calificadas las infracciones, en la forma dispuesta por esta ley, las sanciones se graduarán en atención a la
negligencia e intencionalidad del sujeto infractor, fraude o connivencia, incumplimiento de las advertencias
previas y requerimientos de la Inspección, cifra de negocios de la empresa, número de trabajadores o de
beneficiarios afectados en su caso, perjuicio causado y cantidad defraudada, como circunstancias que puedan
agravar o atenuar la graduación a aplicar a la infracción cometida. Sin perjuicio de lo anterior, cuando se trate
de infracciones tipificadas en los artículos 22.3 y 23.1.b), la sanción se impondrá en grado mínimo cuando la
cuantía no ingresada, incluyendo recargos e intereses, no supere los 10.000 euros, en su grado medio cuando
dicha cuantía esté comprendida entre 10.001 y 25.000 euros, y en su grado máximo cuando sea superior a los
25.000 euros. En todo caso, se impondrá la sanción en su grado máximo, cualquiera que fuera la cantidad no
ingresada, cuando el sujeto responsable hubiera cotizado en cuantía inferior a la debida mediante la
ocultación o falsedad de las declaraciones o datos que tenga obligación de facilitar a la Seguridad Social. No
obstante lo previsto en el artículo 41 de esta ley, en el supuesto de la infracción tipificada en el artículo 15.3, la
sanción se impondrá en su grado máximo cuando, en los dos años anteriores a la fecha de la comisión de la
infracción, el sujeto responsable ya hubiere sido sancionado en firme por incumplimiento de la obligación
legal de reserva de puestos de trabajo para personas con discapacidad o de la aplicación de sus medidas
alternativas de carácter excepcional.

3. En las sanciones por infracciones en materia de prevención de riesgos laborales, a efectos de su
graduación, se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

a) La peligrosidad de las actividades desarrolladas en la empresa o centro de trabajo.

b) El carácter permanente o transitorio de los riesgos inherentes a dichas actividades.

c) La gravedad de los daños producidos o que hubieran podido producirse por la ausencia o deficiencia de
las medidas preventivas necesarias.

d) El número de trabajadores afectados.

e) Las medidas de protección individual o colectiva adoptadas por el empresario y las instrucciones
impartidas por éste en orden a la prevención de los riesgos.

f) El incumplimiento de las advertencias o requerimientos previos a que se refiere el artículo 43 de la Ley
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31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.

g) La inobservancia de las propuestas realizadas por los servicios de prevención, los delegados de
prevención o el comité de seguridad y salud de la empresa para la corrección de las deficiencias legales
existentes.

h) La conducta general seguida por el empresario en orden a la estricta observancia de las normas en
materia de prevención de riesgos laborales.

4. Las infracciones en materia de sociedades cooperativas se graduarán, a efectos de su correspondiente
sanción, atendiendo al número de socios afectados, repercusión social, malicia o falsedad y capacidad
económica de la cooperativa.

5. Los criterios de graduación recogidos en los números anteriores no podrán utilizarse para agravar o
atenuar la infracción cuando estén contenidos en la descripción de la conducta infractora o formen parte del
propio ilícito administrativo.

6. El acta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que inicie el expediente sancionador y la resolución
administrativa que recaiga, deberán explicitar los criterios de graduación de la sanción tenidos en cuenta, de
entre los señalados en los anteriores apartados de este artículo. Cuando no se considere relevante a estos
efectos ninguna de las circunstancias enumeradas en dichos apartados, la sanción se impondrá en el grado
mínimo en su tramo inferior.

7. Se sancionará en el máximo de la calificación que corresponda toda infracción que consista en la
persistencia continuada de su comisión.

Se modifica el apartado 2 por el art. 2.4 de la Ley 34/2014, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2014-13517.
Se añaden los dos últimos párrafos al apartado 2 por el art. 4.7 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2012-15596.
Se modifica el apartado 3.f) por el art. 13 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 40. Cuantía de las sanciones.
1. Las infracciones en materia de relaciones laborales y empleo, en materia de Seguridad Social, sin perjuicio
de lo dispuesto en el apartado 3 siguiente, en materia de movimientos migratorios y trabajo de extranjeros, en
materia de empresas de trabajo temporal y empresas usuarias, excepto las que se refieran a materias de
prevención de riesgos laborales, que quedarán encuadradas en el apartado 2 de este artículo, así como las
infracciones por obstrucción se sancionarán:

a) Las leves, en su grado mínimo, con multas de 70 a 150 euros; en su grado medio, de 151 a 370 euros; y en
su grado máximo, de 371 a 750 euros.

b) Las graves con multa, en su grado mínimo, de 751 a 1.500 euros, en su grado medio de 1.501 a 3.750
euros; y en su grado máximo de 3.751 a 7.500 euros.

c) Las muy graves con multa, en su grado mínimo, de 7.501 a 30.000 euros; en su grado medio de 30.001 a
120.005 euros; y en su grado máximo de 120.006 euros a 225.018 euros. c bis) Las infracciones graves
señaladas en los artículos 7.2, 7.14, 18.2.c), 19.2.b), 19.2.e), 19 bis.1.b), 19 ter.2.b) y 19 ter.2.e) se
sancionarán con la multa siguiente: en su grado mínimo, de 1.000 a 2.000 euros; en su grado medio, de
2.001 a 5.000 euros y, en su grado máximo, de 5.001 a 10.000 euros.

d) Las infracciones señaladas en los artículos 22.3, 23.1.b) y 23.1.k) se sancionarán:

1.º La infracción grave del artículo 22.3 se sancionará con la multa siguiente: en su grado mínimo, con
multa del 50 al 65 por ciento del importe de las cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de
recaudación conjunta no ingresados, incluyendo recargos, intereses y costas; en su grado medio, con
multa del 65,01 al 80 por ciento; y en su grado máximo, con multa del 80,01 al 100 por ciento.

2.º La infracción muy grave del artículo 23.1.b) se sancionará con la multa siguiente: en su grado
mínimo, con multa del 100,01 al 115 por ciento del importe de las cuotas de Seguridad Social y demás
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conceptos de recaudación conjunta no ingresados, incluyendo recargos, intereses y costas; en su grado
medio, con multa del 115,01 al 130 por ciento; y en su grado máximo, con multa del 130,01 al 150 por
ciento.

3.º La infracción muy grave del artículo 23.1.k) se sancionará con la multa siguiente: en su grado
mínimo, con multa del 100,01 al 115 por ciento del importe de las cuotas de Seguridad Social no
ingresadas y descontadas a los trabajadores o del exceso del descuento previsto legalmente, incluyendo
recargos, intereses y costas; en su grado medio, con multa del 115,01 al 130 por ciento; y en su grado
máximo, con multa del 130,01 al 150 por ciento.

e) Las infracciones señaladas en los artículos 22.2, 22.7 a), 22.16 y 23.1.a) se sancionarán:

1.º La infracción grave de los artículos 22.2, 22.7 a) y 22.16 se sancionará con la multa siguiente: en su
grado mínimo, de 3.750 a 7.500 euros; en su grado medio, de 7.501 a 9.600 euros y, en su grado máximo,
de 9.601 a 12.000 euros.

2.º La infracción muy grave del artículo 23.1.a) se sancionará con la multa siguiente: en su grado
mínimo, de 12.001 a 30.000 euros; en su grado medio, de 30.001 a 120.005 euros y, en su grado máximo,
de 120.006 a 225.018 euros. No obstante, cuando con ocasión de una misma actuación de inspección se
detecten varias infracciones de las contempladas en este apartado, la sanción que en su caso se
proponga para cada una de ellas, graduada conforme a los criterios contenidos en el artículo 39.2 que
procedan, se incrementará en: Un 20 por ciento en cada infracción cuando se trate de dos trabajadores,
beneficiarios o solicitantes. Un 30 por ciento en cada infracción cuando se trate de tres trabajadores,
beneficiarios o solicitantes. Un 40 por ciento en cada infracción cuando se trate de cuatro trabajadores,
beneficiarios o solicitantes. Un 50 por ciento en cada infracción cuando se trate de cinco o más
trabajadores, beneficiarios o solicitantes. En ningún caso, la cuantía correspondiente a la infracción
prevista en el artículo 22.2 podrá exceder de 12.000 euros, ni la prevista en el artículo 23.1.a) podrá
exceder de 225.018 euros para cada una de las infracciones.

f) Cuando la actuación inspectora de la que se derive la obstrucción fuera dirigida a la comprobación de la
situación de alta de los trabajadores que presten servicios en una empresa y el incumplimiento de las
obligaciones del empresario pudiera dar lugar a la comisión de las infracciones tipificadas en los artículos
22.2 y 23.1.a), las infracciones por obstrucción se sancionarán:

1.º Las calificadas como graves: en su grado mínimo, con multa de 3.750 a 7.500 euros; en su grado
medio, de 7.501 a 9.600 euros y, en su grado máximo, de 9.601 a 12.000 euros.

2.º Las calificadas como muy graves: en su grado mínimo, con una multa de 12.001 a 30.000 euros; en su
grado medio, de 30.001 a 120.005 euros y, en su grado máximo, de 120.006 a 225.018 euros. Las
sanciones impuestas por las infracciones muy graves tipificadas en las letras d), e) y f) del apartado 1 del
artículo 16, y en las letras a) y h) del apartado 1 del artículo 23, así como las sanciones por obstrucción
calificadas como muy graves en el párrafo anterior, una vez firmes, se harán públicas en la forma que se
prevea reglamentariamente.

2. Las infracciones en materia de prevención de riesgos laborales se sancionarán:

a) Las leves, en su grado mínimo, con multa de 45 a 485 euros; en su grado medio, de 486 a 975 euros; y en
su grado máximo, de 976 a 2.450 euros.

b) Las graves con multa, en su grado mínimo, de 2.451 a 9.830 euros; en su grado medio, de 9.831 a 24.585
euros; y en su grado máximo, de 24.586 a 49.180 euros.

c) Las muy graves con multa, en su grado mínimo, de 49.181 a 196.745 euros; en su grado medio, de 196.746
a 491.865 euros; y en su grado máximo, de 491.866 a 983.736 euros. Las sanciones impuestas por
infracciones muy graves, una vez firmes, se harán públicas en la forma que se determine
reglamentariamente. Las infracciones, por faltas graves y muy graves de las entidades especializadas que
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actúen como servicios de prevención ajenos a las empresas, de las personas o entidades que desarrollen la
actividad de auditoría del sistema de prevención de las empresas y de las entidades acreditadas para
desarrollar o certificar la formación en materia de prevención de riesgos laborales, podrán dar lugar,
además de a las multas previstas en este artículo, a la cancelación de la acreditación otorgada por la
autoridad laboral.

3. Las sanciones en materia de Seguridad Social cuando se deriven de actas de infracción y liquidación que se
refieran a los mismos hechos y se practiquen simultáneamente, se reducirán automáticamente al 50 por
ciento de su cuantía si el sujeto infractor manifiesta su conformidad con la liquidación practicada, ingresando
su importe en el plazo procedente. Esta reducción automática solo podrá aplicarse en el supuesto de que la
cuantía de la liquidación supere la de la sanción propuesta inicialmente.

4. Las infracciones en materia de cooperativas se sancionarán:

a) Las leves, con multa de 450 a 905 euros.

b) Las graves, con multa de 906 a 4.545 euros.

c) Las muy graves, con multa de 4.546 a 45.504 euros.
Se añade la letra c bis) al apartado 1 por el art. 5.13 del Real Decreto-ley 32/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21788
Se modifica por la disposición final 1.2 de la Ley 10/2021, de 9 de julio. Ref. BOE-A-2021-11472 Téngase en cuenta que esta última modificación 
entra en vigor el 1 de octubre de 2021, según establece la disposición final 14 de la citada Ley.
Se modifica el apartado 1.e).1 por la disposición final 4.2 del Real Decreto-ley 28/2018, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-17992
Se modifica, con efectos de 1 de enero de 2018, el apartado 1.e).1 por la disposición final 9.2 de la Ley 6/2017, de 24 de octubre. Ref. BOE-
A-2017-12207
Se modifica el último párrafo del apartado 1.f) por la disposición final 3.12 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre. Ref. BOE-A-2015-9734.
Se modifica el último párrafo del apartado 1.f) por el art. 21.13 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3031.
Se añaden los párrafos finales en el apartado 1.d) y e) y se modifica el apartado 3 por el art. 4.8 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre. Ref. BOE-
A-2012-15596.
Se modifica el apartado 1, párrafo primero por la disposición final 6.4 de la Ley 3/2012, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2012-9110.
Se añaden las letras e) y f) y un párrafo final al apartado 1 por el art. 6.4 del Real Decreto-ley 5/2011, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2011-7972.
Se añade la letra d) al apartado 1, con efectos de 1 de enero de 2009 por la disposición final 8.2 de la Ley 2/2008, de 23 de diciembre. Ref. BOE-
A-2008-20744 Téngase en cuenta que se declara inconstitucional la citada disposición final 8 que da redacción a la letra d) del apartado 1, con 
los efectos establecidos en el fundamento jurídico 3.h), por Sentencia del TC 206/2013, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2014-223.
Se modifican las cuantías de los apartados 1, 2 y 4 por el art. único.1 a 3 del Real Decreto 306/2007, de 2 de marzo. Ref. BOE-A-2007-5742
Se modifica el primer párrafo del apartado 1 por la disposición final 1.4 de la Ley 40/2006, de 14 de diciembre. Ref. BOE-A-2006-21991
Se convierten a euros las cuantías contempladas en los apartados 1, 2 y 4 por los apartados 1, 2 y 3 de la Resolución de 16 de octubre de 2001. 
Ref. BOE-A-2001-20264

Artículo 41. Reincidencia.
1. Existe reincidencia cuando se comete una infracción del mismo tipo y calificación que la que motivó una
sanción anterior en el plazo de los 365 días siguientes a la notificación de ésta ; en tal supuesto se requerirá
que la resolución sancionadora hubiere adquirido firmeza.

2. Si se apreciase reincidencia, la cuantía de las sanciones consignadas en el artículo anterior podrá
incrementarse hasta el duplo del grado de la sanción correspondiente a la infracción cometida, sin exceder,
en ningún caso, de las cuantías máximas previstas en el artículo anterior para cada clase de infracción.

3. La reincidencia de la empresa de trabajo temporal en la comisión de infracciones tipificadas como muy
graves en esta Ley podrá dar lugar a la suspensión de sus actividades durante un año. Cuando el expediente
sancionador lleve aparejada la propuesta de suspensión de actividades, será competente para resolver el
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales o la autoridad equivalente de las Comunidades Autónomas con
competencia de ejecución de la legislación laboral. Transcurrido el plazo de suspensión, la empresa de trabajo
temporal deberá solicitar nuevamente autorización administrativa que le habilite para el ejercicio de la
actividad.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores la reincidencia de las empresas de trabajo temporal
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establecidas en otros Estados miembros de la Unión Europea o en Estados signatarios del Acuerdo sobre el
Espacio Económico Europeo en la comisión de infracciones tipificadas como muy graves en el artículo 19 bis.2
de la presente Ley podrá dar lugar a la prohibición durante un año de la puesta a disposición de personas
trabajadoras a empresas usuarias establecidas o que ejerzan su actividad en España o, si dicha sanción se
impone en dos ocasiones, por tiempo indefinido. Cuando el expediente sancionador lleve aparejada la
propuesta de prohibición a que se refiere el párrafo anterior será competente para resolver la persona titular
del Ministerio de Trabajo y Economía Social o la autoridad equivalente de las Comunidades Autónomas con
competencia de ejecución de la legislación laboral.
Se añade el apartado 4 por el art. 13.5 del Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril. Ref. BOE-A-2021-6872

SECCIÓN 2.ª NORMAS ESPECÍFICAS

Artículo 42. Responsabilidad empresarial.
1. Las infracciones a lo dispuesto en los artículos 42 a 44 del Estatuto de los Trabajadores determinarán la
responsabilidad de los empresarios afectados en los términos allí establecidos.

2. Las responsabilidades entre empresas de trabajo temporal y empresas usuarias en materia salarial se
regirán por lo dispuesto en el artículo 16.3 de la Ley 14/ 1994, de 1 de junio, por la que se regulan las empresas
de trabajo temporal.

3. La empresa principal responderá solidariamente con los contratistas y subcontratistas a que se refiere el
apartado 3 del artículo 24 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales del cumplimiento, durante el período
de la contrata, de las obligaciones impuestas por dicha Ley en relación con los trabajadores que aquéllos
ocupen en los centros de trabajo de la empresa principal, siempre que la infracción se haya producido en el
centro de trabajo de dicho empresario principal. En las relaciones de trabajo mediante empresas de trabajo
temporal, y sin perjuicio de las responsabilidades propias de éstas, la empresa usuaria será responsable de las
condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con la protección de la seguridad y la salud de los
trabajadores, así como del recargo de prestaciones económicas del sistema de Seguridad Social que puedan
fijarse, en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional que tenga lugar en su centro de trabajo
durante el tiempo de vigencia del contrato de puesta a disposición y traigan su causa de falta de medidas de
seguridad e higiene. Los pactos que tengan por objeto la elusión, en fraude de ley, de las responsabilidades
establecidas en este apartado son nulos y no producirán efecto alguno.

4. Los sujetos a que se refiere el artículo 22.4 de la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre desplazamiento de
trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional responderán solidariamente con la
empresa transportista de las infracciones previstas en el artículo 10 en lo que se refiere a la obligación de
comunicar el desplazamiento en la forma prevista por el artículo 22.1 de dicha Ley.»

5. La corrección de las infracciones en materia de prevención de riesgos laborales, en el ámbito de las
Administraciones públicas se sujetará al procedimiento y normas de desarrollo del artículo 45.1 y
concordantes de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.

6. La declaración de hechos probados que contenga una sentencia firme del orden jurisdiccional contencioso-
administrativo, relativa a la existencia de infracción a la normativa de prevención de riesgos laborales,
vinculará al orden social de la jurisdicción, en lo que se refiere al recargo, en su caso, de la prestación
económica del sistema de Seguridad Social.
Se añade el apartado 4 y se renumeran los anteriores 4 y 5 como 5 y 6 por el art. 4.3 del Real Decreto-ley 3/2022, de 1 de marzo. Ref. BOE-
A-2022-3290
Se añade el último párrafo al apartado 3 por el art. 14 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861
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D168-2009-CAN

Decreto 168/2009, de 29 de diciembre, de adaptación de la normativa sobre 
prevención de riesgos laborales en el ámbito de la Administración Pública de 
la Comunidad Autónoma de Canarias y sus Organismos Autónomos
En este tema: arts. 1 a 16 · 16 artículos · texto consolidado a 22 de agosto de 2026 · BOC-D-2009-168

CAPÍTULO PRIMERO OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN

Artículo 1. Objeto.
El objeto del presente Decreto es la adaptación a la Administración Pública de la Co-

munidad Autónoma de Canarias y sus Organismos Autónomos de la normativa vigente

sobre prevención de riesgos laborales, mediante la implantación de un plan general de

prevención, que posibilite su integración en el conjunto de sus actividades y decisiones,

y en los distintos niveles jerárquicos, potenciando sus recursos propios humanos y ma-

teriales, y adecuando su contenido a las peculiaridades organizativas y de participación

de los empleados públicos a su servicio. Este plan constituirá el marco dentro del cual

se desarrollarán los planes sectoriales de prevención a que hace referencia el artículo

8.1.a) del presente Decreto.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. El presente Decreto será de aplicación en el ámbito de la Administración Pública de
la Comunidad Autónoma de Canarias y sus Organismos Autónomos.

2. No será de aplicación, de conformidad con lo establecido en la normativa vigente
sobre prevención de riesgos laborales, para aquellas actividades cuyas particularidades
lo impidan, en el ámbito, en su caso, de las funciones públicas de policía, seguridad y de
servicios operativos de protección civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo,
catástrofe y calamidad pública.

CAPÍTULO II DERECHOS DE CONSULTA, PARTICIPACIÓN Y REPRESENTACIÓN

Artículo 3. Representación de los empleados públicos.
1. Corresponde a los representantes de los empleados al servicio de la Administra-
ción Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y sus Organismos Autónomos, es
decir, a los Delegados de Prevención y a los Comités de Seguridad y Salud, la defensa
de los intereses de dichos empleados públicos en materia de prevención de riesgos en
el trabajo canalizándose a través de los mismos, los derechos de consulta y participa-
ción en los términos establecidos en la normativa vigente sobre prevención de riesgos
laborales.

2. Los Delegados de Prevención son los representantes de los empleados públicos
al servicio de la Administración y de sus Organismos Autónomos con funciones especí-
ficas en materia de prevención de riesgos laborales. Corresponden a los Delegados de
Prevención las competencias y facultades establecidas en la normativa vigente sobre
prevención de riesgos laborales.
3
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3. Los Comités de Seguridad y Salud son órganos colegiados paritarios de participa-
ción, destinados a la consulta regular y periódica de las actuaciones de la Administra-
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ción Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y de sus Organismos Autónomos
en materia de prevención de riesgos laborales. Corresponden a los Comités de Segu-
ridad y Salud las competencias y facultades establecidas en el artículo 39 de la Ley de
Prevención de Riesgos Laborales, disposiciones concordantes del Reglamento de los
Servicios de Prevención y las que se establezcan en el presente Decreto.

Artículo 4. Delegados de Prevención.
1. La designación de Delegado de Prevención podrá recaer en cualquier empleado
público que preste sus servicios en la Administración Pública de la Comunidad Autóno-
ma de Canarias y sus Organismos Autónomos.

2. El número de Delegados de Prevención que podrán ser designados, por cada De-
partamento, Administración de Justicia, Área de Salud o Centro Educativo o el Servicio
Canario de Empleo, se ajustará a la escala establecida en la normativa vigente, desig-
nándose un delegado más, por cada mil trabajadores, a partir de los cuatro mil.

3. Serán designados y distribuidos por las organizaciones sindicales, de forma pro-
porcional a la representatividad que cada una de éstas ostente en los órganos de repre-
sentación del personal funcionario, estatutario y laboral del sector respectivo.

4. Los Delegados de Prevención contarán, en el ejercicio de sus funciones, con las
garantías inherentes a su condición representativa, debiendo, asimismo, guardar el sigi-
lo profesional debido respecto de las informaciones a que tuviesen acceso como conse-
cuencia de su actuación en la Administración en los términos previstos en la normativa
vigente en materia de prevención de riesgos laborales.

5. El tiempo utilizado por los Delegados de Prevención para el desempeño de sus
funciones será considerado como de ejercicio de funciones de representación, a efectos
de utilización del crédito de horas mensuales retribuidas de los representantes del per-
sonal al servicio de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias
establecido en el párrafo e) del artículo 68 del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24
de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Tra-
bajadores, en el párrafo d) del artículo 41 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto
Básico del Empleado Público (3), y en el artículo 10.3 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2
de agosto, de Libertad Sindical.

6. Será en todo caso considerado como tiempo de trabajo efectivo, sin imputación
al citado crédito horario, el correspondiente a las reuniones de los Comités de Segu-
ridad y Salud, los Comités Sectoriales y el Interdepartamental y a cualesquiera otras
convocadas por la Administración Pública de la Comunidad Autónoma o sus Organis-
mos Autónomos en materia de prevención de riesgos, así como el tiempo destinado en
acompañar a los técnicos en las visitas previstas en los párrafos a) y c) del artículo 36.2
de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.

7. Los órganos competentes reseñados en el artículo 5 del presente Decreto, propor-
cionarán a los Delegados de Prevención los medios y formación en materia preventiva
que resulten necesarios para el ejercicio de sus funciones.
La formación de los Delegados de Prevención se deberá facilitar por la Administración
por sus propios medios o mediante concierto con organismos, entidades especializadas
en la materia u organizaciones sindicales con capacidad para desarrollar dicha forma-
ción.
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refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (BOE 261, de 31.10.2015; c.e BOE 278,
de 20.11.2015).
4
El tiempo dedicado a la formación de los Delegados de Prevención será considerado
como tiempo de trabajo a todos los efectos.

Artículo 5. Comités de Seguridad y Salud.
1. En cada Departamento que cuente con 50 o más empleados públicos, sin distinción
del régimen jurídico que rija su relación de servicio, se constituirá un Comité de Segu-
ridad y Salud, que dependerá de la Secretaría General Técnica correspondiente. Se
constituirán también los siguientes Comités:
- Un Comité de Seguridad y Salud en la Administración de Justicia que dependerá de
la Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia.
- Un Comité de Seguridad y Salud en el Servicio Canario de Empleo, que dependerá
del Secretario del Servicio Canario de Empleo.
- Siete Comités Insulares de Centros Educativos, uno en cada isla, que dependerán
de la Dirección General de Personal de la Consejería de Educación, Universidades,
Cultura y Deportes.
- Siete Comités Insulares de Áreas de Salud, uno en cada isla, que dependerán de la
Secretaría General Técnica de la Consejería de Sanidad.
Asimismo, por Acuerdo de la Mesa General de Empleados Públicos se podrán crear
otros Comités de Seguridad y Salud en Organismos Autónomos de la Administración
Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias que cuenten con 50 o más empleados
públicos cada uno de ellos incluidos en el ámbito Sectorial correspondiente.
Estos Comités estarán formados por los Delegados de Prevención, y por represen-
tantes de cada Departamento, de la Administración de Justicia, Área de Salud, Centro
Educativo y Servicio Canario de Empleo en igual número al de Delegados. Los repre-
sentantes de la Administración serán designados por el titular del órgano del que de-
pendan.

2. Además se constituirán los siguientes Comités de Seguridad y Salud:
· Un Comité Sectorial de Administración General y Justicia que coordine el Comité de
Seguridad y Salud para el personal de Administración de Justicia, los Comités de Segu-
ridad y Salud Departamentales y el Comité de Seguridad y Salud del Servicio Canario
de Empleo excepto el Comité de Seguridad y Salud del Departamento competente en
materia de sanidad. El Comité Sectorial de Administración General y Justicia dependerá
de la Dirección General de la Función Pública.
· Un Comité Sectorial de Sanidad que coordine los Comités Insulares de Áreas de
Salud y el Comité de Seguridad y Salud del Departamento competente en materia de
sanidad. El Comité Sectorial de Sanidad dependerá de la Secretaría General Técnica
de la Consejería de Sanidad.
· Un Comité Sectorial de Educación que coordine los Comités Insulares de Centros
Educativos. El Comité Sectorial de Educación dependerá de la Dirección General de
Personal de la Consejería de Educación, Universidades, Cultura y Deportes.
· Un Comité Interdepartamental que aglutinará toda la actuación en materia de pre-
vención de riesgos laborales y ejercerá las competencias y facultades que se determi-
nan en el apartado d) del presente artículo, cuando el ejercicio de las mismas afecte a
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personal del ámbito de más de uno de los Comités Sectoriales.
Estos Comités estarán integrados por:

a) El Comité Sectorial de Administración General y Justicia, por un Delegado de Pre-
vención de cada Comité Departamental, a excepción del Departamento competente en
5
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materia de sanidad, otro del Comité para el personal de la Administración de Justicia y
otro del Comité para el personal del Servicio Canario de Empleo, y el mismo número de
representantes de la Administración que de Delegados de Prevención por cada uno de
los Comités representados para mantener la paridad.

b) El Comité Sectorial de Sanidad, por un Delegado de Prevención y un representante
de la Administración de cada Comité Insular de Áreas de Salud, un Delegado de Pre-
vención por cada sindicato representado en el Comité de Seguridad y Salud del Depar-
tamento competente en materia de sanidad, y un número equivalente de representantes
de la Administración pertenecientes a dicho Comité para mantener la paridad.

c) El Comité Sectorial de Educación, por un Delegado de Prevención y un represen-
tante de la Administración de cada Comité Insular de Centros Educativos.
La elección de los miembros de estos Comités se realizará de entre los Delegados de
Prevención y representantes de la Administración de cada uno de los Comités Departa-
mentales, Insulares, Comité de Seguridad y Salud para el personal de Administración de
Justicia y Comité de Seguridad y Salud para el personal del Servicio Canario de Empleo.

d) El Comité Interdepartamental estará presidido por el Viceconsejero/a de Adminis-
tración Pública y compuesto por los siguientes miembros: dos Delegados de Preven-
ción de cada Comité Sectorial y un representante de la Administración de cada Comité
Sectorial. El resto de representantes de la Administración hasta completar el mismo
número que de Delegados de Prevención para mantener la paridad, serán designados
por el Viceconsejero/a de Administración Pública. Podrán asistir con voz y voto hasta
dos representantes de cada una de las organizaciones sindicales con representatividad
en la Mesa General de Empleados Públicos, y los representantes de la Administración,
elegidos por la Viceconsejería de Administración Pública, en número igual al de repre-
sentantes de las organizaciones sindicales, para mantener la paridad.
El Comité Interdepartamental aglutinará toda la actuación en materia de prevención
de riesgos laborales y realizará la coordinación, dirección, seguimiento, así como de
unificación de criterios sobre las competencias y facultades de los Comités de cada
ámbito, además de las funciones que se determinen en la normativa vigente en materia
de prevención de riesgos laborales.

3. En las reuniones de los Comités de Seguridad y Salud participarán si lo desean,
con voz, pero sin voto, los delegados sindicales de los Departamentos, de la Adminis-
tración de Justicia, de las Áreas de Salud, de los Centros Educativos y del Servicio
Canario de Empleo, y los técnicos responsables de prevención de riesgos laborales
de los respectivos Servicios de Prevención de la Administración Pública de la Comuni-
dad Autónoma de Canarias y sus Organismos Autónomos. En las mismas condiciones
podrán participar los empleados públicos que cuenten con una especial cualificación o
información respecto de concretas cuestiones que se debatan en este órgano y técni-
cos de prevención ajenos a la Administración, siempre que así lo solicite alguna de las
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representaciones del Comité.

4. Cada Comité de Seguridad y Salud se reunirá trimestralmente, y además siempre
que lo solicite alguna de las representaciones en el mismo. El Comité Interdepartamen-
tal se reunirá, al menos, dos veces al año.

5. Los Comités de Seguridad y Salud adoptarán sus propias normas de funcionamien-
to, en los términos en que viene establecido para los órganos colegiados en la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. Estas normas de funcionamiento deberán ajustarse a criterios de carácter ho-
mogéneo para todo Comité de Seguridad y Salud.

6. Los Comités Sectoriales ejercerán las competencias y facultades que se determi-
nen en la normativa vigente sobre Prevención de Riesgos Laborales cuando afecten al
6
personal de sus respectivos Sectores y el resto de Comités de Seguridad y Salud cuan-
do afecten al personal de sus propios ámbitos.

CAPÍTULO III ORGANIZACIÓN DE LOS RECURSOS PARA EL DESARROLLO DE LAS ACTIVIDADES PREVENTIVAS

Artículo 6. Integración de la actividad preventiva.
El sistema de gestión de la prevención de riesgos laborales en el ámbito de la Ad-

ministración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y sus Organismos Autó-

nomos deberá integrarse en el sistema general de gestión de ésta y en el conjunto de

sus actividades y decisiones. Esta integración de la prevención se realizará a todos

los niveles jerárquicos, lo que implica la atribución a todos ellos y la asunción por parte

de éstos de la obligación de incluir la prevención de riesgos en el trabajo en cualquier

actividad que realicen u ordenen y en todas las decisiones que adopten a través de la

implantación y aplicación de un Plan General de Prevención y de los Planes Sectoriales

a los que se hace referencia en el artículo 8.1.a) del presente Decreto.

Artículo 7. Servicio de Prevención Propio.
1. Se constituyen los siguientes Servicios de Prevención de Riesgos Laborales:
· Un Servicio de Prevención de Riesgos Laborales de Educación, cuyo ámbito de
actuación será el personal propio que preste servicios en los Centros Educativos. Se
integrará en la Dirección General de Personal de la Consejería de Educación, Universi-
dades, Cultura y Deportes.
· Un Servicio de Prevención de Riesgos Laborales de Sanidad, cuyo ámbito de ac-
tuación será el personal propio que preste servicios en la Consejería de Sanidad y sus
Organismos Autónomos. Se integrará en la Secretaría General Técnica de la citada
Consejería.
· Un Servicio de Prevención de Riesgos Laborales de Administración General y Jus-
ticia, cuyo ámbito de actuación será el personal propio que preste servicios en los De-
partamentos de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y sus
Organismos Autónomos, incluyendo al personal propio de la Administración de Justicia
y al personal de la Consejería de Educación, Universidades, Cultura y Deportes que no
preste servicios en los centros educativos, pero exceptuando al del Departamento com-
petente en materia de sanidad, que cuenta con un Servicio de Prevención específico. Se
integra en la Dirección General de la Función Pública de la Consejería de Presidencia,
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Justicia y Seguridad.
Los Servicios de Prevención de Riesgos Laborales, como unidades organizativas de
carácter específico, asumirán con plena autonomía el ejercicio de las funciones que
conlleva la actividad preventiva correspondiente a los niveles Superior e Intermedio en
sus respectivos ámbitos de actuación, en los términos establecidos en la normativa
vigente sobre prevención de riesgos laborales y en este Decreto, sin perjuicio de la
coordinación entre ellos. Dichos servicios estarán integrados por personal acreditado
y cualificado para el desarrollo de sus funciones, en los términos previstos en el Real
Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios
de Prevención.

2. Se podrán crear Unidades de Prevención de Riesgos Laborales, dependientes fun-
cionalmente del respectivo Servicio de Prevención de Riesgos Laborales, en aquellos
ámbitos o áreas de la Administración en las que sea necesario en atención a la especia-
lidad de los riesgos a los que están expuestos los empleados públicos, a la insularidad,
al volumen de actuaciones en materia de prevención de riesgos laborales u otras razo-
nes debidamente justificadas.
7
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Artículo 8. Funciones de los Servicios de Prevención.
1. A los Servicios de Prevención de Riesgos Laborales se les encomiendan las fun-
ciones que determinan las disposiciones vigentes sobre prevención de riesgos laborales
en el ámbito de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y sus
Organismos Autónomos, así como aquellas que se le asignen con la misma finalidad.
Los Servicios de Prevención de Riesgos Laborales proporcionarán a la Administra-
ción Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y sus Organismos Autónomos, en
sus respectivos ámbitos de actuación, el asesoramiento y apoyo que precisen, en fun-
ción de los tipos de riesgos existentes en cada uno de esos ámbitos, y particularmente
en lo referente a:

a) El diseño, implantación y aplicación de un plan sectorial de prevención de riesgos
laborales que permita la integración de la prevención en la Administración Pública de la
Comunidad Autónoma de Canarias y sus Organismos Autónomos, dentro del marco de
actuación que determine el plan general de prevención.

b) La evaluación de los factores de riesgo que puedan afectar a la seguridad y a la sa-
lud de los empleados públicos al servicio de la Administración Pública de la Comunidad
Autónoma de Canarias y sus Organismos Autónomos en los términos previstos en las
disposiciones vigentes sobre prevención de riesgos laborales.

c) La planificación de la actividad preventiva y la determinación de las prioridades en
la adopción de las medidas preventivas y la vigilancia de su eficacia.

d) La información y la formación de los empleados públicos al servicio de la Adminis-
tración y sus Organismos Autónomos.

e) La prestación, en su caso, de primeros auxilios y planes de emergencia.

f) La vigilancia de la salud, en su caso, de los empleados públicos al servicio de la
Administración y sus Organismos Autónomos en relación con los riesgos derivados del
trabajo.

D168-2009-CAN · arts. 7-8Tema 8 · La prevención de los riesgos laborales: disposiciones generales. Órganos de control. Responsabilidades y…

8

TEMARIO Ingeniero/a Técnico/a Industrial (Temas generales) · Cabildo Insular de Fuerteventura · oposicionesexpress.com pág. 93



g) La evaluación y vigilancia de los factores de riesgo que incidan en los centros
administrativos que sean a su vez locales de pública concurrencia con alta ocupación.

2. Los Servicios de Prevención de Riesgos Laborales pondrán en conocimiento de la
Secretaría General Técnica correspondiente al Departamento objeto de actuación, de la
Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia o de los Organismos
Autónomos, los documentos que generen sus actuaciones.
Las Secretarías Generales Técnicas, Dirección General de Relaciones con la Ad-
ministración de Justicia y los Organismos Autónomos deberán poner a disposición del
Comité de Seguridad y Salud que resulte implicado en la actuación, una copia de los
documentos que generen las actuaciones de los Servicios de Prevención de Riesgos
Laborales. Además deberán remitir una copia de esos documentos al responsable del
Centro de Trabajo afectado por la actuación.

Artículo 9. Organización y medios de los Servicios de Prevención.
1. Las especialidades o disciplinas preventivas de Seguridad en el Trabajo, de Higie-
ne Industrial, de Ergonomía y Psicosociología Aplicada y de Medicina del Trabajo serán
asumidas por cada uno de los Servicios de Prevención de Riesgos Laborales, o bien
serán concertadas, excepcionalmente, previa consulta con el Comité de Seguridad y
Salud Sectorial respectivo, hasta un máximo de dos especialidades o disciplinas, con
una o más entidades especializadas acreditadas por la Autoridad Laboral competente
para actuar como servicio de prevención ajeno en el ámbito de la Comunidad Autónoma
de Canarias.
8
Las especialidades o disciplinas preventivas con que cuenten los Servicios de Pre-
vención de Riesgos Laborales serán desarrolladas por un número suficiente de expertos
que posean la capacitación requerida para el desempeño de tales funciones, y con los
recursos necesarios, según la normativa vigente en materia de riesgos laborales.
Dichos expertos actuarán de forma coordinada, en particular en relación con las fun-
ciones relativas al diseño preventivo de los puestos de trabajo, la evaluación de los ries-
gos, la planificación preventiva, los planes de formación y la vigilancia de la salud de los
empleados públicos al servicio de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma
de Canarias y sus Organismos Autónomos.

2. Para el desarrollo de las tareas que conllevan las funciones reseñadas en el artícu-
lo anterior, los diferentes Departamentos y Organismos Autónomos, en especial aque-
llos relacionados con las áreas de sanidad, industria, patrimonio, telecomunicaciones y
seguridad, así como las distintas oficinas técnicas y el personal de mantenimiento, pres-
tarán su apoyo, colaboración y cooperación en orden a la realización de las funciones
encomendadas a los Servicios de Prevención de Riesgos Laborales.

3. Para las funciones encomendadas en los apartados e) y g) del artículo 8, se es-
tablecerán los cauces oportunos para llevar a efecto la necesaria coordinación, coo-
peración y colaboración con los siguientes órganos directivos, organismos y entidades
locales: Dirección General de Seguridad y Emergencias de la Viceconsejería de Justicia
y Seguridad de la Consejería de Presidencia, Justicia y Seguridad, Dirección General
de Patrimonio y Contratación de la Viceconsejería de Hacienda y Planificación de la
Consejería de Economía y Hacienda, Administraciones Locales y el Instituto Canario de
Seguridad Laboral.
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Artículo 10. Empleados públicos designados.
En función del número de empleados públicos de los distintos Departamentos u Orga-

nismos Autónomos de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Cana-

rias, de los riesgos a los que estén expuestos esos empleados públicos, su distribución

y la complejidad de las actividades preventivas que en dichos Departamentos u Organis-

mos Autónomos se desarrollen, los órganos a los que se hallen adscritos los Servicios

de Prevención de Riesgos Laborales podrán designar empleados públicos para ejercer

la actividad preventiva entre el personal que desempeñe puestos de trabajo comprendi-

dos en el ámbito de actuación de tales Servicios de Prevención de Riesgos Laborales.

El personal designado desarrollará, en coordinación y colaboración con el Servicio de

Prevención correspondiente, las funciones de nivel básico, para lo cual contará con la

capacitación requerida. De contar en el ámbito correspondiente con empleados públicos

que estén en posesión de la certificación acreditativa que les habilite para el desempeño

de estas funciones, designará preferentemente a dichos empleados públicos, teniendo

en cuenta sus conocimientos específicos en materia de prevención de riesgos laborales,

en otro caso, se les impartirá la formación a que hace referencia el artículo 35 del Real

Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios

de Prevención.

Dicho personal dispondrá de los medios y el tiempo que sean necesarios para el de-

sarrollo de las funciones de nivel básico.

Artículo 11. Presencia de personal con funciones preventivas.
Los técnicos adscritos a los Servicios de Prevención de Riesgos Laborales, así como,

en su caso, los empleados públicos designados para el desarrollo de las actividades

preventivas y el personal perteneciente al o a los servicios de prevención ajenos en las

actividades concertadas, podrán visitar los centros de trabajo de la Administración Pú-

blica de la Comunidad Autónoma de Canarias y de sus Organismos Autónomos sobre

9

Decreto 168/2009 FUNCIÓN PÚBLICA

los que se dirija la actuación preventiva, y recabar cuantos datos precisen para realizar

las funciones que tienen encomendadas. Todos los empleados públicos de la Adminis-

tración y sus Organismos Autónomos colaborarán con este personal facilitándole el ejer-

cicio de sus funciones. Se comunicarán a los Comités de Seguridad y Salud las visitas

técnicas con carácter previo a su realización.

Artículo 12. Atribución de competencias.
Los titulares de los Órganos de los que dependen los Servicios de Prevención de

Riesgos Laborales dictarán las instrucciones precisas en materia de prevención de ries-

gos laborales.

Las Secretarías Generales Técnicas en el ámbito de su Departamento correspondien-

te y en el de los Organismos Autónomos dependientes del mismo y la Dirección General

de Relaciones con la Administración de Justicia adoptarán las medidas necesarias y
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velarán por el cumplimiento de la normativa en materia de prevención de los riesgos

laborales en su ámbito de competencias.

Los titulares de los centros de trabajo velarán asimismo, en su ámbito, por el cumpli-

miento de dicha normativa, integrada en la actividad administrativa de su competencia;

todo ello sin menoscabo de las competencias que pudieran tener atribuidas los Órga-

nos, servicios y personas encargadas de forma específica de los aspectos técnicos de

la seguridad y la salud en el trabajo.

Artículo 13. Coordinación empresarial.
1. Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades empleados públicos
de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias o de sus Organis-
mos Autónomos y trabajadores de otras Administraciones Públicas, de otras empresas
o trabajadores autónomos, las Secretarías Generales Técnicas en el ámbito de sus res-
pectivos Departamentos, los responsables de los Organismos Autónomos, la Dirección
General de Relaciones con la Administración de Justicia y los titulares de los centros de
trabajo deberán cooperar con los responsables de las otras Administraciones Públicas,
empresarios o trabajadores autónomos, en la aplicación de la normativa sobre preven-
ción de riesgos laborales.
Asimismo, dichos responsables de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma Canaria y
Organismos Autónomos adoptarán las medidas necesarias para que
las otras Administraciones Públicas, los empresarios y trabajadores autónomos reciban
la información y las instrucciones adecuadas para su traslado, en su caso, a los respec-
tivos empleados públicos o trabajadores, en relación con los riesgos existentes en ese
centro de trabajo, sobre las medidas de emergencia a utilizar y las medidas de preven-
ción y protección, estableciendo a tal fin los medios de coordinación que sean necesa-
rios, de conformidad con lo establecido en las disposiciones vigentes sobre prevención
de riesgos laborales.
Los Delegados de Prevención podrán realizar sus funciones legales de control sobre
los trabajosrealizados por otras empresas para la Administración Pública de la Comu-
nidad Autónoma de Canarias, en el marco de la coordinación empresarial reseñada
anteriormente.
A los efectos de concurrencia con otras Administraciones Públicas, se establecerán
los adecuados cauces de coordinación con la Administración General del Estado y las
Administraciones Locales.

2. Los órganos de contratación promoverán, con la coordinación de la Dirección Ge-
neral de Patrimonio y Contratación, así como con la de los Servicios de Prevención la
introducción de cláusulas de prevención de riesgos laborales en los contratos que for-
malicen otras empresas con la Administración de la Comunidad Autónoma.
10

Artículo 14. Actividades preventivas especiales y sanitarias.
Los Órganos de los que dependen los Servicios de Prevención de Riesgos Laborales

podrán acordar la realización de determinadas actividades propias de los respectivos

Servicios de Prevención de Riesgos Laborales que requieran conocimientos especiales

o instalaciones de gran complejidad con otros Departamentos de la Administración. Se
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considerarán como tales, entre otras, las actividades de laboratorios como los clínicos,

microbiológicos y de higiene industrial. Ello sin perjuicio de lo dispuesto en la normati-

va específica sobre energía nuclear. Los requisitos de las actividades sanitarias de los

Servicios de Prevención de Riesgos Laborales serán los establecidos en su normativa

específica.

CAPÍTULO IV INSTRUMENTO DE CONTROL

Artículo 15. Auditoría.
1. El sistema de prevención de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma
de Canarias y sus Organismos Autónomos se someterá al control de una auditoría o
evaluación externa, en los términos establecidos en el Capítulo V del Reglamento de los
Servicios de Prevención, aprobado por Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, con las
adaptaciones correspondientes para la Administración previstas en el presente Decreto,
de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 de la Disposición Adicional Cuarta del ya
citado Reglamento de los Servicios de Prevención.

2. Su realización corresponderá a la Dirección General de Trabajo a través del Ins-
tituto Canario de Seguridad Laboral, como órgano técnico en materia preventiva de la
Comunidad Autónoma, en colaboración con la Inspección General de Servicios, y al
Servicio Canario de la Salud para la auditoría del sistema en lo referente a la vigilancia
de la salud de los empleados públicos.

3. Los resultados de la auditoría deberán quedar reflejados en un informe que se
remitirá a los órganos de los que dependen los Servicios de Prevención, así como al
Comité Sectorial correspondiente, que quedará a disposición de la Autoridad Laboral
competente y de los representantes de los empleados públicos.

4. El personal del Instituto Canario de Seguridad Laboral y del Servicio Canario de
la Salud contará con la debida independencia para el desarrollo de las funciones de
auditoría del sistema de prevención de la Administración Pública de la Comunidad Autó-
noma y sus Organismos Autónomos, quedando sus actuaciones al respecto sometidas
al control del Director del citado Instituto y del Director del Servicio Canario de la Salud,
respectivamente.

Artículo 16. Coordinación en materia de Prevención de Riesgos Laborales.
La Dirección General de la Función Pública realizará funciones de coordinación, se-

guimiento, promoción e impulso de la prevención de riesgos laborales en la Administra-

ción Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y sus Organismos Autónomos y

asumirá la interlocución con las organizaciones sindicales representativas en el ámbito

del presente Decreto, a los efectos establecidos en el artículo 36.3 de la Ley 7/2007, del

Estatuto Básico del Empleado Público (4).

A tal fin:

1. El Gobierno de Canarias, a través de la Dirección General de la Función Pública,
elaborará e implantará un Plan General de Riesgos Laborales para la Administración
Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y sus Organismos Autónomos.
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (BOE 261, de 31.10.2015; c.e BOE 278,
de 20.11.2015).
11
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2. Coordinará a los Servicios de Prevención en aquellos supuestos de actuaciones
aprobadas por el Gobierno de Canarias y que afecten a todos los empleados públicos
de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y sus Organismos
Autónomos.
Dicha coordinación se llevará a cabo en lo que se refiere a la fijación y aproximación
de criterios, soportes y metodologías de actuación, así como a la coordinación centrali-
zada con el Instituto Canario de Seguridad Laboral respecto a las funciones de aseso-
ramiento, apoyo formativo y auditoría que dicho organismo tiene entre sus cometidos.

3. Los Servicios de Prevención de Riesgos Laborales remitirán a la Dirección General
de la Función Pública copia de la memoria y programa anual de actividades preventivas
realizadas en su ámbito de actuación.

4. Promoverá y gestionará las acciones de estudio, formación u otras que se con-
sideren necesarias y/o se acuerden en el seno del Comité Interdepartamental, en lo
referente a asuntos que afecten a todo el personal de la Administración Pública de la
Comunidad Autónoma de Canarias y sus Organismos Autónomos.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 8

1 Según el artículo 4 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, la posibilidad 
de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo se denomina:

A) Riesgo laboral grave e inminente.

B) Prevención.

C) Riesgo laboral.

D) Condición de trabajo.
Junta de Castilla y León, 2022

2 Según el artículo 4 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales, se entenderá 
por «equipo de protección individual»:

A) Aquel que, en ausencia de aparatos preventivos específicas, den protección a la seguridad y la salud de los 
trabajadores que los desarrollan o utilizan.

B) Cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación utilizada en el trabajo.

C) Cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el trabajador para que le proteja de uno o varios riesgos 
que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo, así como cualquier complemento o accesorio 
destinado a tal fin.

D) Los locales, instalaciones, equipos, productos y demás útiles existentes en el centro de trabajo.
Xunta de Galicia, 2018
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3 De acuerdo con el artículo 4 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales, 
¿cuál de las siguientes afirmaciones no es la correcta?

A) Se entenderá por «prevención» el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las fases 
de actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo.

B) Se entenderá como «riesgo laboral» la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del 
trabajo. Para calificar un riesgo desde el punto de vista de su gravedad, se valorarán conjuntamente la 
probabilidad de que se produzca el daño y la severidad del mismo.

C) Se considerarán como «daños derivados del trabajo» las enfermedades, patologías o lesiones sufridas con 
motivo u ocasión del trabajo.

D) Se entenderá como «riesgo laboral grave e inminente» aquel que se ha materializado en un presente inmediato 
y ha supuesto un daño grave para la salud de los trabajadores.

Ayuntamiento de Boimorto, 2022

4 Según la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, las disposiciones de carácter laboral contenidas en esta 
Ley y en sus normas reglamentarias tendrán en todo caso:

A) El carácter de Derecho necesario mínimo indisponible, pudiendo ser mejoradas y desarrolladas en los 
convenios colectivos.

B) El carácter de Derecho necesario mínimo indisponible, sin que puedan ser desarrolladas en los convenios 
colectivos.

C) El carácter de Derecho supletorio, pudiendo ser mejoradas y desarrolladas en los convenios colectivos.

D) El carácter de Derecho necesario mínimo indisponible, sin que puedan ser mejoradas en los convenios 
colectivos.

Universidad Complutense de Madrid, 2020

5 Según el artículo 2.1. de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales, dicha Ley 
tiene por objeto:

A) Promover la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la aplicación de medidas y el desarrollo de las 
actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo.

B) Promover la igualdad en el trabajo para conseguir que tanto mujeres como hombres obtengan las mismas 
oportunidades, los mismos derechos, el mismo trato y las mismas responsabilidades.

C) Promover el equilibrio entre el tiempo dedicado al trabajo y el tiempo destinado a la familia y a las tareas 
personales del día a día.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.
Ayuntamiento de La Carlota, 2024
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Soluciones — Tema 8 Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 4 LPRL pág. 71 El riesgo laboral es la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño
derivado del trabajo. La prevención comprende el conjunto de actividades o medidas destinadas a evitar o
disminuir esos riesgos, mientras que la condición de trabajo se refiere a las circunstancias que pueden influir en
la generación de riesgos. El riesgo grave e inminente es una modalidad especialmente intensa por la
probabilidad racional de que el daño ocurra de forma inmediata.

2 C Art. 4 LPRL pág. 71 Un equipo de protección individual es todo aquello que el trabajador lleva puesto o
sujeta para defenderse de uno o varios riesgos que amenacen su seguridad o salud, junto con los complementos
o accesorios pensados para esa misma finalidad. Hablamos de cascos, guantes, gafas, arneses o calzado de
seguridad. La nota clave es la protección personal frente al riesgo, no cualquier herramienta de trabajo ni el
conjunto de instalaciones del centro, que responden a definiciones distintas como equipo de trabajo o lugar de
trabajo.

3 D Art. 4 LPRL pág. 71 Las definiciones de la ley de prevención de riesgos describen el riesgo grave e inminente
como aquel que resulta probable que se materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave
para la salud, no como algo ya ocurrido. La afirmación que lo presenta como un daño ya materializado en el
presente invierte el concepto: la nota esencial es la inminencia del peligro, no la consumación del daño.
Conviene distinguir el riesgo, que es posibilidad de daño futuro, del daño ya producido.

4 A Art. 2 LPRL pág. 70 La normativa de prevención fija un suelo de protección que las partes no pueden
rebajar: marca mínimos garantizados para la persona trabajadora. Eso no impide ir más allá, ya que la
negociación colectiva sí puede mejorar y ampliar esas garantías. Conviene distinguir el doble matiz: son
indisponibles a la baja, pero ampliables al alza. Quien sostenga que no caben mejoras o que se trata de mera
regla supletoria confunde el sentido protector de esta materia, que siempre opera como mínimo obligatorio
mejorable.

5 A Art. 2 LPRL pág. 70 El propósito de esta norma es proteger la salud y la seguridad de quienes trabajan,
aplicando medidas y desarrollando las actividades necesarias para prevenir los riesgos que se derivan de la
actividad laboral. No regula la igualdad entre mujeres y hombres ni la conciliación de la vida laboral y familiar,
que son objeto de otras leyes específicas. El eje es siempre la prevención de los daños vinculados al trabajo.

Practica con más de 80 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 8, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/ing-industrial-a2-cabildo-fuerteventura
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TEMAS GENERALES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

9
Estatuto básico del Empleado Público. El personal al servicio de las Entidades Locales: 
concepto y clases de empleados públicos. Derechos de los empleados públicos. Deberes 
de los empleados públicos. Código de conducta. Principios éticos y de conducta.

Qué entra en este tema

TREBEP · RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público
arts. 1 a 7, 8 a 12, 14 a 15 y 52 a 54 · 17 artículos

LBRL · Ley 7/1985 bases del régimen local
art. 89 · 1 artículo

18 artículos · empieza en la pág. 101

Lo más preguntado de este tema

Art. 8 TREBEP 58
Art. 10 TREBEP 46
Art. 12 TREBEP 32
Art. 14 TREBEP 26
Art. 15 TREBEP 23

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 274 sobre el tema entero.

TREBEP
RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público
En este tema: arts. 1 a 7, 8 a 12, 14 a 15 y 52 a 54 · 17 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-
A-2015-11719

TÍTULO I OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN

Artículo 1. Objeto.
1. El presente Estatuto tiene por objeto establecer las bases del régimen estatutario de los funcionarios
públicos incluidos en su ámbito de aplicación.

2. Asimismo tiene por objeto determinar las normas aplicables al personal laboral al servicio de las
Administraciones Públicas.

3. Este Estatuto refleja, del mismo modo, los siguientes fundamentos de actuación:

a) Servicio a los ciudadanos y a los intereses generales.

b) Igualdad, mérito y capacidad en el acceso y en la promoción profesional.

c) Sometimiento pleno a la ley y al Derecho.

d) Igualdad de trato entre mujeres y hombres.

e) Objetividad, profesionalidad e imparcialidad en el servicio garantizadas con la inamovilidad en la
condición de funcionario de carrera.

f) Eficacia en la planificación y gestión de los recursos humanos.

g) Desarrollo y cualificación profesional permanente de los empleados públicos.

h) Transparencia.

i) Evaluación y responsabilidad en la gestión.

j) Jerarquía en la atribución, ordenación y desempeño de las funciones y tareas.

k) Negociación colectiva y participación, a través de los representantes, en la determinación de las
condiciones de empleo.

l) Cooperación entre las Administraciones Públicas en la regulación y gestión del empleo público.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Este Estatuto se aplica al personal funcionario y en lo que proceda al personal laboral al servicio de las
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siguientes Administraciones Públicas:

a) La Administración General del Estado.

b) Las Administraciones de las comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla.

c) Las Administraciones de las entidades locales.

d) Los organismos públicos, agencias y demás entidades de derecho público con personalidad jurídica
propia, vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas.

e) Las Universidades Públicas.

2. En la aplicación de este Estatuto al personal de investigación se podrán dictar normas singulares para
adecuarlo a sus peculiaridades.

3. El personal docente y el personal estatutario de los Servicios de Salud se regirán por la legislación específica
dictada por el Estado y por las comunidades autónomas en el ámbito de sus respectivas competencias y por lo
previsto en el presente Estatuto, excepto el capítulo II del título III, salvo el artículo 20, y los artículos 22.3, 24
y 84.

4. Cada vez que este Estatuto haga mención al personal funcionario de carrera se entenderá comprendido el
personal estatutario de los Servicios de Salud.

5. El presente Estatuto tiene carácter supletorio para todo el personal de las Administraciones Públicas no
incluido en su ámbito de aplicación.

Se modifica el apartado 2 por la disposición final 3 de la Ley 17/2022, de 5 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14581

Artículo 3. Personal funcionario de las Entidades Locales.
1. El personal funcionario de las entidades locales se rige por la legislación estatal que resulte de aplicación,
de la que forma parte este Estatuto y por la legislación de las comunidades autónomas, con respeto a la
autonomía local.

2. Los Cuerpos de Policía Local se rigen también por este Estatuto y por la legislación de las comunidades
autónomas, excepto en lo establecido para ellos en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad.

Artículo 4. Personal con legislación específica propia.
Las disposiciones de este Estatuto sólo se aplicarán directamente cuando así lo disponga su legislación
específica al siguiente personal:

a) Personal funcionario de las Cortes Generales y de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.

b) Personal funcionario de los demás Órganos Constitucionales del Estado y de los órganos estatutarios de las
comunidades autónomas.

c) Jueces, Magistrados, Fiscales y demás personal funcionario al servicio de la Administración de Justicia.

d) Personal militar de las Fuerzas Armadas.

e) Personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

f) Personal retribuido por arancel.

g) Personal del Centro Nacional de Inteligencia.

h) Personal del Banco de España y del Fondo de Garantía de Depósitos de Entidades de Crédito.

Artículo 5. Personal de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos.
El personal funcionario de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos se regirá por sus normas específicas y
supletoriamente por lo dispuesto en este Estatuto. Su personal laboral se regirá por la legislación laboral y
demás normas convencionalmente aplicables.
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Artículo 6. Leyes de Función Pública.
En desarrollo de este Estatuto, las Cortes Generales y las asambleas legislativas de las comunidades
autónomas aprobarán, en el ámbito de sus competencias, las leyes reguladoras de la Función Pública de la
Administración General del Estado y de las comunidades autónomas.

Artículo 7. Normativa aplicable al personal laboral.
El personal laboral al servicio de las Administraciones públicas se rige, además de por la legislación laboral y
por las demás normas convencionalmente aplicables, por los preceptos de este Estatuto que así lo dispongan.
No obstante, en materia de permisos de nacimiento, adopción, del progenitor diferente de la madre biológica,
de lactancia y parental, el personal laboral al servicio de las Administraciones públicas se regirá por lo
previsto en el presente Estatuto, no siendo de aplicación a este personal, por tanto, las previsiones del texto
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores sobre las suspensiones de los contratos de trabajo que, en
su caso, corresponderían por los mismos supuestos de hecho.
Se modifica el párrafo segundo por el art. 2.1 del Real Decreto-ley 9/2025, de 29 de julio. Ref. BOE-A-2025-15741
Se modifica por el art. 3.1 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244

TÍTULO II PERSONAL AL SERVICIO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

CAPÍTULO I CLASES DE PERSONAL

Artículo 8. Concepto y clases de empleados públicos.
1. Son empleados públicos quienes desempeñan funciones retribuidas en las Administraciones Públicas al
servicio de los intereses generales.

2. Los empleados públicos se clasifican en:

a) Funcionarios de carrera.

b) Funcionarios interinos.

c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.

d) Personal eventual.

Artículo 9. Funcionarios de carrera.
1. Son funcionarios de carrera quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una
Administración Pública por una relación estatutaria regulada por el Derecho Administrativo para el
desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente.

2. En todo caso, el ejercicio de las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio
de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales del Estado y de las Administraciones
Públicas corresponden exclusivamente a los funcionarios públicos, en los términos que en la ley de desarrollo
de cada Administración Pública se establezca.

Artículo 10. Funcionarios interinos.
1. Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son
nombrados como tales con carácter temporal para el desempeño de funciones propias de funcionarios de
carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera, por un
máximo de tres años, en los términos previstos en el apartado 4.

b) La sustitución transitoria de los titulares, durante el tiempo estrictamente necesario.

c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres años,
ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este
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Estatuto.

d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un periodo de
dieciocho meses.

2. Los procedimientos de selección del personal funcionario interino serán públicos, rigiéndose en todo caso
por los principios de igualdad, mérito, capacidad, publicidad y celeridad, y tendrán por finalidad la cobertura
inmediata del puesto. El nombramiento derivado de estos procedimientos de selección en ningún caso dará
lugar al reconocimiento de la condición de funcionario de carrera.

3. En todo caso, la Administración formalizará de oficio la finalización de la relación de interinidad por
cualquiera de las siguientes causas, además de por las previstas en el artículo 63, sin derecho a compensación
alguna:

a) Por la cobertura reglada del puesto por personal funcionario de carrera a través de cualquiera de los
procedimientos legalmente establecidos.

b) Por razones organizativas que den lugar a la supresión o a la amortización de los puestos asignados.

c) Por la finalización del plazo autorizado expresamente recogido en su nombramiento.

d) Por la finalización de la causa que dio lugar a su nombramiento.

4. En el supuesto previsto en el apartado 1.a), las plazas vacantes desempeñadas por personal funcionario
interino deberán ser objeto de cobertura mediante cualquiera de los mecanismos de provisión o movilidad
previstos en la normativa de cada Administración Pública. No obstante, transcurridos tres años desde el
nombramiento del personal funcionario interino se producirá el fin de la relación de interinidad, y la vacante
solo podrá ser ocupada por personal funcionario de carrera, salvo que el correspondiente proceso selectivo
quede desierto, en cuyo caso se podrá efectuar otro nombramiento de personal funcionario interino.
Excepcionalmente, el personal funcionario interino podrá permanecer en la plaza que ocupe temporalmente,
siempre que se haya publicado la correspondiente convocatoria dentro del plazo de los tres años, a contar
desde la fecha del nombramiento del funcionario interino y sea resuelta conforme a los plazos establecidos en
el artículo 70 del TREBEP. En este supuesto podrá permanecer hasta la resolución de la convocatoria, sin que
su cese dé lugar a compensación económica.

5. Al personal funcionario interino le será aplicable el régimen general del personal funcionario de carrera en
cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición temporal y al carácter extraordinario y urgente de su
nombramiento, salvo aquellos derechos inherentes a la condición de funcionario de carrera.

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651 Véase, en cuanto a los efectos, lo establecido en la 
disposición transitoria segunda de la citada Ley.
Se modifica por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233
Téngase en cuenta, en cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 11. Personal laboral.
1. Es personal laboral el que en virtud de contrato de trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las
modalidades de contratación de personal previstas en la legislación laboral, presta servicios retribuidos por
las Administraciones Públicas. En función de la duración del contrato éste podrá ser fijo, por tiempo
indefinido o temporal.

2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto establecerán los criterios para la
determinación de los puestos de trabajo que pueden ser desempeñados por personal laboral, respetando en
todo caso lo establecido en el artículo 9.2.

3. Los procedimientos de selección del personal laboral serán públicos, rigiéndose en todo caso por los
principios de igualdad, mérito y capacidad. En el caso del personal laboral temporal se regirá igualmente por
el principio de celeridad, teniendo por finalidad atender razones expresamente justificadas de necesidad y
urgencia.
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Se añade el apartado 3 por el art. 1.2 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651 Téngase en cuenta que este apartado 3 ya 
fue añadido por el Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Véase, en cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda 
de la citada Ley.
Se añade el apartado 3 por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233
Téngase en cuenta, en cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 12. Personal eventual.
1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza
funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo
a los créditos presupuestarios consignados para este fin.

2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto determinarán los órganos de
gobierno de las Administraciones Públicas que podrán disponer de este tipo de personal. El número máximo
se establecerá por los respectivos órganos de gobierno. Este número y las condiciones retributivas serán
públicas.

3. El nombramiento y cese serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se produzca el de la
autoridad a la que se preste la función de confianza o asesoramiento.

4. La condición de personal eventual no podrá constituir mérito para el acceso a la Función Pública o para la
promoción interna.

5. Al personal eventual le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen
general de los funcionarios de carrera.

TÍTULO III DERECHOS Y DEBERES. CÓDIGO DE CONDUCTA DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS

CAPÍTULO I DERECHOS DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS

Artículo 14. Derechos individuales.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos de carácter individual en correspondencia con la
naturaleza jurídica de su relación de servicio:

a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.

b) Al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con la
progresión alcanzada en su carrera profesional.

c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de
igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas objetivos y transparentes de evaluación.

d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.

e) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios y a ser
informado por sus superiores de las tareas a desarrollar.

f) A la defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que se sigan ante
cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos públicos.

g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesionales,
preferentemente en horario laboral.

h) Al respeto de su intimidad, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales,
propia imagen y dignidad en el trabajo, especialmente frente al acoso sexual y por razón de sexo, de
orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales, moral y laboral.

i) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación e
identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones, opinión,
discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

j) A la adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. j bis) A la
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intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y frente al uso de dispositivos de
videovigilancia y geolocalización, así como a la desconexión digital en los términos establecidos en la
legislación vigente en materia de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales.

k) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.

l) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.

m) A las vacaciones, descansos, permisos y licencias.

n) A la jubilación según los términos y condiciones establecidas en las normas aplicables.

o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que les sea de aplicación.

p) A la libre asociación profesional.

q) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.
Se modifican las letras h) e i) por la disposición final 16.1 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366
Se añade la letra j bis) por la disposición final 14 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673

Artículo 15. Derechos individuales ejercidos colectivamente.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos individuales que se ejercen de forma colectiva:

a) A la libertad sindical.

b) A la negociación colectiva y a la participación en la determinación de las condiciones de trabajo.

c) Al ejercicio de la huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.

d) Al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso.

e) Al de reunión, en los términos establecidos en el artículo 46 de este Estatuto.

CAPÍTULO VI DEBERES DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS. CÓDIGO DE CONDUCTA

Artículo 52. Deberes de los empleados públicos.
Código de Conducta. Los empleados públicos deberán desempeñar con diligencia las tareas que tengan
asignadas y velar por los intereses generales con sujeción y observancia de la Constitución y del resto del
ordenamiento jurídico, y deberán actuar con arreglo a los siguientes principios: objetividad, integridad,
neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al servicio público, transparencia,
ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez, promoción del entorno cultural y
medioambiental, y respeto a la igualdad entre mujeres y hombres, que inspiran el Código de Conducta de los
empleados públicos configurado por los principios éticos y de conducta regulados en los artículos siguientes.
Los principios y reglas establecidos en este capítulo informarán la interpretación y aplicación del régimen
disciplinario de los empleados públicos.

Artículo 53. Principios éticos.
1. Los empleados públicos respetarán la Constitución y el resto de normas que integran el ordenamiento
jurídico.

2. Su actuación perseguirá la satisfacción de los intereses generales de los ciudadanos y se fundamentará en
consideraciones objetivas orientadas hacia la imparcialidad y el interés común, al margen de cualquier otro
factor que exprese posiciones personales, familiares, corporativas, clientelares o cualesquiera otras que
puedan colisionar con este principio.

3. Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administración en la que presten sus
servicios, y con sus superiores, compañeros, subordinados y con los ciudadanos.

4. Su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y libertades públicas, evitando toda
actuación que pueda producir discriminación alguna por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género,
sexo, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones,
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opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

5. Se abstendrán en aquellos asuntos en los que tengan un interés personal, así como de toda actividad privada
o interés que pueda suponer un riesgo de plantear conflictos de intereses con su puesto público.

6. No contraerán obligaciones económicas ni intervendrán en operaciones financieras, obligaciones
patrimoniales o negocios jurídicos con personas o entidades cuando pueda suponer un conflicto de intereses
con las obligaciones de su puesto público.

7. No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada, por parte de
personas físicas o entidades privadas.

8. Actuarán de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilarán la consecución del
interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización.

9. No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento administrativo sin justa causa y, en
ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en beneficio de los titulares de los cargos públicos o su
entorno familiar y social inmediato o cuando suponga un menoscabo de los intereses de terceros.

10. Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso, resolverán
dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia.

11. Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público absteniéndose no solo de
conductas contrarias al mismo, sino también de cualesquiera otras que comprometan la neutralidad en el
ejercicio de los servicios públicos.

12. Guardarán secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente, y
mantendrán la debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por razón de su cargo, sin que puedan
hacer uso de la información obtenida para beneficio propio o de terceros, o en perjuicio del interés público.
Se modifica el apartado 4 por la disposición final 16.6 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366

Artículo 54. Principios de conducta.
1. Tratarán con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes empleados públicos.

2. El desempeño de las tareas correspondientes a su puesto de trabajo se realizará de forma diligente y
cumpliendo la jornada y el horario establecidos.

3. Obedecerán las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, salvo que constituyan una
infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso las pondrán inmediatamente en conocimiento
de los órganos de inspección procedentes.

4. Informarán a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a conocer, y facilitarán
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

5. Administrarán los recursos y bienes públicos con austeridad, y no utilizarán los mismos en provecho propio
o de personas allegadas. Tendrán, asimismo, el deber de velar por su conservación.

6. Se rechazará cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más allá de los usos
habituales, sociales y de cortesía, sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal.

7. Garantizarán la constancia y permanencia de los documentos para su transmisión y entrega a sus
posteriores responsables.

8. Mantendrán actualizada su formación y cualificación.

9. Observarán las normas sobre seguridad y salud laboral.

10. Pondrán en conocimiento de sus superiores o de los órganos competentes las propuestas que consideren
adecuadas para mejorar el desarrollo de las funciones de la unidad en la que estén destinados. A estos efectos
se podrá prever la creación de la instancia adecuada competente para centralizar la recepción de las
propuestas de los empleados públicos o administrados que sirvan para mejorar la eficacia en el servicio.
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11. Garantizarán la atención al ciudadano en la lengua que lo solicite siempre que sea oficial en el territorio.

LBRL
Ley 7/1985 bases del régimen local
En este tema: art. 89 · 1 artículo · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1985-5392

TÍTULO VII PERSONAL AL SERVICIO DE LAS ENTIDADES LOCALES

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 89.
El personal al servicio de las entidades locales estará integrado por funcionarios de carrera, contratados en
régimen de derecho laboral y personal eventual que desempeña puestos de confianza o asesoramiento
especial.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 9

1 ¿Cuál de los siguientes no es un tipo de personal al servicio de las Administraciones Públicas?

A) Personal eventual

B) Personal estatutario

C) Personal mercantil autónomo

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Liria

2 Conforme el artículo 14 del Real Decreto Legislativo 5/2015 del texto refundido de la Ley del Empleado 
Público (TREBEP), no es un derecho individual de los empleados públicos:

A) La inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.

B) Las vacaciones, descansos, permisos y licencias.

C) La libre asociación profesional.

D) La libertad sindical.
Ayuntamiento de Yecla, 2026

3 De acuerdo con el artículo 12 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (en adelante TREBEP), el personal 
eventual:

A) Es una categoría de personal laboral que desempeña funciones de especial confianza.

B) Es una clase de empleados públicos que desempeña, por razones de necesidad y urgencia, funciones propias 
del personal funcionario.

C) Es una categoría de funcionarios que desempeña funciones de directivo público.

D) Es una clase de empleados públicos que desempeña funciones de confianza o asesoramiento especial.
AGE, 2019
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4 Según el artículo 8 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, los empleados públicos se clasifican en:

A) Funcionarios de carrera y funcionarios interinos

B) Funcionarios de carrera y funcionarios interinos, personal eventual y personal laboral fijo, por tiempo 
indefinido o temporal

C) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos y personal laboral fijo

D) Funcionarios de carrera, personal laboral fijo y personal eventual
Ayuntamiento de Bollullos Par del Condado, 2019

5 Según el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, es un derecho individual de 
los empleados públicos que se ejerce de forma colectiva:

A) La libre asociación profesional.

B) La libertad sindical.

C) Recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.

D) La formación continua y la actualización permanente de sus conocimientos.
Universidad Complutense de Madrid, 2020
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Soluciones — Tema 9 Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 8 TREBEP pág. 103 Quienes prestan servicios en las Administraciones se agrupan en categorías tasadas:
funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal laboral en sus distintas modalidades y personal
eventual de confianza o asesoramiento especial. A ellos se añade el personal estatutario propio de los servicios
de salud. La figura de un trabajador autónomo vinculado por una relación mercantil queda fuera de estas
categorías, pues no existe como modalidad de empleado público. Conviene retener que el carácter eventual y el
estatutario sí integran el régimen de personal público.

2 D Art. 14 TREBEP pág. 105 El estatuto básico separa los derechos que cada empleado ejerce por sí mismo de
aquellos que, aun siendo individuales, solo tienen sentido cuando se ejercen de forma colectiva. La
inamovilidad del funcionario de carrera, las vacaciones, descansos, permisos y licencias, y la libre asociación
profesional pertenecen al primer grupo, el estrictamente individual. En cambio, la libertad sindical figura entre
los derechos de ejercicio colectivo, junto con la negociación, la huelga o la reunión, y por ello queda fuera del
catálogo individual.

3 D Art. 12 TREBEP pág. 105 El personal eventual se nombra con carácter no permanente para desempeñar
funciones expresamente calificadas de confianza o asesoramiento especial, y su retribución corre con cargo a
los créditos presupuestarios consignados para ese fin. No realiza funciones reservadas a los funcionarios de
carrera ni se le aplican las garantías de permanencia: cesa libremente y, en todo caso, cuando lo hace la
autoridad a la que asiste. Debe distinguirse del personal laboral y del directivo público, figuras con régimen y
funciones diferentes.

4 B Art. 8 TREBEP pág. 103 La norma reconoce cuatro categorías de empleados públicos: los funcionarios de
carrera, los funcionarios interinos, el personal laboral (que puede ser fijo, por tiempo indefinido o temporal) y el
personal eventual. Solo la opción que recoge las cuatro modalidades completas refleja la clasificación legal. Las
respuestas que omiten al personal laboral o al personal eventual quedan descartadas por incompletas. El matiz
decisivo es que el personal laboral admite las tres situaciones contractuales y que el personal eventual también
forma parte del listado.

5 B Art. 15 TREBEP pág. 106 El Estatuto distingue entre derechos que cada empleado ejerce por sí mismo y otros
que, siendo individuales, solo cobran sentido cuando se ejercitan en grupo. La libertad sindical pertenece a este
segundo bloque, junto con la negociación colectiva, la huelga, el planteamiento de conflictos colectivos y la
reunión. En cambio, la libre asociación profesional, la protección en seguridad y salud y la formación continua
figuran como derechos de ejercicio estrictamente individual. El matiz decisivo es esa naturaleza colectiva del
ejercicio.

Practica con más de 250 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 9, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/ing-industrial-a2-cabildo-fuerteventura
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TEMAS GENERALES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

10
Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de transparencia y acceso a la información 
pública: principios informadores. Obligación de la transparencia. Medios de 
acceso a la información. Unidades responsables de la información pública.

Qué entra en este tema

LTBG-CAN · Ley 12/2014 transparencia de Canarias
arts. 6 a 7 y 9 a 10 · 4 artículos

4 artículos · empieza en la pág. 111

Preguntas de este tema

50
5 al final de este tema, con su explicación. El resto, en 
haztefuncionario.com.

LTBG-CAN
Ley 12/2014 transparencia de Canarias
En este tema: arts. 6 a 7 y 9 a 10 · 4 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2015-1114

TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 6. Principios informadores.
En la interpretación y aplicación de la presente ley las entidades relacionadas en el artículo 2 se regirán por
los siguientes principios:

a) Principio de transparencia pública, en virtud del cual se ha de facilitar de oficio información permanente,
objetiva y veraz sobre la organización, funcionamiento y control de la actuación pública, en los términos y con
los límites establecidos en la ley.

b) Principio de libre acceso a la información pública, en virtud del cual cualquier persona puede solicitar el
acceso a la información pública, toda la información pública es en principio accesible y el acceso solo puede
restringirse en los supuestos previstos legalmente.

c) Principio de veracidad, en virtud del cual la información pública ha de ser cierta y exacta asegurando que
procede de documentos respecto de los que se ha verificado su autenticidad, fiabilidad, integridad,
disponibilidad y cadena de custodia.

d) Principio de accesibilidad, en virtud del cual la información se proporcionará por medios o en formatos
adecuados de manera que resulten accesibles y comprensibles, conforme al principio de accesibilidad
universal y diseño para todos.

e) Principio de gratuidad, en virtud del cual el acceso a la información y las solicitudes de acceso serán
gratuitos, sin perjuicio de las tasas previstas legalmente por la expedición de copias o la transposición de la
información a formatos diferentes del original.

f) Principio de reutilización, en virtud del cual se promoverá que la información sea publicada en formatos
que permitan su reutilización, de acuerdo con la legislación aplicable en materia de reutilización de la
información del sector público.

Artículo 7. Obligación de transparencia.
1. Las entidades relacionadas en el artículo 2 de la presente ley están sujetas a la obligación de transparencia
en su actividad pública.

2. Para el cumplimiento de la obligación de transparencia y en los términos previstos en esta ley, las entidades
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mencionadas deben:

a) Elaborar, mantener actualizada y difundir, preferentemente por medios electrónicos, a través de sus
respectivas sedes electrónicas o páginas web, la información cuya divulgación se considere de mayor
relevancia para garantizar la transparencia de su actividad relacionada con el funcionamiento y control de
la actuación pública, en los términos que se establecen en el artículo 13 de la presente ley.

b) Elaborar y difundir un inventario de información pública que obre en su poder, con indicaciones claras
de dónde puede encontrarse dicha información.

c) Establecer y mantener medios de consulta de la información solicitada.

d) Adoptar las medidas de gestión de la información que hagan fácilmente accesible su localización y
divulgación, así como la accesibilidad, la interoperabilidad, la calidad y la reutilización de la información
publicada.

e) Publicar la información sujeta a la obligación de transparencia de una manera clara, estructurada y
entendible para los interesados.

f) Publicar la información sujeta a la obligación de transparencia haciendo uso de un lenguaje no sexista ni
discriminatorio.

g) Publicar y difundir la información relativa al contenido del derecho de acceso a la información, al
procedimiento para su ejercicio y al órgano competente para resolver.

h) Difundir los derechos que reconoce esta ley a las personas, asesorar a las mismas para su correcto
ejercicio y asistirles en la búsqueda de información.

i) Facilitar la información solicitada en los plazos máximos y en la forma y formato elegido de acuerdo con
lo establecido en esta ley.

3. Toda la información prevista en esta ley estará a disposición de las personas con discapacidad en una
modalidad accesible, entendiendo por tal aquella que sea suministrada por medios o en formatos adecuados
de manera que resulten accesibles y comprensibles, conforme al principio de accesibilidad universal y diseño
para todos.

Artículo 9. Medios de acceso a la información.
1. Las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley vienen obligadas a habilitar diferentes medios
para facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública y proporcionar información, de modo
que resulte garantizado el acceso a todas las personas, con independencia del lugar de residencia, formación,
recursos, circunstancias personales o condición o situación social.

2. En todo caso, la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y los organismos y
entidades del sector público autonómico incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley ofrecerán acceso a la
información pública de forma presencial, por Internet y por vía telefónica.

Artículo 10. Unidades responsables de la información pública.
1. En la Administración pública y demás entidades relacionadas en el artículo 2.1 de esta ley se establecerá
por el órgano competente la unidad responsable de la información pública.

2. En el ámbito de la Administración pública de la Comunidad Autónoma y de los organismos o entidades
públicas vinculadas o dependientes de la misma, la unidad administrativa responsable de la información
dependerá de la secretaría general técnica u órgano equivalente de cada departamento de la Administración
pública de la Comunidad Autónoma, o del órgano correspondiente de los organismos autónomos, entidades
públicas empresariales y demás entidades públicas vinculadas o dependientes de aquella.

3. Las unidades administrativas responsables de la información pública, en coordinación en su caso con las
unidades de archivo, y sin perjuicio de las que tengan atribuidas otros órganos o unidades administrativas,
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ejercen las funciones siguientes:

a) La coordinación con la consejería competente en materia de información para el cumplimiento de la
obligación de publicación de la información establecida en esta ley, recabando la información necesaria de
los órganos competentes del departamento, organismo o entidad.

b) El seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de acceso a la información y, en su
caso, de las reclamaciones que se interpongan.

c) El apoyo y asesoramiento técnico a los órganos competentes del departamento o entidad en la
tramitación y resolución de las solicitudes de acceso a la información.

d) La orientación a las personas que lo soliciten en el ejercicio del derecho de acceso y la asistencia a
aquellas en la búsqueda de la información, sin perjuicio de las funciones que tengan atribuidas otras
unidades administrativas.

e) La inscripción en el registro de solicitudes de acceso.

f) La elaboración de los informes sobre el grado de aplicación de la ley en su ámbito competencial.

g) Las demás que le atribuya el ordenamiento jurídico y todas las que sean necesarias para asegurar la
aplicación de las disposiciones de esta ley.

4. Las fundaciones públicas, sociedades mercantiles y consorcios integrados en el sector público de la
Comunidad Autónoma deberán establecer el órgano o unidad de las mismas responsable de la información
pública, encargada de dar cumplimiento a las obligaciones de información establecidas en esta ley, así como a
facilitar la información que le sea requerida por el órgano competente de la Administración o entidad a la que
esté adscrita o vinculada para la resolución de las solicitudes de acceso a la información pública.

Ponte a prueba 5 preguntas de refuerzo del Tema 10

Preguntas de refuerzo elaboradas por HazteFuncionario.com a partir del artículo que citan: este tema todavía no tiene preguntas de

examen oficial. No proceden de un examen real.

1 En relación con las unidades administrativas responsables de la información pública, señale la opción 
CORRECTA:

A) Resuelven en todo caso las solicitudes de acceso a la información y las reclamaciones que se interpongan.

B) Elaboran exclusivamente los informes sobre el grado de aplicación de la ley en el ámbito de toda la Comunidad 
Autónoma.

C) Realizan el seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de acceso a la información y, en su 
caso, de las reclamaciones que se interpongan.

D) Establecen directamente las obligaciones de publicación de la información para los órganos competentes del 
departamento, organismo o entidad.

Refuerzo

2 En relación con los principios informadores de la transparencia pública, señale la afirmación correcta:

A) El acceso a la información pública tiene carácter oneroso, sin perjuicio de las tasas que puedan exigirse por la 
mera solicitud.

B) La información pública solo es accesible cuando se acredite un interés legítimo y directo en su obtención.

C) La información pública ha de ser cierta y exacta, asegurando que procede de documentos respecto de los que 
se haya verificado su autenticidad, fiabilidad, integridad, disponibilidad y cadena de custodia.

D) La información pública debe facilitarse exclusivamente en soporte original, sin obligación de adaptarla a 
formatos accesibles.

Refuerzo
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3 ¿Con qué finalidad deben habilitar diferentes medios las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de 
la Ley de transparencia y acceso a la información pública de Canarias?

A) Para facilitar el ejercicio del derecho de acceso y proporcionar información, garantizando el acceso a todas las 
personas con independencia de sus circunstancias.

B) Para facilitar el ejercicio del derecho de acceso únicamente a las personas residentes en Canarias que 
dispongan de medios electrónicos.

C) Para proporcionar información a las personas que acrediten formación específica y recursos suficientes para 
consultarla.

D) Para garantizar el acceso a la información exclusivamente a quienes se encuentren en una situación social 
especialmente protegida.

Refuerzo

4 Respecto de la información prevista en la normativa de transparencia, ¿qué garantía debe asegurarse para 
las personas con discapacidad?

A) Que puedan consultarla exclusivamente mediante atención presencial y con asistencia del personal 
competente.

B) Que esté disponible en una modalidad accesible, mediante medios o formatos adecuados, accesibles y 
comprensibles.

C) Que se facilite únicamente cuando la persona acredite la necesidad de acceder a esa información.

D) Que se suministre en los formatos electrónicos habituales, aunque no resulten comprensibles para todas las 
personas.

Refuerzo

5 ¿Qué principio exige que la información pública sea cierta y exacta y que proceda de documentos cuya 
autenticidad, fiabilidad, integridad, disponibilidad y cadena de custodia hayan sido verificadas?

A) El principio de transparencia pública.

B) El principio de accesibilidad.

C) El principio de veracidad.

D) El principio de reutilización.
Refuerzo
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Soluciones — Tema 10 Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. art. 10 LTBG-CAN pág. 112 Las unidades administrativas responsables de la información pública tienen,
entre otras funciones, el seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de acceso y, cuando
proceda, de las reclamaciones formuladas. No les corresponde resolver siempre esas solicitudes o
reclamaciones, ni establecer por sí mismas las obligaciones de publicación, y sus informes se refieren al grado
de aplicación de la ley en su ámbito competencial.

2 C Art. art. 6 LTBG-CAN pág. 111 El principio de veracidad exige que la información pública sea cierta y exacta, y
que proceda de documentos cuya autenticidad, fiabilidad, integridad, disponibilidad y cadena de custodia
hayan sido verificadas. No puede afirmarse que el acceso dependa de un interés legítimo, porque cualquier
persona puede solicitarlo en principio. Tampoco es correcto que el acceso sea oneroso o que la información
deba entregarse solo en su formato original, ya que rigen la gratuidad y la accesibilidad.

3 A Art. art. 9 LTBG-CAN pág. 112 Las entidades sometidas a la ley deben habilitar diferentes medios para
facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública y proporcionar información. El acceso ha de
quedar garantizado para todas las personas, con independencia de su lugar de residencia, formación, recursos,
circunstancias personales o condición o situación social.

4 B Art. art. 7 LTBG-CAN pág. 111 La información debe estar a disposición de las personas con discapacidad en
una modalidad accesible. Esto exige que se suministre por medios o en formatos adecuados para que resulte
accesible y comprensible, conforme a los principios de accesibilidad universal y diseño para todos.

5 C Art. art. 6 LTBG-CAN pág. 111 El principio de veracidad exige que la información pública sea cierta y exacta, y
que proceda de documentos cuya autenticidad, fiabilidad, integridad, disponibilidad y cadena de custodia se
hayan verificado. La accesibilidad se refiere a proporcionar la información en medios o formatos adecuados y
comprensibles, mientras que la reutilización promueve su publicación en formatos que permitan volver a
utilizarla.

Practica con más de 40 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 10, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/ing-industrial-a2-cabildo-fuerteventura
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TEMAS GENERALES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

11
Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales: Título I: Disposiciones generales. Título II: 
Principios de Protección de datos. Título III: Derechos de las personas.

Qué entra en este tema

LOPDGDD · LO 3/2018 protección de datos
arts. 1 a 18 · 18 artículos

18 artículos · empieza en la pág. 116

Lo más preguntado de este tema

Art. 7 LOPDGDD 33
Art. 5 LOPDGDD 26
Art. 1 LOPDGDD 20
Art. 4 LOPDGDD 15
Art. 15 LOPDGDD 13

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 140 sobre el tema entero.

LOPDGDD
LO 3/2018 protección de datos
En este tema: arts. 1 a 18 · 18 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2018-16673

TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto de la ley.
La presente ley orgánica tiene por objeto:

a) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al
tratamiento de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos, y completar sus disposiciones. El
derecho fundamental de las personas físicas a la protección de datos personales, amparado por el artículo
18.4 de la Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley
orgánica.

b) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía conforme al mandato establecido en el artículo 18.4 de la
Constitución.

Artículo 2. Ámbito de aplicación de los Títulos I a IX y de los artículos 89 a 94.
1. Lo dispuesto en los Títulos I a IX y en los artículos 89 a 94 de la presente ley orgánica se aplica a cualquier
tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado
de datos personales contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero.

2. Esta ley orgánica no será de aplicación:

a) A los tratamientos excluidos del ámbito de aplicación del Reglamento general de protección de datos por
su artículo 2.2, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 de este artículo.

b) A los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3.

c) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas.

3. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el Reglamento (UE) 2016/679 por afectar a
actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea, se regirán por lo
dispuesto en su legislación específica si la hubiere y supletoriamente por lo establecido en el citado
reglamento y en la presente ley orgánica. Se encuentran en esta situación, entre otros, los tratamientos
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realizados al amparo de la legislación orgánica del régimen electoral general, los tratamientos realizados en el
ámbito de instituciones penitenciarias y los tratamientos derivados del Registro Civil, los Registros de la
Propiedad y Mercantiles.

4. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los órganos judiciales de los
procesos de los que sean competentes, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina Judicial, se
regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente ley orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 julio, del Poder Judicial, que le sean aplicables.

5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por el Ministerio Fiscal de los procesos
de los que sea competente, así como el realizado con esos fines dentro de la gestión de la Oficina Fiscal, se
regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, la
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de las normas procesales que le sean aplicables.
Se añade el apartado 5 por la disposición final 4.1 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8806

Artículo 3. Datos de las personas fallecidas.
1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho así como sus herederos podrán
dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar el acceso a los datos personales de
aquella y, en su caso, su rectificación o supresión. Como excepción, las personas a las que se refiere el párrafo
anterior no podrán acceder a los datos del causante, ni solicitar su rectificación o supresión, cuando la
persona fallecida lo hubiese prohibido expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no afectará
al derecho de los herederos a acceder a los datos de carácter patrimonial del causante.

2. Las personas o instituciones a las que el fallecido hubiese designado expresamente para ello podrán
también solicitar, con arreglo a las instrucciones recibidas, el acceso a los datos personales de este y, en su
caso su rectificación o supresión. Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para
acreditar la validez y vigencia de estos mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los mismos.

3. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por sus representantes
legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio o a instancia de
cualquier persona física o jurídica interesada. En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas
facultades también podrán ejercerse, además de por quienes señala el párrafo anterior, por quienes hubiesen
sido designados para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran comprendidas en
las medidas de apoyo prestadas por el designado.

TÍTULO II PRINCIPIOS DE PROTECCIÓN DE DATOS

Artículo 4. Exactitud de los datos.
1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, si fuere necesario,
actualizados.

2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será imputable al responsable
del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las medidas razonables para que se supriman o
rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los datos personales, con respecto a los fines para los que se tratan,
cuando los datos inexactos:

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado.

b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso de que las normas
aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del tratamiento establecieran la
posibilidad de intervención de un intermediario o mediador que recoja en nombre propio los datos de los
afectados para su transmisión al responsable. El mediador o intermediario asumirá las responsabilidades

LOPDGDD · arts. 2-4Tema 11 · Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales…

11

TEMARIO Ingeniero/a Técnico/a Industrial (Temas generales) · Cabildo Insular de Fuerteventura · oposicionesexpress.com pág. 117



que pudieran derivarse en el supuesto de comunicación al responsable de datos que no se correspondan
con los facilitados por el afectado.

c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro responsable en virtud
del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad conforme al artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679 y lo previsto en esta ley orgánica.

d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable.

Artículo 5. Deber de confidencialidad.
1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas que intervengan en
cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al que se refiere el artículo 5.1.f) del
Reglamento (UE) 2016/679.

2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los deberes de secreto
profesional de conformidad con su normativa aplicable.

3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando hubiese finalizado la
relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

Artículo 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se entiende por
consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la
que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos
personales que le conciernen.

2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del afectado para una
pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e inequívoca que dicho consentimiento
se otorga para todas ellas.

3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el tratamiento de los datos
personales para finalidades que no guarden relación con el mantenimiento, desarrollo o control de la relación
contractual.

Artículo 7. Consentimiento de los menores de edad.
1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su
consentimiento cuando sea mayor de catorce años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia
de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se
recaba el consentimiento para el tratamiento.

2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el consentimiento, solo será lícito si
consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el alcance que determinen los titulares de la patria
potestad o tutela.

Artículo 8. Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos.
1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una obligación
legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679,
cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá
determinar las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las
cesiones que procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá
igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales de
seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.

2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una misión
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realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable, en los términos
previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por
una norma con rango de ley.

Artículo 9. Categorías especiales de datos.
1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar situaciones discriminatorias, el
solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la prohibición del tratamiento de datos cuya
finalidad principal sea identificar su ideología, afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u
origen racial o étnico. Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al
amparo de los restantes supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así
proceda.

2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679
fundados en el Derecho español deberán estar amparados en una norma con rango de ley, que podrá
establecer requisitos adicionales relativos a su seguridad y confidencialidad. En particular, dicha norma podrá
amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y
servicios de asistencia sanitaria y social, pública y privada, o la ejecución de un contrato de seguro del que el
afectado sea parte.

Artículo 10. Tratamiento de datos de naturaleza penal.
1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos
y medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos de los de prevención, investigación,
detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a
cabo cuando se encuentre amparado en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras
normas de rango legal.

2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, podrá
realizarse conforme con lo establecido en la regulación del Sistema de registros administrativos de apoyo a la
Administración de Justicia.

3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de datos referidos a
condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas solo
serán posibles cuando sean llevados a cabo por abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la
información facilitada por sus clientes para el ejercicio de sus funciones.

TÍTULO III DERECHOS DE LAS PERSONAS

CAPÍTULO I TRANSPARENCIA E INFORMACIÓN

Artículo 11. Transparencia e información al afectado.
1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del tratamiento podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 13 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando
al afectado la información básica a la que se refiere el apartado siguiente e indicándole una dirección
electrónica u otro medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información.

2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá contener, al menos:

a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso.

b) La finalidad del tratamiento.

c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679.
Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la elaboración de perfiles, la información
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básica comprenderá asimismo esta circunstancia. En este caso, el afectado deberá ser informado de su
derecho a oponerse a la adopción de decisiones individuales automatizadas que produzcan efectos
jurídicos sobre él o le afecten significativamente de modo similar, cuando concurra este derecho de
acuerdo con lo previsto en el artículo 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del afectado, el responsable podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 14 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando
a aquel la información básica señalada en el apartado anterior, indicándole una dirección electrónica u otro
medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. En estos supuestos, la
información básica incluirá también:

a) Las categorías de datos objeto de tratamiento.

b) Las fuentes de las que procedieran los datos.

CAPÍTULO II EJERCICIO DE LOS DERECHOS

Artículo 12. Disposiciones generales sobre ejercicio de los derechos.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, podrán ejercerse
directamente o por medio de representante legal o voluntario.

2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado sobre los medios a su disposición para
ejercer los derechos que le corresponden. Los medios deberán ser fácilmente accesibles para el afectado. El
ejercicio del derecho no podrá ser denegado por el solo motivo de optar el afectado por otro medio.

3. El encargado podrá tramitar, por cuenta del responsable, las solicitudes de ejercicio formuladas por los
afectados de sus derechos si así se estableciere en el contrato o acto jurídico que les vincule.

4. La prueba del cumplimiento del deber de responder a la solicitud de ejercicio de sus derechos formulado
por el afectado recaerá sobre el responsable.

5. Cuando las leyes aplicables a determinados tratamientos establezcan un régimen especial que afecte al
ejercicio de los derechos previstos en el Capítulo III del Reglamento (UE) 2016/679, se estará a lo dispuesto en
aquellas.

6. En cualquier caso, los titulares de la patria potestad podrán ejercitar en nombre y representación de los
menores de catorce años los derechos de acceso, rectificación, cancelación, oposición o cualesquiera otros
que pudieran corresponderles en el contexto de la presente ley orgánica.

7. Serán gratuitas las actuaciones llevadas a cabo por el responsable del tratamiento para atender las
solicitudes de ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 12.5 y 15.3 del
Reglamento (UE) 2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 13 de esta ley orgánica.

Artículo 13. Derecho de acceso.
1. El derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 del
Reglamento (UE) 2016/679. Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al afectado y este
ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, el responsable
podrá solicitarle, antes de facilitar la información, que el afectado especifique los datos o actividades de
tratamiento a los que se refiere la solicitud.

2. El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del tratamiento facilitara al afectado un
sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales que garantice, de modo permanente, el
acceso a su totalidad. A tales efectos, la comunicación por el responsable al afectado del modo en que este
podrá acceder a dicho sistema bastará para tener por atendida la solicitud de ejercicio del derecho. No
obstante, el interesado podrá solicitar del responsable la información referida a los extremos previstos en el
artículo 15.1 del Reglamento (UE) 2016/679 que no se incluyese en el sistema de acceso remoto.
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3. A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se podrá considerar repetitivo el
ejercicio del derecho de acceso en más de una ocasión durante el plazo de seis meses, a menos que exista
causa legítima para ello.

4. Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste desproporcionado, la
solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado asumirá el exceso de costes que su elección
comporte. En este caso, solo será exigible al responsable del tratamiento la satisfacción del derecho de acceso
sin dilaciones indebidas.

Artículo 14. Derecho de rectificación.
Al ejercer el derecho de rectificación reconocido en el artículo 16 del Reglamento (UE) 2016/679, el afectado
deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección que haya de realizarse. Deberá acompañar,
cuando sea preciso, la documentación justificativa de la inexactitud o carácter incompleto de los datos objeto
de tratamiento.

Artículo 15. Derecho de supresión.
1. El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Reglamento (UE)
2016/679.

2. Cuando la supresión derive del ejercicio del derecho de oposición con arreglo al artículo 21.2 del
Reglamento (UE) 2016/679, el responsable podrá conservar los datos identificativos del afectado necesarios
con el fin de impedir tratamientos futuros para fines de mercadotecnia directa.

Artículo 16. Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El derecho a la limitación del tratamiento se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 del
Reglamento (UE) 2016/679.

2. El hecho de que el tratamiento de los datos personales esté limitado debe constar claramente en los
sistemas de información del responsable.

Artículo 17. Derecho a la portabilidad.
El derecho a la portabilidad se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679.

Artículo 18. Derecho de oposición.
El derecho de oposición, así como los derechos relacionados con las decisiones individuales automatizadas,
incluida la realización de perfiles, se ejercerán de acuerdo con lo establecido, respectivamente, en los
artículos 21 y 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 11

1 Conforme a la Ley Orgánica 3/2018, de Protección de datos de carácter personal y garantía de los derechos 
digitales, con carácter general el tratamiento de datos de un menor de edad únicamente podrá fundarse en 
su consentimiento cuando:

A) Sea mayor de 5 años

B) Sea mayor de 16 años

C) Sea mayor de 14 años

D) Sea mayor de 3 años
Ayuntamiento de Villena, 2025
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2 El tratamiento de los datos personales de un menor de edad, según el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre, de protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, 
únicamente podrá fundarse en su consentimiento cuando:

A) Sea mayor de dieciséis años.

B) Los titulares de la patria potestad lo acepten.

C) Sea mayor de catorce años.

D) El menor esté próximo a cumplir la mayoría de edad.
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, 2025

3 El derecho de supresión, según establece la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales:

A) Se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Reglamento (UE) 2016/679

B) Se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 21.2 del Reglamento (UE) 2016/679

C) Se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 27 del Reglamento (UE) 2016/679

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Ingenio

4 Conforme al artículo 3 de la LO 3/2018, las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de 
hecho, así como sus herederos:

A) Solo podrán dirigirse al encargado del tratamiento, siempre que sea con objeto de rectificar datos 
manifiestamente falsos

B) Podrán dirigirse al responsable o encargado del tratamiento siempre que sea con objeto de solicitar la 
supresión de los datos personales de aquella sin posibilidad de acceder a ellos

C) Podrán dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar el acceso a los datos 
personales de aquella y, en su caso, su rectificación o supresión

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Cudillero, 2022

5 Según la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y Garantías de los 
derechos digitales, los derechos reconocidos en materia de protección de datos podrán ejercerse:

A) Directamente.

B) Por medio de representante legal.

C) Por medio de representante voluntario.

D) Todas las anteriores son correctas.
Ayuntamiento de La Carlota, 2023

Ponte a pruebaTema 11 · Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales: Títu…

11

TEMARIO Ingeniero/a Técnico/a Industrial (Temas generales) · Cabildo Insular de Fuerteventura · oposicionesexpress.com pág. 122



Soluciones — Tema 11 Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 7 LOPDGDD pág. 118 En materia de protección de datos, un menor puede prestar válidamente su
consentimiento para que se traten sus datos personales a partir de los catorce años. Por debajo de esa edad se
exige la autorización de quienes ejercen la patria potestad o tutela. Conviene precisar que el límite general
europeo se sitúa en dieciséis años, pero la ley española rebajó esa edad a catorce, y ese es el dato decisivo en
este examen.

2 C Art. 7.1 LOPDGDD pág. 118 El consentimiento del menor para tratar sus datos personales solo puede
constituir por sí mismo la base del tratamiento cuando este sea mayor de catorce años. Si tiene catorce años o
menos, será necesario el consentimiento de quienes ostenten su patria potestad o tutela, salvo que una norma
específica establezca otra cosa. La proximidad a la mayoría de edad o la mera aceptación de los progenitores no
modifican este límite legal.

3 A Art. 15 LOPDGDD pág. 121 Borrar los datos personales es lo que se conoce como derecho de supresión,
antes llamado derecho al olvido. La ley española remite directamente al Reglamento europeo de protección de
datos, que regula esta facultad en su artículo diecisiete. Allí se reconoce que toda persona puede solicitar la
eliminación de sus datos cuando ya no sean necesarios, retire su consentimiento o se hayan tratado de forma
ilícita. Conviene no confundir esta facultad con el derecho de oposición ni con otros artículos del Reglamento.

4 C Art. 3 LOPDGDD pág. 117 Aunque el difunto ya no es titular de derechos de protección de datos, la ley
protege su información personal permitiendo que ciertos allegados actúen. Quienes estaban unidos al fallecido
por vínculos familiares o de pareja, así como sus herederos, pueden pedir al responsable o al encargado del
tratamiento que les den acceso a esos datos y, cuando proceda, que los corrijan o los eliminen. No se limita solo
a suprimir ni se excluye el acceso, sino que abarca las tres actuaciones.

5 D Art. 12 LOPDGDD pág. 120 Para reclamar el acceso, rectificación, supresión u otros derechos sobre los datos
personales, la persona afectada puede actuar por sí misma o delegar en otro. La norma admite tanto al
representante legal, cuando alguien actúa por imperativo de la ley, como al representante voluntario, designado
libremente por el interesado mediante apoderamiento. Al ser válidas las tres vías de ejercicio, la respuesta que
las engloba todas es la acertada.

Practica con más de 100 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 11, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/ing-industrial-a2-cabildo-fuerteventura
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TEMAS GENERALES 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

12
La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad efectiva de mujeres y 
hombres: objeto y ámbito de aplicación. El principio de igualdad y trato entre mujeres y 
hombres. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias. Criterios 
generales de actuación de los poderes públicos. Ley canaria de igualdad entre mujeres 
y hombres: principios generales.

Qué entra en este tema

LO-Igualdad · LO 3/2007 igualdad efectiva
arts. 1 a 14 · 14 artículos

Igualdad-CAN · Ley 1/2010 canaria de igualdad entre mujere…
art. 4 · 1 artículo

15 artículos · empieza en la pág. 124

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 LO-Igualdad 27
Art. 6 LO-Igualdad 25
Art. 2 LO-Igualdad 21
Art. 7 LO-Igualdad 16
Art. 3 LO-Igualdad 13

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 145 sobre el tema entero.

LO-Igualdad
LO 3/2007 igualdad efectiva
En este tema: arts. 1 a 14 · 14 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2007-6115

TÍTULO PRELIMINAR OBJETO Y ÁMBITO DE LA LEY

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, e iguales en derechos y deberes. Esta Ley tiene
por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en
particular mediante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o
condición, en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas política, civil, laboral,
económica, social y cultural para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar una
sociedad más democrática, más justa y más solidaria.

2. A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los Poderes Públicos, regula derechos y deberes
de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y
corregir en los sectores público y privado, toda forma de discriminación por razón de sexo.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Todas las personas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de trato y de la prohibición
de discriminación por razón de sexo.

2. Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona, física o jurídica, que se
encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

TÍTULO I EL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y LA TUTELA CONTRA LA DISCRIMINACIÓN

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.
El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa
o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones
familiares y el estado civil.
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Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas.
La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio informador del
ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas
jurídicas.

Artículo 5.
Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación y en la promoción profesionales,
y en las condiciones de trabajo. El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres,
aplicable en el ámbito del empleo privado y en el del empleo público, se garantizará, en los términos previstos
en la normativa aplicable, en el acceso al empleo, incluso al trabajo por cuenta propia, en la formación
profesional, en la promoción profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las de
despido, y en la afiliación y participación en las organizaciones sindicales y empresariales, o en cualquier
organización cuyos miembros ejerzan una profesión concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las
mismas. No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación necesaria, una diferencia
de trato basada en una característica relacionada con el sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades
profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito
profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado.

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta.
1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que
sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación
comparable.

2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que una disposición, criterio o
práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas
del otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una
finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados.

3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, directa o indirectamente, por
razón de sexo.

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye acoso sexual cualquier
comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar
contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u
ofensivo.

2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una
persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio,
degradante u ofensivo.

3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.

4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una situación
constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de discriminación por
razón de sexo.

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad.
Constituye discriminación directa por razón de sexo todo trato desfavorable a las mujeres relacionado con el
embarazo o la maternidad.
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Artículo 9. Indemnidad frente a represalias.
También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato adverso o efecto negativo que se
produzca en una persona como consecuencia de la presentación por su parte de queja, reclamación,
denuncia, demanda o recurso, de cualquier tipo, destinados a impedir su discriminación y a exigir el
cumplimiento efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias.
Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de sexo
se considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar a responsabilidad a través de un sistema de reparaciones o
indemnizaciones que sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, a
través de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la realización de conductas
discriminatorias.

Artículo 11. Acciones positivas.
1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los Poderes Públicos adoptarán
medidas específicas en favor de las mujeres para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho
respecto de los hombres. Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán de
ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso.

2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de medidas en los términos
establecidos en la presente Ley.

Artículo 12. Tutela judicial efectiva.
1. Cualquier persona podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la igualdad entre mujeres y
hombres, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso tras la terminación de la
relación en la que supuestamente se ha producido la discriminación.

2. La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos civiles, sociales y contencioso-administrativos
que versen sobre la defensa de este derecho corresponden a las personas físicas y jurídicas con interés
legítimo, determinadas en las Leyes reguladoras de estos procesos.

3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso por razón de sexo.

Artículo 13. Prueba.
1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la parte
actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, corresponderá a la persona
demandada probar la ausencia de discriminación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad. A los
efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instancia de parte, podrá recabar, si lo
estimase útil y pertinente, informe o dictamen de los organismos públicos competentes.

2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos penales.

TÍTULO II POLÍTICAS PÚBLICAS PARA LA IGUALDAD

CAPÍTULO I PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 14. Criterios generales de actuación de los Poderes Públicos.
A los fines de esta Ley, serán criterios generales de actuación de los Poderes Públicos:

1. El compromiso con la efectividad del derecho constitucional de igualdad entre mujeres y hombres.

2. La integración del principio de igualdad de trato y de oportunidades en el conjunto de las políticas
económica, laboral, social, cultural y artística, con el fin de evitar la segregación laboral y eliminar las
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diferencias retributivas, así como potenciar el crecimiento del empresariado femenino en todos los ámbitos
que abarque el conjunto de políticas y el valor del trabajo de las mujeres, incluido el doméstico.

3. La colaboración y cooperación entre las distintas Administraciones públicas en la aplicación del principio
de igualdad de trato y de oportunidades.

4. La participación equilibrada de mujeres y hombres en las candidaturas electorales y en la toma de
decisiones.

5. La adopción de las medidas necesarias para la erradicación de la violencia de género, la violencia familiar y
todas las formas de acoso sexual y acoso por razón de sexo.

6. La consideración de las singulares dificultades en que se encuentran las mujeres de colectivos de especial
vulnerabilidad como son las que pertenecen a minorías, las mujeres migrantes, las niñas, las mujeres con
discapacidad, las mujeres mayores, las mujeres viudas y las mujeres víctimas de violencia de género, para las
cuales los poderes públicos podrán adoptar, igualmente, medidas de acción positiva.

7. La protección de la maternidad, con especial atención a la asunción por la sociedad de los efectos derivados
del embarazo, parto y lactancia.

8. El establecimiento de medidas que aseguren la conciliación del trabajo y de la vida personal y familiar de
las mujeres y los hombres, así como el fomento de la corresponsabilidad en las labores domésticas y en la
atención a la familia.

9. El fomento de instrumentos de colaboración entre las distintas Administraciones públicas y los agentes
sociales, las asociaciones de mujeres y otras entidades privadas.

10. El fomento de la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres en las relaciones entre
particulares.

11. La implantación de un lenguaje no sexista en el ámbito administrativo y su fomento en la totalidad de las
relaciones sociales, culturales y artísticas.

12. Todos los puntos considerados en este artículo se promoverán e integrarán de igual manera en la política
española de cooperación internacional para el desarrollo.

Igualdad-CAN
Ley 1/2010 canaria de igualdad entre mujeres y hombres
En este tema: art. 4 · 1 artículo · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-2010-4518

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 4. Principios generales que informan la actuación de la Administración pública.
Para la consecución del objeto de esta ley, serán principios generales de actuación de los poderes públicos de
Canarias, en el marco de sus competencias:

1. La igualdad de trato entre mujeres y hombres, que supone la ausencia de toda discriminación, directa o
indirecta, por razón de sexo, en el ámbito educativo, económico, político, social, laboral y cultural, en
particular, en lo que se refiere al empleo, a la formación profesional y a las condiciones de trabajo.

2. La igualdad de oportunidades mediante la adopción de las medidas necesarias para la eliminación de la
discriminación y especialmente, aquellas que incidan en la creciente feminización de la pobreza.

3. El reconocimiento de la maternidad como un valor social, evitando los efectos negativos en los derechos de
las mujeres, y la consideración de la paternidad en un contexto familiar y social de corresponsabilidad, de
acuerdo con los nuevos modelos de familia.

4. El fomento de la corresponsabilidad, a través del reparto equilibrado entre mujeres y hombres de las
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responsabilidades familiares, de las tareas domésticas y del cuidado de las personas en situación de
dependencia en cualquier circunstancia en que se encuentren ambos progenitores de matrimonio,
separación, divorcio, nulidad o convivencia de hecho.

5. La adopción de las medidas específicas necesarias destinadas a eliminar las desigualdades de hecho por
razón de sexo que pudieran existir en los diferentes ámbitos.

6. La especial protección del derecho a la igualdad de trato de aquellas mujeres o colectivos de mujeres que se
encuentren en riesgo de padecer múltiples situaciones de discriminación o de exclusión.

7. La promoción del acceso a los recursos de todo tipo a las mujeres que viven en el medio rural y su
participación plena, igualitaria y efectiva en la economía y en la sociedad.

8. El fomento de la participación o composición equilibrada entre mujeres y hombres en los distintos órganos
de representación y de toma de decisiones.

9. El impulso de las relaciones entre las distintas administraciones, instituciones y agentes sociales
sustentadas en los principios de colaboración, coordinación y cooperación, para garantizar la igualdad entre
mujeres y hombres.

10. La adopción de las medidas necesarias para eliminar el uso sexista del lenguaje, garantizar y promover la
utilización de una imagen de las mujeres y los hombres fundamentada en la igualdad de sexos, en todos los
ámbitos de la vida pública y privada.

11. El impulso de la efectividad del principio de igualdad en las relaciones entre particulares.

12. La incorporación del principio de igualdad de género y la coeducación en el sistema educativo y en
cualquier modalidad de acción formativa.

13. El respeto a las diferencias, que debe ser potenciado por las administraciones, poniendo los medios
necesarios para que el proceso hacia la igualdad de sexos se realice respetando tanto la diversidad y las
diferencias existentes entre mujeres y hombres en cuanto a su biología, condiciones de vida, aspiraciones y
necesidades, como la diversidad y diferencias existentes dentro de los propios colectivos de mujeres y
hombres.

14. La integración de la perspectiva de género en todas sus políticas y acciones, de manera que establezcan en
todas ellas el objetivo general de eliminar las desigualdades y promover la igualdad entre mujeres y hombres.

15. La transversalidad, principio que comporta aplicar la perspectiva de género en las fases de planificación,
ejecución y evaluación de todas las políticas llevadas a cabo por las administraciones públicas con la finalidad
de eliminar las desigualdades entre mujeres y hombres.

16. La obligación de diseñar, presupuestar y poner en marcha sistemas de protección, información y
acompañamiento a todas mujeres víctimas de la violencia de género, facilitando la coordinación de los
distintos cuerpos y fuerzas policiales que operan en Canarias en el ejercicio de las funciones que legalmente
les corresponden.

17. La coordinación, entendida como la ordenada gestión de competencias entre las administraciones
públicas en materia de igualdad entre mujeres y hombres, con la finalidad de lograr una mayor eficacia tanto
en las políticas a aplicar como en la ejecución del presupuesto, donde se debe tender a su optimización y
evitar la duplicidad de gastos para los mismos fines.
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Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 12

1 ¿Es discriminatorio el trato desfavorable relacionado con el embarazo?

A) No, si es por necesidades del servicio.

B) Sí, constituye discriminación directa por razón de sexo.

C) Solo si la trabajadora tiene contrato fijo.

D) Solo en empresas privadas.
Ayuntamiento de Guarromán

2 Señala la respuesta incorrecta. El artículo 7 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad 
efectiva de mujeres y hombres establece:

A) Constituye acoso sexual cualquier comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito 
o produzca el efecto de atentar contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno 
intimidatorio, degradante u ofensivo.

B) Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una persona, 
con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u 
ofensivo.

C) Se considerarán en todo caso discriminatorio el acoso sexual, el acoso por razón de sexo y el acoso por razón de 
género.

D) El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una situación 
constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de discriminación por 
razón de sexo.

Ayuntamiento de Cádiz, 2025

3 ¿Cuál es el objetivo principal de la Ley 3/2007, 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres?

A) Garantizar la igualdad de trato solo en el ámbito laboral.

B) Garantizar la igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres.

C) Regular únicamente el acoso sexual en el trabajo.

D) Establecer cuotas de género obligatorias en todos los partidos políticos.
Ayuntamiento de Alcalá la Real, 2026

4 De acuerdo con el art. 10 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por 
razón de sexo:

A) Se considerarán anulables y sin efecto.

B) Darán lugar a responsabilidad.

C) Se considerarán nulos y no podrán dar lugar a responsabilidad.

D) Se considerarán inexistentes y no podrán dar lugar a responsabilidad.
Ayuntamiento de Arona, 2018

Ponte a pruebaTema 12 · La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad efectiva de mujeres y hombres: objeto y ámbito de aplicac…

12

TEMARIO Ingeniero/a Técnico/a Industrial (Temas generales) · Cabildo Insular de Fuerteventura · oposicionesexpress.com pág. 129



5 De conformidad con el artículo 6 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres, indique la opción correcta:

A) Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que sea, 
haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación 
comparable.

B) Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que sea, 
haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación 
comparable.

C) Se considera acoso por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera 
ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación comparable.

D) Se considera acoso sexual la situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera ser 
tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación comparable.

Administración General del Estado (INAP), 2025
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Soluciones — Tema 12 Cada una con su explicación y su artículo

1 B Art. 8 LO-Igualdad pág. 125 El trato menos favorable a una mujer vinculado a su embarazo o maternidad se
considera discriminación directa por razón de sexo, pues solo las mujeres pueden estar embarazadas. No
requiere comparar con un hombre en igual situación ni admite justificación por necesidades organizativas. La
protección alcanza a cualquier trabajadora con independencia del tipo de contrato o de que la empresa sea
pública o privada. Por ello, ninguna circunstancia del servicio legitima ese perjuicio.

2 C Art. 7 LO-Igualdad pág. 125 El artículo 7 considera discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de
sexo. No incluye una categoría autónoma de «acoso por razón de género» en esa declaración, por lo que
añadirla hace incorrecta la afirmación. Las demás definiciones se ajustan al contenido del artículo.

3 B Art. 1 LO-Igualdad pág. 124 La finalidad de esta norma es hacer real y efectiva la igualdad entre mujeres y
hombres en todos los ámbitos de la vida, eliminando cualquier discriminación por razón de sexo, especialmente
la que sufren las mujeres. No se limita al trabajo ni a un único problema concreto, sino que abarca lo político,
económico, social y cultural. Por eso resulta incompleto reducir su alcance al empleo o al acoso, o identificarla
solo con la imposición de cuotas.

4 B Art. 10 LO-Igualdad pág. 126 La ley sanciona con la nulidad y la pérdida de efectos cualquier acto o cláusula
contractual que provoque discriminación por razón de sexo, pero añade además una consecuencia clave: quien
la padece tiene derecho a ser resarcido mediante reparaciones o indemnizaciones reales, efectivas y
proporcionadas al daño sufrido. Por tanto, esos actos no solo se invalidan, sino que también generan
responsabilidad. Debe descartarse cualquier formulación que los califique de simplemente anulables o que
niegue esa responsabilidad reparadora.

5 A Art. 6 LO-Igualdad pág. 125 El trato menos favorable que recibe una persona por razón de su sexo respecto a
otra en situación comparable constituye discriminación directa. Esta definición legal describe con precisión el
supuesto planteado en la primera formulación. La discriminación indirecta responde a disposiciones
aparentemente neutras que perjudican de forma particular a personas de un sexo. El acoso por razón de sexo y
el acoso sexual poseen definiciones propias vinculadas a conductas que atentan contra la dignidad. El extracto
sobre función pública autonómica carece de relación con esta materia y no altera la respuesta.

Practica con más de 100 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 12, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.
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